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Lamentablemente nuestros niños, niñas y adolescentes sufren múltiples vulneraciones de 
sus derechos fundamentales, una de ellas es una situación seria, compleja y dramática que 
enfrenta esta población vulnerable y que requiere una atención especial por parte del 
Estado, la Familia y la sociedad: la violencia sexual ejercida por los padres sobre sus hijos, 
acto criminal y de máxima crueldad que conlleva múltiples consecuencias psicológicas, 
físicas y personales para los menores de edad. 
 
Ante esta situación, el Estado ha designado unas Autoridades Administrativas para 
restablecer estos derechos y restaurar la dignidad de los niños, niñas y adolescentes, sin 
embargo, en muchas ocasiones estas autoridades no adoptan decisiones de fondo frente 
al vínculo filial entre la víctima y el victimario, lo que puede generar una revictimización 
permanente para ellos.  
 
Es por esta razón, que este trabajo de grado busco indagar si los efectos personales y 
patrimoniales del vínculo paterno filial son relevantes a la hora de decidir si el derecho a 
tener una familia debe ceder para lograr el restablecimiento de los derechos a la integridad 
personal, estabilidad emocional y protección integral de los niños, niñas y adolescentes 
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Unfortunately our children suffer many violations of their basic human rights. One of 
these(them), that this particularly vulnerable section of society faces, is a serious, complex 
and dramatic situation, which the State, Family and society, in general, are well aware of.  
This is the sexual abuse by a minority of parents on their children. These are, of course, 
criminal acts and includes cruelty that cause psychological, physical and personal damage 
to these children. 
 
In the face of this problem, the State has designated certain administrative authorities to 
resolve this problem and to restore the victim's dignity when possible. However, in many 
cases, these authorities are not effective in solving a problem, and often the victim may be 
assaulted once more. 
 
We have to consider how relevant the filial parental bond is when considering each individual 
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1. Problema jurídico 
 
A lo largo de la historia de Colombia se han evidenciado múltiples conductas que afectan 
la realización plena y disfrute de los derechos de una de las poblaciones más vulnerables 
del mundo: los niños, las niñas y adolescentes; personas que por su madurez física y 
psicológica en muchas ocasiones no reconocen si una conducta social es jurídicamente 
reprochable o no. 
Dentro de estas conductas existe una seria, compleja y dramática situación que enfrenta 
esta población vulnerable y que reviste una especial atención por parte del Estado, la 
Familia y la sociedad: la violencia sexual ejercida por los padres sobre sus hijos, “acto 
criminal y de máxima crueldad”1 que está afectando a nuestra sociedad y que conlleva 
múltiples consecuencias psicológicas, físicas y personales. 
Las secuelas que trae consigo este tipo de violencia revisten de mayor atención cuando se 
presentan en un ciclo vital tan importante como lo es la infancia, toda vez que en esta etapa 
los niños, la niñas y adolescente (desde ahora NNA) “comienzan a adquirir habilidades 
intelectuales y desarrollar competencias emocionales para relacionarse asertivamente con 
el mundo, para conocerse a sí mismos y aprender a manejar recursos adquiridos para 
desenvolverse en sociedad”2. 
Si bien la violencia sexual conlleva a múltiples afectaciones en los NNA, este fenómeno 
adquiere un especial relieve jurídico y social, cuando quien la ejerce es alguno de los padres 
de la víctima, por cuanto involucra una conducta que corrompe los lazos convencionales de 
la familia, la cual es reconocida como un derecho fundamental desde la Constitución política 
                                                 
1 LAMMOGLIA, Ernesto. Abuso sexual en la Infancia, como prevenirlo y superarlo. 1era Edición. México: 
Editorial Debolsillo, 2006, pág. 273.  
2 INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR. Lineamiento Técnico para el programa especializado de 
atención: niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia sexual con sus derechos amenazados, inobservados 




de Colombia. Esta violencia realizada por sus progenitores causa daños, afectaciones y 
perjuicios que impiden el ejercicio pleno de sus derechos, ocasionando en algunos casos, 
que los afectados no se desarrollen “como seres autónomos, libres, capaces de tomar 
decisiones por sí mismos, su psiquismo está formado en la relación incestuosa para 
satisfacer las necesidades de los adultos y en ese sentido son instrumentalizados o usados 
como objetos sexuales, caso en el cual son despojados de su libertad y dignidad3.  
Cuando se presente la violencia sexual en contra de un menor de edad por parte de sus 
padres, el Estado debe irrumpir en las esferas de la Familia y accionar sus mecanismos 
legales para proteger a la víctima y para sancionar al victimario; mecanismos que deben 
ser idóneos, céleres e integrales con el fin de buscar un verdadero resarcimiento de los 
derechos que han sido vulnerados y de materializar la sanción en contra del padre 
vulnerador. 
Por esta responsabilidad que tiene el Estado con la niñez de nuestro país, en todas las 
decisiones que adopten tanto los operadores administrativos como judiciales, deben 
comprenderse las dimensiones de este fenómeno social, para poder analizar correctamente 
todas las particularidades que se presentan en un caso como estos, tales como, el vínculo 
del agresor con la víctima y cada uno de los efectos que esto conlleva, el tiempo en que 
hubiera durado la violencia, la edad de NNA, el resultado de las valoraciones psicológicas 
realizadas inicialmente, las consecuencias emocionales, entre otros factores, que pueden 
variar las actuaciones legales que se requieren para dar cumplimiento a la protección 
integral de que trata el artículo 9° de la Ley 1098 de 2006. 
Ahora bien, frente a este flagelo que atraviesan los NNA surgen bastantes problemáticas 
transversales, como la que se quiere abordar en este documento, la cual está relacionada 
con las actuaciones de las autoridades administrativas competentes en el restablecimiento 
de los derechos de los NNA, concretamente cuando no analizan todos los elementos o 
características de los derechos afectados, como la integridad personal, dignidad, formación 
sexual, y especialmente, del derecho a tener una familia y no ser separado de ella. 
                                                 
3 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-404 de 1998. Criterio de la socióloga ARGELIA 
LONDOÑO VELEZ, solicitado por la para decidir sobre la constitucionalidad del artículo 259 del Código Penal. 




Lo anterior, porque es común encontrar el discurso frente a que el niño debe ser alejado de 
su agresor de manera inmediata y que como resultado de los juicios de ponderación de 
derechos, el de tener una familia siempre debe ceder para lograr el verdadero 
restablecimiento de los demás derechos de los NNA, pero realmente no se evidencia un 
mayor análisis frente a los elementos propios de la familia y del vínculo filial, toda vez que 
los efectos que este derecho conlleva, siguen casi intactos en los casos de violencia sexual. 
Esto lo podemos ver reflejado cuando, por ejemplo,  como medida de restablecimiento de 
derechos retiran al niño del cuidado de su padre abusador, pero este último sigue 
ostentando la representación legal de su hijo, el niño sigue llevando el apellido de su 
abusado, e incluso podría administrar y usufructuar sus bienes, en caso de tenerlos ¿acaso 
esto no son efectos del vínculo filial?, ¿no deberían analizarse si estos efectos también 
deben ceder para que realmente la recuperación psicológica del niño pueda ser una 
realidad?,¿es sano que un niño siga sintiendo que se debe identificar ante la sociedad con 
el apellido de su abusador, o que deba rogarle a su victimario para que le permita salir a 
conocer otro país, o que incluso, en un futuro tenga obligación alimentaria con el padre que 
le amargó su infancia y su desarrollo emocional?. 
Estos interrogantes son los que consideramos no realizan las autoridades; en mi 
experiencia profesional, nunca he observado medidas integrales que realmente analicen 
cada uno de estos efectos, ya que las decisiones en muchas ocasiones, se vuelven 
operativas y estandarizadas, lo cual puede impedir un verdadero restablecimiento de 
derechos.  
Por lo anterior resulta importante esta problemática, toda vez que para adoptar decisiones 
que realmente le apunten a la restauración de la dignidad de las víctimas, deben abordarse 
sin tabúes y sin miedos, situaciones complejas que están afectando a la niñez, a la familia 
y a la sociedad y desde nuestra práctica profesional, poder superarlos y propender por la 









2. Pregunta de investigación 
 
Teniendo en cuenta el problema jurídico expuesto, es necesario plantear la siguiente 
pregunta de investigación:  
 
¿Los efectos personales y jurídicos propios del vínculo paterno filial resultan relevantes al 
momento de decidir si el derecho a tener una familia debe ceder para lograr el 
restablecimiento de los derechos a la integridad personal, estabilidad emocional y 
protección integral de los niños, niñas y adolescentes cuando han sido violentados 
sexualmente por sus padres? 
 
3 Justificación de la importancia del problema de investigación 
 
La problemática que se expone en este trabajo resalta la importancia jurídica que han 
establecido sendos instrumentos internacionales y legislaciones nacionales a favor de los 
NNA, reconociendo que se les debe proteger de todas las conductas que atenten contra 
sus derechos fundamentales y que no permiten su protección integral. 
 
Adicional a la relevancia que conllevan los temas frente a cualquier vulneración que se 
presenta en contra de los NNA, la violencia sexual cometida por los padres hacia sus hijos, 
implica una trascendencia mayor, toda vez que se encuentra en disputa el derecho 
fundamental a tener una familia que ha sido reconocido como fundamental desde la 
constitución política y los demás derechos que se ven afectados con este tipo de agresión. 
 
No es un secreto que la familia es uno de los escenarios donde el flagelo de la violencia 
sexual se ha perpetuado, un gran porcentaje de los cientos de casos que se conocen han 
ocurrido dentro del contexto familiar, lo que nos lleva a pensar que esta conducta exige una 
comprensión amplia del fenómeno, toda vez que la familia debería ser desde su concepción 
misma, la que protege a cada uno de sus integrantes, la encargada de generar la confianza 
básica entre las personas, de estrechar vínculos, de aportar en el desarrollo personal, lo 
que a futuro les permitirá a cada uno de los integrantes desenvolverse en la sociedad, sin 
embargo, cuando ocurren estas conductas dentro del ámbito de la violencia sexual, la 




presentan actos dolorosos y que atemorizan a nuestros niños, quienes ven como se 
desploma su figura de confianza y desconocen ahora ante quien puede pedir la verdadera 
protección. 
 
Distintos autores e investigadores han abordado la temática de la violencia sexual en contra 
de los NNA desde diferentes orbitas, especialmente frente a las consecuencias psicológicas 
que esto produce, sin embargo, no se evidencia un desarrollo respecto a la ponderación 
entre el derecho a tener una familia y los demás derechos vulnerados en una acto sexual 
entre padres e hijos; no es lo suficientemente claro y requiere mayor evidencia empírica 
que posibilite la discusión y logre plantear normativamente mecanismos y procedimientos 
que propendan a que realmente se logre restablecer los derechos de los menores de edad 
que han sido víctimas. 
 
Ahora bien, para muchas personas el problema jurídico planteado podría tener una 
respuesta lógica y no se requeriría un desarrollo mayor de este tema para concluir que en 
los eventos de violencia sexual de padres a hijos, los efectos personales y jurídicos propios 
del derecho fundamental a la familia deben quedar a un lado, toda vez que la conducta 
realizada en contra del niño, vulnera su integridad personal y demás derechos, sin embargo, 
en la práctica no todo es lógico, ya que las conductas de los seres humanos nunca son 
herméticas, no sabemos cómo reaccionamos, desconocemos las circunstancias detrás de 
este acto reprochable, y más aún, no esperamos que las leyes de nuestro país y la 
aplicación de las mismas por parte de las autoridades competentes, aún estén 
experimentando y sean temerosas ante las sanciones y procesos que deben adelantar 
cuando se presentan estos casos. 
 
Esta perspectiva e interés frente a este tema se ha originado desde la experiencia 
profesional en la entidad que protege la niñez en Colombia, en donde todos los días se 
conocen casos más absurdos que los del día anterior, y lo peor de todo, es que ante la 
dinámica cambiante de la sociedad, las leyes, las políticas y los conocimientos van 






Es por ello, que debemos lograr una mayor comprensión de la complejidad de este asunto 
que se está presentando en todos lugares de nuestro país y que ha sido considerado un 
problema de salud pública por los índices que esta situación ha alcanzado. 
 
 
4 Metodología e itinerario. 
 
La presente investigación se realizó desde varios enfoques interdisciplinarios, psicológico, 
social y jurídico, toda vez que cuando queremos indagar un poco más sobre cualquier 
afectación de los derechos de los niños no podemos limitarnos a nuestra profesión 
únicamente, en mi caso el derecho, ya que el análisis frente una problemática de este 
índole, nunca podrá arrojar recomendaciones válidas y aplicables si observamos el 
problema de manera aislada desde cada campo de trabajo.  
 
Por lo anterior, se hizo necesario emplear la metodología cualitativa con la cual es posible 
estudiar y analizar fenómenos sociales complejos, acercarse a la realidad que estamos 
atravesando y llegar a comprenderla; así mismo, posibilita la generación de conocimiento y 
la comprensión de los fenómenos. 
 
Igualmente, en la presente investigación se aplicó la técnica documental, toda vez que la 
mayoría de la información que se recolectó se encuentra en libros, códigos, tratados, 
jurisprudencia y lineamientos institucionales, por medio de los cuales empezamos a retomar 
los conceptos teóricos, académicos e investigaciones sobre lo que hasta ahora se ha 
investigado de la violencia sexual de padres hacia sus hijos menores de edad. 
 
Por otro lado consideramos indispensable conocer la experticia laboral y la mirada de los 
profesionales que integran las Defensorías de Familias asignadas a los Centros de Atención 
e Investigación Integral a las Víctimas de Delitos Sexuales (CAIVAS), razón por la cual 
utilizamos la técnica de campo, aplicando entrevistas con preguntas abiertas que nos 
brindaron la mayor información de cómo se aplican los procedimientos legales y 
psicosociales en la práctica. Estas entrevistas fueron grabadas previo consentimiento de 





Para ello y sin desconocer que en todas las partes de Colombia rigen las mismas leyes, si 
consideramos necesario desplazarnos a varias ciudades del país con idiosincrasias 
distintas, para identificar si en estas regiones se aplica de la misma manera la ley, si la 
cultura de los diferentes departamentos afecta la forma de resolver un proceso de 
restablecimiento de derechos y especialmente observar si para todos los profesionales es 
claro como sopesar el derecho a tener una familia y los efectos que ello conlleva frente a 
los derechos personales que se ven afectados con la violencia sexual. 
 
En este sentido, se escogieron los departamentos de Norte de Santander, Magdalena, Valle 
del Cauca y Bogotá. 
 
Partiendo de lo anterior y en aras de hacer comprensible la lectura, a continuación se 
relaciona el itinerario temático con el que se desarrolla el presente trabajo de investigación: 
En primer lugar realizaremos un acercamiento al tema central del trabajo, que puede 
abordarse desde diferentes ejes temáticos, tales como: la violencia sexual, tipos de 
violencia, las principales causas y consecuencias psicológicas de la violencia sexual 
ejercida por los padres hacia sus hijos. 
Abordaremos la protección legal en Colombia frente a la violencia sexual cometida por los 
padres sobre sus hijos, comprendiendo los principios y derechos transversales que 
protegen a los NNA, las autoridades competentes en el restablecimiento de los derechos 
de los NNA y los trámites legales en favor de los menores de edad violentados sexualmente 
por sus padres.  
Posteriormente se conocerán leyes y pronunciamientos de los tribunales judiciales de otros 
países, para observar cual es el tratamiento jurídico que le dan a este flagelo y a los efectos 
propios de la relación paterno filial en casos de violencia sexual de padres a hijos, para así 
poder analizar si estas experiencias pueden aportar a nuestro país.  
Así mismo se desarrollará el derecho fundamental a tener una familia en Colombia, como 
uno de los derechos que se ven afectados con esta conducta y que podría constituirse como 
un agravante de las consecuencias psicológicas; en este sentido, realizaremos un 
acercamiento a los elementos propios de la relación paterno filial entre la víctima y el 




Ahora bien, para validar o no la hipótesis, se relatará la mirada y experiencia de los 
profesionales que trabajan todos los días por restablecer los derechos de los niños 
violentados sexualmente, en donde podremos vislumbrar si las medidas de 
restablecimiento de derechos que se adoptan marcan un análisis diferencial cuando el 
victimario es el padre del NNA. 
Basados en la información obtenida, se realizará un análisis frente a si es importante y si 
en la práctica se realiza un análisis respecto al derecho fundamental a tener una familia y 
con ello, sus efectos tanto personales como jurídicos, para establecer si este derecho debe 
ceder totalmente para lograr el restablecimiento de los demás derechos afectados con la 
violencia sexual. 
Esperamos que este documento sensibilice a los lectores frente a la aberrante conducta de 
la violencia sexual de padres sobre hijos, con la que se está vulnerando los derechos de 
nuestros NNA, su familia y la sociedad en general; especialmente, es un llamado para los 
profesionales que trabajamos con la niñez, para evitar que nos volvamos insensibles ante 
sus vulneraciones y con ello, adoptemos decisiones que realmente no impacten 
positivamente en las vidas de los NNA. 
 
ESTADO DEL ARTE 
 
5. Precisiones iniciales 
 
La violencia sexual es un acto aberrante y aún parece absurdo que un padre sea uno de 
los causantes de esta despreciable conducta.  
 
Para abordar el tema, comprenderlo y dimensionarlo, consideramos indispensable señalar   
conceptualmente algunos acercamientos que han realizado escritores, investigadores y 
juristas sobre esta problemática, resaltando las formas como se presenta la violencia 
sexual, las posibles causas que podrían generar esta conducta y cuáles serían las 
principales consecuencias psicológicas en el menor de edad víctima. 
 
Posteriormente y teniendo en cuenta que la relación paterno filial resulta ser un agravante 




la Carta Política de Colombia, se realizará una breve descripción de los efectos propios de 
este vínculo. 
 
Una vez precisado lo anterior, se plantearán los esfuerzos normativos que ha realizado el 
Estado Colombiano, para reconocer la prevalencia de los derechos de NNA  frente a los 
actos que los vulneran, resaltando los principios transversales que toda la sociedad y el 
Estado deben tener en cuenta cuando realizan acciones que involucran a los menores de 
edad y los procedimientos legales que se han establecido para proteger a la víctima y 
sancionar al victimario. 
 
 
6. La Violencia Sexual cometida por los padres contra sus hijos menores de edad. 
 
Actualmente en nuestra sociedad nos encontramos con varias conductas que atentan 
contra la población más vulnerable de ella, los NNA; cada una de estas problemáticas tienen 
una relevancia social y unas consecuencias particulares que deben analizarse 
pormenorizadamente, no obstante, como objetivo de este trabajo se recalca la 
trascendencia de la violencia sexual ejercida por los padres sobre sus hijos y aunque uno 
de los grandes errores de la atención a las víctimas ha sido convertirlas en un número más 
de las tantas y no como una persona o NNA con unas necesidades especiales, iniciaremos 
conociendo las estadísticas de las entidades estatales competentes en esta materia, 
insistimos, no para verlas solo como un número, pero si para reconocer la magnitud de lo 
que está sucediendo en nuestro país. 
 
Para ello, a continuación describiremos con la información proporcionada por el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF respecto a los NNA víctimas de violencia sexual 









REPORTE NACIONAL DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES VICTIMAS DE 
VIOLENCIA SEXUAL QUE INGRESARON A PROCESO ADMINISTRATIVO DE 
RESTABLECIMIENTO DE DERECHOS Y EL PARENTESCO DEL AGRESOR ES 
PADRE O MADRE, EN EL PERIODO 2011 A 2017 (ENERO) 
 
 PERIODO TOTAL 
2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 
TOTAL GENERAL 513 437 331 240 379 577 88 2.565 
Fuente. Sistema de Información misional SIM del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar. 
 
Como se refleja en el Sistema de Información de esta institución, en los últimos 6 años más 
de 2500 menores de edad han sido reportados al ICBF por violencia sexual ejercida por sus 
padres. Esta cifra es alarmante, y solo es un sub registro, en la medida en que muchos 
casos de violencia sexual que ocurren en los hogares no son denunciados, puesto que una 
de las principales características de la violencia sexual ejercida contra los NNA, es la 
incapacidad de comunicar los actos de los que son víctimas, por miedo o por sentimiento 
de culpa frente a sus relaciones sociales4. 
 
Ahora bien, es preciso mencionar que las cifras anteriormente plasmadas reflejan 
únicamente los eventos en los que se activó el procedimiento administrativo de 
restablecimiento de derechos por parte de Defensorías de Familia del ICBF, sin que haya 
certeza frente a los casos que se han presentado ante las Comisarías de Familia, debido a 
la inexistencia de vinculación de estas Autoridades, al sistema de Información Misional – 
SIM del ICBF5 ni a otro sistema Estatal, lo cual consideramos una problemática y un vacío 
en las políticas públicas de nuestro país, ya que en este tiempo de tecnología no debería 
                                                 
4 GUZMÁN GONZALEZ, Patricia, et al. El incesto, desde la perspectiva psicojuridica. Una mirada holística del 
delito para un tratamiento penitenciario eficaz. Colombia: Ediciones universidad simón bolívar, 2014, pág. 97. 
5 Al respecto, se indagó en la Dirección de Protección del ICBF sobre el cumplimiento del artículo 77 de la Ley 
1098 de 2006, el cual relaciona la obligación del ICBF de contar con un Sistema de información que cuente con 
todas las medidas de restablecimiento de derechos a favor de los NNA, ante lo cual informan , que si bien 
es cierto el ICBF cuenta con el Sistema de Información Misional SIM, actualmente se registra de manera idónea 
únicamente por parte de los Defensores de Familia, toda vez que no ha sido posible que los Comisarios de 
Familia accedan a este sistema, ya que, al pertenecer al ente territorial, se dificulta la articulación con cada uno 




existir esta omisión de información, ya que afecta el diagnostico en las problemáticas de las 
familias colombianas, lo cual es indispensable para hacer cambios trascendentales. 
 
Finalmente, es importante reiterar que con independencia del número de casos que se 
reporten por el flagelo de la violencia sexual de padres contra hijos menores de edad, lo 
realmente sensible es que la afectación de sus derechos amerita una respuesta jurídica 
eficaz, eficiente e integral, en la que todas y cada una de las entidades que hacen parte del 
Sistema Nacional de Bienestar Familiar, deben sumar esfuerzos para hacer efectivos los 
derechos del menor de edad conforme la constitución política y los tratados internacionales. 
 
6.1. La violencia sexual, conociendo esta problemática social  
 
Para nadie es un secreto que en los últimos tiempos  la violencia sexual en contra de NNA 
ha llamado el interés de investigadores de diferentes disciplinas que buscan abordar esta 
problemática y dar respuestas a los interrogantes que surgen en torno a esta conducta; 
Muchos de ellos se han arriesgado a definir lo que puede entenderse por violencia sexual. 
Para mayor ilustración, consideramos importante traer a colación varias concepciones con 
las cuales podemos recoger elementos de gran importancia. 
 
Para iniciar, la sociedad internacional para la prevención de los niños abusados y 
maltratados define la violencia sexual como la implicación de un niño o de un adolescente 
menor en actividades sexuales ejercidas por los adultos y que buscan principalmente la 
satisfacción de éstos, siendo los menores de edad inmaduros y dependientes y por tanto 
incapaces de comprender el sentido radical de estas actividades ni por tanto de dar su 
consentimiento real. Estas actividades son inapropiadas a su edad y a su nivel de desarrollo 
psicosexual y son impuestas bajo presión, por la violencia o la seducción, y transgreden 
tabúes sociales en lo que concierne a los roles familiares. 
 
Por su parte, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar señala que la violencia sexual 
se traduce en “cualquier acto u omisión orientado a vulnerar el ejercicio de los derechos 
humanos, sexuales o reproductivos, dirigidos a mantener o solicitar contacto sexual, físico 
o verbal o a participar en interacciones sexuales mediante el uso de la fuerza o la amenaza, 




cualquier otro mecanismo que anule o limite la voluntad personal de decidir acerca de la 
sexualidad o la reproducción”6. 
 
El informe mundial sobre la violencia y la salud de la Organización Mundial de la Salud 
define que “la violencia sexual abarca el sexo bajo coacción de cualquier tipo, incluyendo 
el uso de la fuerza física, las tentativas de obtener sexo bajo coacción, la agresión mediante 
órganos sexuales, el acoso sexual incluyendo la humillación sexual, el matrimonio o 
cohabitación forzados, incluyendo el matrimonio entre menores, la prostitución forzada y 
comercialización de mujeres, el aborto forzado, la denegación del derecho de hacer uso de 
la anticoncepción o adoptar medidas de protección contra enfermedades y los actos de 
violencia que afecten a la integridad sexual de las mujeres tales como mutilación genital 
femenina y las inspecciones para comprobar la virginidad”7. 
 
Finalmente, consideramos importante traer a colasión la definición que señala la violencia 
sexual como” toda aquella actividad sexual que un adulto impone, sea con engaños, 
chantaje o fuerza, a una persona que no tiene la madurez mental o física para entender de 
lo que se trata. El abuso sexual es cometido por alguien que tiene dominio sobre otra 
persona, ya sea porque tiene más fuerza, jerarquía o está en una situación que le da poder; 
tutor, profesor, jefe, padre, tío, etc. En la mayoría de los casos, el abusador-a es una 
persona conocida, del propio entorno, o de la familia; precisamente, muchos aprovechan la 
situación de confianza para abusar, se valen del afecto, la confianza y el acceso desprovisto 
de sospechas que tiene con relación a su víctima, siendo inadvertida la agresión que se 
ejerce8. 
 
                                                 
6 INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR. Lineamiento Técnico para el programa especializado de 
atención: niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia sexual con sus derechos amenazados, inobservados 
o vulnerados. Op.cit., p.4. 
7 CORPORACIÓN HUMANAS-CENTRO REGIONAL DE DERECHOS HUMANOS Y JUSTICIA DE GÉNERO 
Situación en Colombia de la Violencia Sexual Contra las Mujeres.. 2009. Bogotá. Documento realizado en el 
marco del Proyecto Estrategia integral de incidencia a favor de las mujeres víctimas de violencia sexual en 
Colombia, financiado por la Agencia Extremeña de Cooperación Internacional para el Desarollo - Junta de 
Extremadura / Convocatoria 2008. Proyecto que se realiza en coordinación con Fundación Mujeres de España. 
Visto en  
http://www.humanas.org.co/archivos/Situacion_en_Colombia_de_la_violencia_sexual_contra_las_mujeres.pdf.  
8 GALDOS, Susana. Mi cuerpo mi territorio: pautas de prevención del abuso sexual hacia los niños y las niñas.. 




Con estas descripciones resulta claro determinar que la violencia sexual es un maltrato 
infantil, en los términos del Código de la Infancia y Adolescencia en donde se enlista las 
diferentes conductas que implican el maltrato y dentro de las cuales se pueden resaltar la 
humillación, el abuso físico y psicológico, la explotación sexual, incluidos los actos sexuales 
abusivos y la violación9. Este acto de aprovechamiento de poder y de confianza vulnera 
flagrantemente tanto la integridad personal de un NNA, su estabilidad emocional, su salud 
y hasta su propia vida. 
 
Ahora bien, la violencia sexual puede ser ejercida de varias formas, toda vez que debe 
quedar claro que no solo el acceso carnal violento, es decir, la penetración del miembro 
genital del hombre en el de la víctima, resulta ser una violencia sexual, ya que entre más 
se realizan investigaciones más tendencias aberrantes en contra de la integridad física se 
conocen, razón por la cual algo que deben conocer especialmente las familias y las 
autoridades competentes, es que cualquier manifestación de los NNA que implique un 
asalto a su ingenuidad para favorecer los delirios sexuales de su padre o cualquier persona, 
debe ser atendida y no puede minimizarse su afectación. 
 
Ahora bien, la “clasificación” de los tipos de violencia sexual actualmente está siendo 
revaluada por las entidades estatales, teniendo en cuenta las investigaciones de 
organizaciones privadas nacionales e internacionales y expertos en el tema, frente a las 
formas de presentarse la violencia, sin embargo, las que a continuación se desarrollaran 
nos pueden brindar información básica para conocer las principales manifestaciones de 
esta conducta: 
  
a) Abuso sexual: Es considerado por la Organización Mundial de la Salud como:                      
“la utilización de un niño o una niña en una actividad sexual que no comprende, para la cual 
no está en capacidad de dar su consentimiento, o no está preparado evolutivamente”10.  
 
                                                 
9 CÓDIGO DE LA INFANCIA Y LA ADOLESCENCIA, Ley 1098 de 2006, artículo 18. 
10 INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR. Lineamiento Técnico para el programa especializado de 
atención: niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia sexual con sus derechos amenazados, inobservados 




 El abuso sexual ejercido sobre los NNA se puede diferenciar de otras tipologías en tres 
aspectos: 
 
“1. El abuso sexual infantil sucede en la mayoría de los casos sin violencia física, pero sí 
emocional. Se emplea la manipulación y el engaño, o la amenaza y el soborno. 
 
2. Los niños, sobre todo los más pequeños viven el abuso con sorpresa, como algo 
ocasional, no intencionado, casi accidental puesto que para ellos es impensable que ocurra 
otra cosa. Poco a poco, irán percibiendo el abuso como algo más intrusivo e intencional. Al 
principio es difícil que se den cuenta de lo que está ocurriendo, por lo que es muy difícil la 
revelación. 
 
3. La victimización del niño en el abuso sexual es psicológicamente dañina, socialmente 
censurable y legalmente sancionable. Sin embargo, el componente sexual de esta forma 
de maltrato hace que su detección, la revelación e incluso la persecución de este tipo de 
delitos sea mucho más difícil”11. 
 
     b. Violación / Asalto Sexual: Se refiere cuando el autor haya invadido el cuerpo de una 
persona mediante una conducta que haya ocasionado la penetración, por insignificante que 
fuera, de cualquier parte del  cuerpo de  la  víctima  y/o  del autor  con  un  órgano  sexual  
por el orificio anal o vaginal  de la víctima con un objeto u otra parte del cuerpo; y que la 
invasión haya tenido lugar por la fuerza,  mediante  la  amenaza  de  la  fuerza , mediante 
coacción,  como  la  causada  por  el  temor  a  la  violencia,  la  intimidación,  la  detención,  
la  opresión psicológica , el  abuso  de  poder,  contra  esa  u  otra persona o aprovechando 
un entorno de coacción, o se haya realizado contra una persona incapaz de dar su libre  
consentimiento12. 
c) Explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes: Incluye la utilización 
de niños, niñas o adolescentes en actividades sexuales con remuneración en dinero o en 
                                                 
11 DEZA VILLANUEVA, Sabina. Factores protectores en la prevención del abuso sexual infantil. Liberabit 
[online]. 2005, vol.11, n.11 [citado  2014-09-13], pp. 19-24. Disponible en: 
<http://pepsic.bvsalud.org/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1729-8272005000100003&lng=pt&nrm=iso>. 
ISSN 1729-4827,.p.20. 
12 CORTE PENAL INTERNACIONAL, Elementos de los Crímenes, U.N. Doc. PCNICC/2000/1/Add.2 (2000). 




especie, bien sea a la víctima, a un tercero o terceros. Las diferentes modalidades de 
explotación sexual son13 la prostitución, la pornografía, el matrimonio o uniones serviles y 
la trata de personas con fines de explotación sexual:  
 
d) Explotación sexual de niños, niñas y adolescentes por grupos armados 
organizados al margen de la ley: Cuando mediante presiones o reclutamiento forzado o 
inducido, una persona menor de 18 años es obligada a sostener relaciones sexuales con 
integrantes de grupos armados. 
 
En este punto y para concluir con este breve panorama sobre las clases de la violencia 
sexual que se pueden cometer en contra de un niño, es importante entender que sin lugar 
a dudas la tipología de conductas que componen la violencia sexual hacia menores de edad 
permiten evidenciar que existe un catálogo criminal muy amplio para la laceración de los 
derechos de los niños. 
 
6.2 La violencia sexual incestuosa, sus causas y las principales consecuencias 
psicológicas en los niños, las niñas y adolescentes. 
 
La violencia sexual por si sola es un acto que merece todo el deprecio de la sociedad, pero 
aún más, cuando estos casos ocurren dentro de la familia, la cual, lastimosamente, en 
muchas ocasiones se convierte en uno de los escenarios predilectos para el victimario; es 
inaudito que los niños carguen bajo sus hombros no solo la tarea de protegerse ellos 
mismos, sino además de protegerse de sus propios padres14. 
 
Esta acción denigrante se denomina incesto y varios autores coinciden y han manifestado 
que “es un término sociocultural que hace referencia a las relaciones sexuales entre 
                                                 
13 INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR. Lineamiento Técnico para el programa especializado de 
atención: niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia sexual con sus derechos amenazados, inobservados 
o vulnerados. Op.cit.,p 13. 
14 JORDAN, N. H. Sexual Abuse prevention programs in early childhood education: A caveat. Young Children, 




individuos cercanamente relacionados social o genéticamente”15, así como, que 
“comprende el trato sexual realizado entre padre e hijo o entre hermanos”16.  
 
Al respecto, la Corte Constitucional en el análisis que realizó para decidir sobre la 
constitucionalidad de la penalización del incesto, estableció que las relaciones incestuosas 
pueden afectar la institución familiar, razón por la cual, considera que penalizando esta 
conducta “se persigue la protección de bienes constitucionalmente tutelados como la familia 
- y cada uno de sus miembros -, e instituciones sociales - como los sistemas de parentesco 
-  de innegable importancia.”, así mismo, ha expuesto que “la práctica del incesto está 
asociada a una cadena de daños que se ciernen sobre la sociedad y los individuos, lo que 
confirma la idea de que la sociedad y el Estado sí están concernidos por esta conducta 
sexual y que, por consiguiente, sus regulaciones en principio no pueden entenderse como 
injerencias abusivas en un campo que es propio del sujeto autónomo y de su vida privada”17. 
 
Cuando un padre violenta sexualmente a su hijo utiliza la autoridad parental para obligarlos 
a realizar conductas sexualizadas “es una traición de la confianza y un uso indebido del 
poder”18, pues aquella figura que debiera significar protección, seguridad, afecto y 
contención, es de quien provienen los ataques, las amenazas, la degradación, afectando 
uno de los pilares más importantes de la sociedad: la familia. 
 
Dentro de los estudios que se han realizado, se han enumerado ciertas características 19de 
la violencia sexual intrafamiliar, que permiten tener un pequeño panorama de la dimensión 
del problema frente al que nos encontramos: 
 
En primer lugar, encontramos la invisibilidad, ya que como se ha señalado, muchos de los 
casos nunca son denunciados, toda vez que el padre mediante engaños y presión, logra 
                                                 
15 INSTITUTO NACIONAL DE MEDICINA LEGAL Y CIENCIAS FORENSES. Revista: Dictámenes sexológicos. 
El incesto, más allá de lo social. Estudio de CASTILLO AMÉZQUITA, María Ignacia. 2005., p. 152. 
16 PABON PARRA, Pedro Alfonso. Delitos contra la Familia. 2da Edición. Bogotá, D.C: Ediciones Doctrina y Ley 
LTDA, 2004, .p. 415. 
17 CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-404 de 1998, M.P. Carlos Gaviria Diaz y Eduardo Cifuentes Muñoz 
18 - LAMMOGLIA, Ernesto. Abuso sexual en la Infancia, como prevenirlo y superarlo. 1era Edición. México: 
Editorial De bolsillo, 2006,. p. 20. 
19 FUENTES, Gabriela. Abuso sexual infantil intrafamiliar-El abordaje desde el Trabajo social y  la necesidad de 
una mirada interdisciplinaria. Tesis de Maestría de Licenciatura en Trabajo Social de la Universidad Nacional 




que el niño esconda el horror que padece en su hogar, esto ligado con la complicidad a la 
que termina accediendo el niño, ya que se utilizan métodos persuasivos para hacer sentirlos 
avergonzadas, con culpas y responsables de lo que está sucediendo. 
 
Es un delito tramposo porque los mismos métodos persuasivos que usa con la victima los 
ponen en práctica ante jueces, funcionarios, con el resto de la familia y con la comunidad, 
haciéndose pasar por el padre ejemplar incapaz de poder atentar contra su propio hijo. 
 
Así mismo, es complejo, porque para su estudio se requiere de la intervención de saberes 
interdisciplinarios: legal, médico, social, psicológico, sociológico, antropológico.  
 
Por estas características, encontramos que algunos niños que son violentados sexualmente 
por sus padres, pueden desarrollan ciertos tipos de comportamientos para poder sobrevivir 
ante esta adversidad, que funcionan como verdaderas técnicas de supervivencia20.  
 
Algunos niños ya no tienen fuerzas para quejarse ni para defenderse, pierden la esperanza 
y por ello, terminan acomodándose a esta experiencia traumática, a esto se le denomina 
“síndrome de acomodación”. 
 
Como observamos, es lamentable que nuestros niños tengan que estar padeciendo este 
miedo constante, que se terminen acostumbrando y aún peor, que ya no identifiquen si esto 
es lo malo, o lo normal, ya que si se supone que los padres son lo que nos muestran el 
mundo, nos orientan y nos protegen, no es extraño esta actitud de permisividad ante las 
acciones de esta figura paterna. 
 
Finalmente, cabe la pena resaltar que las afectaciones que genera esta aberración, no solo 
impacta individualmente al niño como lo veremos más adelante, sino también a todos los 
miembros de la familia, teniendo consecuencias emocionales para todo el sistema familiar. 
 
 
                                                 
20 PODESTA Marta del Carmen y ROVEA Ofelia Laura. “Abuso Sexual infantil intrafamilar”. Un abordaje desde 





6.2.1 Causas que generan la violencia sexual de padres a hijos. 
 
Nunca se podrá justificar el por qué un padre puede violentar sexualmente a su hijo y menos 
aún debería pensarse que el restablecimiento de los derechos del niño o incluso la sanción 
penal, puedan depender de la excusa o argumento que el victimario exponga, sin embargo, 
no descartamos la importancia de conocer algunas nociones o conceptos que manejan 
autores o investigadores frente a las causas que posiblemente originan estas aberraciones, 
lo cual sirve mucho para los trabajos y estrategias de prevención, que aunque no sea objeto 
de este trabajo, es interesante enunciarlas brevemente. 
 
En primer lugar encontramos la explicación cultural de la violencia sexual incestuosa que 
se supedita a múltiples factores, entre los cuales es fácil observar la cultura “cosificadora” 
de los padres respecto a sus hijos, en virtud de la que se sostiene que, “en muchas culturas 
se cree la idea de que los hijos son propiedad de los padres, estos se creen con el derecho 
de hacer cualquier cosa con ellos, inclusive de distorsionar su pensamiento de que puede 
hacer con ese niño lo que quiera y es válido tener deseo sexual y tener relaciones con ellos. 
En algunos casos existen las creencias de que tener relaciones sexuales con un menor de 
edad rejuvenecía o sanaba enfermedades”21. 
 
Siguiendo con esta misma línea, se ha identificado que muchos casos en donde se presenta 
esta conducta provienen de familias patriarcales en donde no existe respeto por la 
individualidad, la intimidad y la privacidad de sus miembros; se descalifica al menor de edad 
y no se cree en su palabra; estos actos son realizados por hombres que buscan reafirmar 
no sólo su masculinidad “sino también una dominación que se ha heredado como legado 
del patriarcado que ha generado la sociedad que tenemos y que aunque viene dando 
cambios paulatinos aun carga el lastre de sus vestigios y rezagos en este momento”22. 
 
Existen otros factores externos asociados indirectamente a la situación de abuso sexual 
intrafamiliar, entre los cuales llama la atención el abuso sexual vivenciado por alguno de los 
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progenitores, de allí que uno de ellos sea el victimario o el otro la persona que guarda el 
secreto, o se resiste a reconocer la situación aunque sea evidente ante sus ojos.23 
 
Con este último factor nos surge una reflexión, y es hasta donde una inadecuada o nula 
atención terapéutica pueden llevar a que una de las consecuencias psicológicas de la 
violencia sexual, sea replicarla con sus propios hijos. Desde este punto, empezamos a 
observar que los esfuerzos que se realizan para restablecer los derechos no solo deben 
tener como objetivo al individuo que acaba de padecer este flagelo, sino además se requiere 




6.2.2 Principales Consecuencias Psicológicas 
La violencia sexual que ocurre al interior de la familia “representa un problema de 
considerables proporciones, tanto en términos epidemiológicos, como en término de las 
consecuencias psicológicas y sociales que trae consigo”24.  
 
 “La mente de los niños y las niñas no funciona igual que la de los adultos; el desarrollo 
cognitivo que permite la comprensión de los alcances de la sexualidad se da conjuntamente 
con los cambios físicos normales hasta alcanzar el grado de madurez al inicio de la vida 
adulta. Cuando el niño, niña o adolescente vive una agresión sexual, se altera la 
identificación con el adulto; éste pasa de protector a agresor, esta situación propicia 
desconfianza y debilitamiento en la capacidad de vinculación afectiva. La violencia sexual 
impide que el menor integre las imágenes parentales y su propia imagen, su cuerpo y su 
sexualidad como algo grato y fuente de bienestar”25. 
 
Como se observa, estas consecuencias psicológicas de la violencia sexual intrafamiliar 
suelen ser más traumáticas, “ya que para el niño suponen además sentimientos 
                                                 
23 Ibidem, p. 28. 
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contradictorios en cuanto a la confianza, la protección, y el apego que esperamos y 
sentimos con relación a nuestros propios familiares”26. 
 
Es preciso aclarar que “el trauma es el resultado de un acontecimiento al que la persona no 
encuentra significado, y que experimenta como algo insuperable e insufrible (…) altera el 
desarrollo cognitivo y emocional de la víctima, distorsionando su auto concepto, la vista del 
mundo y las habilidades afectivas”27. Los síntomas más comunes del trauma son el 
insomnio, la depresión, recuerdos del pasado y sueños con evocación de lo ocurrido. 
 
Ahora bien, debemos recalcar que es imposible determinar herméticamente como los seres 
humanos reaccionamos ante un suceso traumático, por esta razón las consecuencias 
psicológicas de una violencia sexual de padre a hijo pueden variar de un niño a otro y 
dependen de varios factores, por la cual, es importante no estigmatizar a las víctimas y no 
creer que siempre van a actuar de una forma u otra por haber sido violentados sexualmente. 
 
En este sentido y retomando lo volátil que pueden resultar las reacciones de un menor de 
edad frente a este tipo de violencia, en primer lugar es importante resaltar que las 
consecuencias psicológicas, especialmente a largo plazo, dependen de varios factores, 
entre ellos: la madurez psicológica que tenga el menor de edad en el momento en que fue 
violentado, el tratamiento oportuno que se le pueda llegar a brindar, la recurrencia de la 
violación, el tipo de vínculo del niño con su progenitor, así como las circunstancias y 
reacciones que tuvieron sus redes de apoyo en el momento de informar la situación por la 
que estaba enfrentando. 
 
En este sentido, en varios estudios, especialmente de la Red de Revistas Científicas de 
América Latina, el Caribe, España y Portugal – Redalyc ORG, se refleja que las 
consecuencias psicologicas se presentan  a corto y a largo plazo28 y por lo general se 
clasifican “los síntomas en cinco (5) categorías: Problemas emocionales, problemas 
                                                 
26 DEZA VILLANUEVA, Sabina. Op.cit.,p. 20. 
27 Ibíd., p. 20. 
28 Pereda Beltran, Noemí. CONSECUENCIAS PSICOLÓGICAS A LARGO PLAZO DEL ABUSO SEXUAL 
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cognitivos, problemas de relación, problemas funcionales y problemas de conducta”29 que 
se manifiestan en trastornos de la personalidad como alcoholismo, adicción a sustancias 
psicoactivas y ejecución de conductas delictivas, aparte de graves problemas en el ajuste 
sexual. 
 
Los factores mencionados y las consecuencias psicológicas han sido analizados desde la 
psicología y la psiquiatría en donde se han desarrollado teorías y estudios bastantes 
interesantes, sin embargo, no vamos a profundizar en ellos con la terminología científica, 
pero si vamos recoger las grandes conclusiones que pueden permitirnos conocer un 
panorama de las implicaciones que conlleva esta violencia en el desarrollo del niño y su 
desenvolvimiento en la sociedad: 
 
o Confusión, tristeza, irritabilidad, ansiedad, miedo, impotencia, culpa, autorreproche, 
vergüenza, estigmatización, estrés postraumático.  
o Dificultad tanto en las relaciones de apego como déficit en las habilidades sociales, 
aislamiento social, desconfianza hacia todos, o a veces, hacia personas del sexo 
del agresor.  
o  Baja auto-estima, impulsividad, trastornos del sueño o de la alimentación, miedo, 
problemas escolares, fugas del hogar, depresión, labilidad, conductas 
autodestructivas y/o suicidas, etc. 
o Los NNA víctimas de abuso pueden convertirse en potenciales agresores. 
o Suelen manifestar conductas hipersexualizadas como la masturbación compulsiva, 
conductas seductoras, o un exceso de curiosidad por los temas sexuales.  
o Se manifiesten más agresivos o se conviertan en abusadores de otros niños.  
 
Como se observa, las consecuencias de la violencia sexual de padres sobre sus hijos, 
tienen un alto grado de afectación en la psiquis del niño, que implica problemas sociales y 
de comportamiento, generando un impacto negativo en la sociedad y en la familia, ya que 
lamentablemente algunos menores de edad tendrían el perfil para acrecentar futuras 
cadenas de violencia. Es por ésta razón, que el tratamiento o el apoyo que se brinde a las 
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víctimas debe ser idóneo, para buscar que estos efectos no se agudicen y por el contrario 
se logre disminuirlos o en los casos más optimistas, erradicarlos. 
 
Abordando un poco más sobre la responsabilidad directa del tratamiento psicológico para 
los NNA víctimas de violencia sexual, es preciso resaltar que legalmente le corresponde al 
sector salud, quienes son los encargados de la atención terapéutica necesaria, hasta lograr 
su recuperación y estabilidad emocional. 
 
Esta remisión está sustentada en la competencia del sistema general de seguridad social 
para la rehabilitación física y mental de las personas que tienen estas afectaciones, según 
lo establece la Ley 1438 de 2011, los acuerdos 029 de 2011 y 030 de 2012 de la Comisión 
de Regulación en Salud, la Resolución 459 de 2012 del Ministerio de Salud y según puede 
evidenciarse en el concepto técnico de la Oficina Asesora Jurídica del ICBF, radicado 
001246 del 5 de febrero de 2013. 
 
La Ley 1438 de 2011, estableció una atención preferente y diferencial para la infancia y la 
adolescencia en la cual se indica que la rehabilitación física y mental de los NNA víctimas 
de violencias física y sexual es totalmente gratuita, garantizando la atención integral para 
cada caso, hasta que se certifique medicamente la recuperación de las víctimas.30 
  
De acuerdo al protocolo y modelo de atención integral en salud para las víctimas de 
violencia sexual expedido por el ministerio de salud y protección social por medio de la 
Resolución 459 de 2012, el sector salud desarrolla la atención terapéutica a las víctimas de 
violencia sexual, desde la atención en crisis por urgencias, hasta la atención ambulatoria 
por consulta externa.  
 
Conociendo las obligaciones del sector salud, es importante conocer que sin perjuicio de 
estas competencias, el ICBF también cuenta con modalidades encargadas de brindar la 
atención terapéutica correspondiente y cuando la autoridad administrativa, en el marco del 
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PARD, lo considere. Para estas modalidades, cuenta con operadores que tienen la 
experticia de realizar la atención terapéutica integral de los NNA víctimas de abuso sexual.  
 
Todas las acciones que el Estado realice para el restablecimiento de los derechos de los 
niños, niñas y adolescentes son válidas e indispensables, pero es más importante que las 
responsabilidades de cada entidad, se asuman con el profesionalismo suficiente y la 
atención oportuna, ya que de nada vale si tenemos muchas obligaciones en el papel pero 
en la práctica aún no se materializan. Lo anterior, toda vez que existen muchas quejas 
recurrentes frente a la falta de atención de las EPS en la atención terapéutica y como 
observamos en este capítulo, lo más importante es una atención idónea para evitar las 
consecuencias psicológicas a largo plazo. 
 
 
7. Protección legal en Colombia frente a la violencia sexual cometida por los padres 
sobre sus hijos. 
 
Las conductas humanas que constituyen una vulneración, amenaza o inobservancia en 
contra de los derechos de los NNA, tales como la violencia sexual, requieren de la 
intervención activa del Estado, que deberá desplegar todas las actuaciones necesarias para 
prevenir y restablecer los derechos de los menores de edad; pero es importante resaltar 
que las acciones que se desarrollen al respecto, deben ser idóneas, eficaces y 
especialmente integrales, es decir, deben orientarse a restaurar todos los derechos que han 
sido conculcados. 
  
Como se ha anotado, una de las conductas que requiere especial atención es la violencia 
sexual cometida por los padres sobre sus hijos, atención que no solo debe centrase en la 
sanción penal en contra del victimario, sino que debe abarcar las medidas orientadas a 
resarcir el daño psicológico que tal situación genera en el menor de edad, al ser un sujeto 
de especial vulnerabilidad y que requiere de una protección reforzada, más cuando ni 
siquiera en el seno de la familia, como núcleo esencial de la sociedad, tal y como la califica 
el artículo 42 de La Constitución Política de 1991, es posible el resguardo de sus garantías, 




debe realizarse en forma oportuna y con criterio de calidad, a efectos que el tratamiento 
que se ofrece no haga más gravosa la situación que se presenta, como suele ocurrir.   
 
Conforme lo anterior y atendiendo a la frecuencia con que ocurre la afectación de los 
derechos de menores de edad por situaciones de violencia sexual, en las que el agente 
vulnerador es uno de los padres  y siendo necesario, contar con criterios útiles que permitan 
hacerle frente a este tipo de flagelos en aras de prevenir su ocurrencia o de enfrentarlos 
con la mayor eficacia, una vez ocurridos, a continuación se presentan los principios 
transversales que el Estado Colombiano determinó para que sean observados por la 
familia, la sociedad y el Estado respecto de NNA a efectos de garantizar las condiciones 
necesarias para proteger sus derechos. 
 
Así mismo, en cumplimiento a estos principios, se han desarrollado diferentes 
procedimientos legales y determinados autoridades administrativas para que propendan 
por el restablecimiento de los derechos de los NNA cuando han sido vulnerados, como se 
desarrollará más adelante. 
 
7.1 Derechos y principios transversales que protegen a los niños, las niñas y 
adolescentes. 
 
El principio general es que todas las personas gozamos de unos derechos que deben ser 
reconocidos por la sociedad y el Estado; sin embargo, debemos ser conscientes que los 
derechos de los NNA requieren de una mayor protección, la cual se justifica en cuanto se 
trata de una población vulnerable y frágil que se encuentra en proceso de formación y como 
tal se hace merecedora de una atención especial. Las razones de esa protección, según ha 
manifestado la Corte Constitucional, son: “i) el respeto de la dignidad humana que, 
conforme a lo previsto en el Art. 1º de la Constitución, constituye uno de los fundamentos 
del Estado Social de Derecho colombiano; ii) su indefensión o vulnerabilidad, por causa del 
proceso de desarrollo de sus facultades y atributos personales, en su necesaria relación 




promisorio para la comunidad, mediante la garantía de la vida, la integridad personal, la 
salud, la educación y el bienestar”31. 
 
En este sentido, es importante resaltar lo expuesto en el artículo 44 de la Constitución 
Política de 1991, en el cual se enmarca el carácter prevalente que tienen los derechos de 
las personas menores de 18 años de edad  y es por esto, que se puede afirmar que es en 
dicha norma en la que se encuentra la base para el desarrollo de los principios y derechos 
trasversales formulados en función de las garantías de los NNA que puedan estar 
involucrados en situaciones que afecten su integridad física, emocional y psicológica, como 
puede ser la ocurrencia de violencia sexual por parte de uno de los padres. 
 
Así pues, se tiene que son derechos fundamentales enunciados en el artículo 44 antes 
mencionado los siguientes: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la 
alimentación equilibrada, el tener un nombre y una nacionalidad, el tener una familia y no 
ser separado de ella,  el cuidado y el amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre 
expresión de la opinión; estos derechos, de cara a la normatividad actual sobre infancia y 
adolescencia, en particular la Ley 1098 de 2006, se encuentran inmersos en los principios 
fundantes del tratamiento de las garantías de NNA, correspondientes a los de protección 
integral, interés superior, prevalencia de derechos y corresponsabilidad, criterios todos, que 
buscan la generación de las condiciones necesarias para el buen resguardo de las 
garantías fundamentales de NNA.  
 
De lo indicado, surge como necesario definir qué se entiende por protección integral, interés 
superior, prevalencia de derechos y corresponsabilidad a efectos de comprender como 
debieran materializarse dichos principios, en situaciones como la de violencia sexual de 
padres sobre hijos. 
 
Al respecto, es importante precisar que estas concepciones están desarrolladas en el 
Código de Infancia y Adolescencia, en donde se expone que la protección integral de los 
NNA es el reconocimiento de ellos como sujetos de derechos, la garantía y cumplimiento 
de los mismos, la prevención de su amenaza o vulneración y el restablecimiento de sus 
                                                 




derechos. La protección integral se materializa en el conjunto de políticas, planes, 
programas y acciones que se ejecuten en los ámbitos nacional, departamental distrital y 
municipal con la correspondiente asignación de recursos financieros, físicos y humanos32. 
 
A su vez, señala que el interés superior es la obligación de todas las personas a garantizar 
la satisfacción integral y simultánea de todos los Derechos Humanos de los NNA, que son 
universales, prevalentes e interdependientes33. 
 
De este modo, el interés superior del niño presupone que el Estado, la sociedad y la familia 
tienen el deber de velar por la garantía del cumplimiento de todos sus derechos, “los cuales, 
son universales, prevalentes e interdependientes, esta directriz consagrada en la 
normatividad nacional e internacional de infancia y adolescencia, y en la jurisprudencia de 
las altas cortes, es un imperativo a aplicar por la familia, la sociedad y el Estado en todas 
las actuaciones en las que se encuentren en juicio derechos de NNA”34. 
 
Respecto a la prevalencia de derechos,  consiste en que en todo acto, decisión o medida 
administrativa, judicial o de cualquier naturaleza que deba adoptarse en relación con los 
niños, las niñas y los adolescentes, prevalecerán los derechos de estos, en especial si 
existe conflicto entre sus derechos fundamentales con los de cualquier otra persona. En 
caso de conflicto entre dos o más disposiciones legales, administrativas o disciplinarias, se 
aplicará la norma más favorable al interés superior del niño, niña o adolescente35. 
 
Finalmente, frente a la corresponsabilidad, se resalta que es la concurrencia de actores y 
acciones conducentes a garantizar el ejercicio de los derechos de los niños, las niñas y los 
adolescentes. La familia, la sociedad y el Estado son corresponsables en su atención, 
cuidado y protección36. 
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Sumado a lo anterior, la conferencia especializada sobre derechos humanos, celebrada en 
noviembre de 1969, en virtud de la que se suscribió el pacto de San José de Costa Rica, 
propugnó por el compromiso de los Estados partes (entre ellos Colombia) de velar por la 
implementación de medidas políticas de carácter democrático y por la prevalencia de los 
derechos humanos, aplicables todos a NNA. Esta normatividad indicó en su artículo 19, 
que: “Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor 
requiere por parte de su familia, de la sociedad y del Estado”. 
 
De forma que a nivel internacional se estableció igualmente, la corresponsabilidad como 
una garantía de protección de derechos del menor37 y el compromiso de los signatarios de 
adoptar políticas públicas que desarrollaran esos compromisos. 
 
Frente a las disposiciones internacionales que versan sobre derechos de los NNA, a más 
de lo ya mencionado en el apartado del principio de corresponsabilidad, debe aclararse que 
no puede expresarse una lista que agote los derechos de estos sujetos, pues son varios los 
instrumentos internacionales que propenden por la promoción, protección y defensa de los 
derechos de los NNA y que por su naturaleza jurídica, ingresan al orden interno vía bloque 
de constitucionalidad, y constituyen verdaderas normas jurídicas.  
 
Al respecto, la Corte Constitucional se ha referido a los instrumentos que subyacen en el 
ordenamiento vía bloque de constitucionalidad exponiendo “que forman parte del bloque de 
constitucionalidad, los instrumentos internacionales ratificados por Colombina, que 
garantizan y reconocen derechos humanos en favor de los niños y las niñas. Entre otros, 
esta Corporación ha señalado los siguientes instrumentos internacionales: la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
-integrado a la legislación interna mediante la Ley 74 de 1968, la Convención de las 
Naciones Unidas de 1989, sobre los derechos del niño, ratificada por Colombia mediante la 
Ley 12 de 1992, el Convenio relativo a la protección del niño y a la cooperación en materia 
de adopción internacional, hecho en La Haya, el 29 de mayo de 1993 (Ley 265 de 1996), la 
Declaración de Ginebra sobre Derechos del Niño, la Convención Americana sobre 
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Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica aprobado mediante la Ley 16 de 
1972, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales -Ley 74 de 
1968- y el Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
materia de derechos económicos, sociales y culturales "protocolo de San Salvador", 
aprobado por Colombia mediante Ley 319 de 199638”. 
 
De lo anterior, se desprende que los convenios, tratados y compromisos internacionales 
establecen la reparación integral de los derechos de los NNA cuando quiera que se vean 
afectados, la prohibición de victimizarlos y el aseguramiento de la vigencia plena de sus 
intereses, todos enunciados como parámetros legislativos de ineludible observancia en 
materia de prevención, garantía y restablecimiento de derechos de NNA. 
 
Lo mencionado implicaría, que sobre la base del reconocimiento de los NNA como sujetos 
titulares derechos, por vía de instrumentos jurídicos de rango internacional o nacional, todos 
los actores: la familia, la sociedad y el Estado, deberán concurrir para garantizar 
permanentemente sus derechos, de tal suerte que, en el marco de la posible violencia 
sexual de padres sobre sus hijos, deberá denunciarse la situación y brindarse la atención 
esperada en términos de oportunidad, calidad y calidez por parte de las instituciones 
encargadas de ella, ante lo que se estaría concretando la articulación que entre la familia, 
la sociedad y el Estado debe existir para realizar los presupuestos generales de prevención, 
garantía y restablecimiento de derechos de NNA. 
 
Por lo expuesto, este trabajo se basó en una problemática que impacta negativamente a 
una población que ha sido reconocida nacional e internacionalmente como prevalente, 
buscando visualizar si todos estos principios y derechos transversales que se les ha 
reconocido, se han materializado en los casos en donde son víctimas de las conductas de 
violencia sexual al interior de la familia. Especialmente, observando si en los Procesos de 
restablecimiento de derechos, se realizan unas verdaderas valoraciones sobre los derechos 
fundamentales afectados e intervenciones sobre las medidas de restablecimiento de 
derechos idóneas para superar las consecuencias psicológicas de los NNA. 
 
                                                 




7.2 Autoridades competentes, trámites y procesos legales en favor de los niños, 
niñas y adolescentes violentados sexualmente.  
 
Cuando se quiere resaltar una problemática frente a las actuaciones de las autoridades 
administrativas y la normatividad de nuestro país, es indispensable, en primer lugar, realizar 
una contextualización frente a la legislación de nuestro país, conociendo las leyes que 
facultan a las autoridades encargadas del restablecimiento de los derechos de los menores 
de edad, recalcando como son los procedimientos que se han establecido para lograr el 
cometido estatal de la restauración de la dignidad de los NNA, y así mismo, evidenciando 
penalmente como se sanciona al victimario. 
 
7.2.1 Autoridades a quien la ley facultó para adelantar las acciones tendientes a 
restablecer los derechos de los niños, niñas y adolescentes. 
 
Si bien es cierto el principio de corresponsabilidad al que se hace alusión en el artículo 10° 
de la Ley 1098 de 2006 ya tratado, recalca la responsabilidad que tiene toda la sociedad, 
la familia y el Estado en la garantía de los derechos de los NNA, el mismo código facultó a 
unas autoridades específicas para adelantar los trámites administrativos y judiciales por 
medio de los cuales, se busca el restablecimiento de los derechos de los menores de edad 
cuando han sido vulnerados, amenazados o inobservados. 
 
El papel que juegan dichas autoridades, es trascendental para el restablecimiento de los 
derechos de los NNA que han sido violentados sexualmente por sus padres, ya que de sus 
actuaciones profesionales, siempre que sean céleres y eficaces, dependerá el éxito de la 
restauración de la dignidad de los menores de edad como sujetos titulares de derechos. 
 
Dentro de estas autoridades, conforme a lo establecido en los artículos 96 al 98 de la Ley 
1098 de 2006, y el artículo 2.2.4.9.2.1 del Decreto 1069 de 2015, se encuentran los 
Defensores de Familia, los Comisarios de Familia y los Inspectores de Policía, autoridades 
competentes para el restablecimiento de derechos. 
 
Ahora bien, los jueces de familia también cumplen el papel de autoridad competente para 




100 de la Ley 1098 de 2006, las autoridades administrativas no toman decisiones en el  
Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos dentro del término legal, 
debiendo el juez adoptar las medidas que considere más adecuadas para lograr la 
protección integral del menor de edad. 
 
Finalmente, encontramos a las autoridades tradicionales indígenas, quienes son las 
representantes legales de los cabildos que conforman las comunidades indígenas y que se 
encargan de adelantar las actuaciones tradicionales para restablecer los derechos de los 
NNA indígenas, exceptuando aquellos casos en los que la jurisprudencia y la ley han 
dispuesto que la competencia le corresponde a la autoridad administrativa39, por estar 
afectado el derecho a vida, a la integridad personal, al debido proceso y a acciones propias 
de esclavitud. 
 
Teniendo claro cuáles son las autoridades encargadas de adelantar actuaciones tendientes 
al restablecimiento de derechos de NNA, es preciso indicar, que la ley también estableció 
unos criterios para determinar a cuales de estas autoridades administrativas les 
corresponde atender cada uno de los casos de vulneración que se presentan; es así como, 
en el artículo 97 de la Ley 1098 de 2006, está planteado el criterio general de competencia, 
para la atención de los casos de NNA con sus derechos afectados, entre otras cosas, por 
situaciones de violencia sexual perpetrada por uno de sus padres y que consistente, en que 
la autoridad competente, será la del lugar donde se encuentre el niño, niña o adolescente 
y que cuando se encuentre fuera del país, será competente la autoridad del lugar en donde 
haya tenido su última residencia dentro del territorio nacional40.  
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A propósito de lo antes mencionado, es preciso indicar que el lugar donde se encuentre el 
menor de edad en muchas ocasiones puede coincidir con el sitio de domicilio de su familia, 
pero ello no siempre es así, por lo que es importante no confundir ni entender 
automáticamente que la autoridad administrativa competente es la del lugar de residencia 
o domicilio habitual, toda vez que como lo indica la ley, es “en donde se encuentre (…)”, 
ello por cuanto entenderlo de forma distinta, haría nugatoria la posibilidad de obtener la 
atención oportuna requerida a favor del menor de edad, al condicionar que aun cuando el 
NNA se encontrara en un sitio distinto al del domicilio familiar y fuera objeto de una situación 
de afectación de sus derechos, sólo la autoridad de aquel lugar sería la que debiera asumir 
el conocimiento de las actuaciones para garantizarlos, lo cual aun cuando puede en la 
práctica constituir un ejercicio común entre las autoridades antes mencionadas, no obedece 
a un criterio garantista de protección de los derechos de los NNA.  
 
Es así como, frente a este criterio, podemos observar que la autoridad competente para 
restablecer los derechos de los niños violentados sexualmente por sus padres, es la del 
lugar en donde se encuentre el menor de edad, en el momento del conocimiento del 
presunto delito, es decir, para ilustrar con un ejemplo, podemos mencionar el siguiente: si 
el hijo vive con sus padres en Chocó y ha sido abusado sexualmente por un largo periodo 
de tiempo por parte de su padre, pero por la presión que el ejerce no ha informado esta 
situación a las autoridades administrativas, pero, en un viaje que realiza para visitar a su 
abuela en la ciudad de Medellín, le informa esta situación; la autoridad competente para 
verificar la garantía de derechos y para adoptar las medidas de restablecimiento de 
derechos que se requieran de urgencia, es la autoridad de Medellín, sin perjuicio que más 
adelante y de ser el caso, traslade la competencia a Chocó. 
 
Es muy importante mencionar este criterio, toda vez que si las autoridades competentes 
tienen estos conceptos claros, se evitaría la revictimización y el “peloteo de competencias” 
que lo único que causa es una afectación mayor a los derechos de los NNA, especialmente 
cuando relatar una situación de violencia sexual no es fácil para ninguna persona y menos 





Ahora bien, otros factores que deben ser tenidos en cuenta para definir la competencia a la 
hora de restablecer los derechos de los menores de edad cuando han sido vulnerados, son 
los siguientes: 
 
 La Competencia concurrente: a partir de la que es posible comprender, que cuando 
en el municipio exista a un mismo tiempo, Defensor de Familia y Comisario de Familia, 
la competencia estará determinada por el factor diferenciador de la violencia 
intrafamiliar41.  
 
Lo anterior quiere significar, que el Comisario de Familia prevendrá, garantizará, 
restablecerá y reparará los derechos de los NNA únicamente cuando su vulneración, 
inobservancia o amenaza, haya ocurrido en el contexto de la violencia intrafamiliar; mientras 
que cuando ello no haya sido así, tales acciones deberá realizarlas el Defensor de Familia. 
 
 Competencia subsidiaria: implica que en los municipios donde no haya Defensor de 
Familia, sus funciones serán cumplidas por el Comisario de Familia y que en ausencia 
tanto del Defensor como del Comisario, las funciones asignadas a una y otra autoridad 
deberá cumplirlas el Inspector de Policía, salvo la consistente en declarar a un niño, 
niña o adolescente en situación de adoptabilidad, actuación que corresponde 
privativamente al Defensor de Familia, evento en el que de constarse con los elementos 
factico probatorios que permitan concluir que el menor de edad requiere de tal 
declaratoria, deberá remitirse el conocimiento del asunto al Defensor de Familia de su 
área de influencia, correspondiente al centro zonal donde se encuentre42. 
 
 Competencia a prevención: En los municipios donde exista Defensoría de Familia y 
Comisaría de Familia, o Comisaría de Familia e Inspección de Policía, cualquiera de 
tales autoridades administrativas asumirá preventivamente el conocimiento del caso de 
posible inobservancia, amenaza o vulneración de derechos de un niño, niña o 
adolescente, verificando inmediatamente el estado de cumplimiento de sus derechos, 
protegiendo al menor de edad a través de una medida provisional si es el caso y 
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remitiendo las diligencias a la autoridad administrativa que corresponda, el día hábil 
siguiente. 
 
Por lo anterior, ninguna autoridad competente se puede negar a tomar medidas de urgencia 
en razón de la competencia, lo anterior de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
2.2.4.9.2.1., del Decreto 1069 de 2015. 
 
No obstante el esfuerzo que realizó el legislador para establecer unos criterios encaminados 
a determinar cuál debía ser la autoridad competente para asumir los casos de vulneración 
de derechos de  NNA, en la práctica lamentablemente se observa un sin número de 
conflictos de competencias entre las autoridades, basados en muchas oportunidades en 
criterios o concepciones personales, que sin fundamento objetivo, terminan afectando el 
restablecimiento de los derechos de los menores de edad involucrados, constituyendo 
talanqueras que dilatan la realización de las actuaciones necesarias para garantizar 
derechos y que a pesar de estar previstas, en cuanto se refiere a traslados injustificados de 
asuntos entre tales autoridades, como conductas disciplinables, en la actualidad no han 
sido objeto de ningún pronunciamiento desde ese ámbito.  
 
Vale decir, que los conflictos de competencia hasta el 31 de Diciembre de 2015, eran 
dirimidos por el Consejo de Estado, entidad que resolvió especialmente los que se 
suscitaban entre Defensores y Comisarios de Familia, en los que debió analizar, entre otros 
aspectos, el criterio de la violencia intrafamiliar. Actualmente, conforme al numeral 16 del 
artículo 21 de la Ley 1564 de 2012, es el Juez de Familia del lugar donde se encuentre el 
niño, niña o adolescente, a quien le corresponde dirimir los conflictos de competencia 
suscitados entre tales autoridades. 
 
Atendiendo la competencia concurrente, es importante desarrollar este criterio, en donde 
se puede destacar que los Comisarios de Familia están instituidos para garantizar, 
restablecer y reparar los derechos de NNA, cuando la afectación de los mismos se presente 
en el contexto de la violencia intrafamiliar, tal y como lo preceptúa el numeral primero del 





En tal sentido, el parágrafo primero del artículo 2.2.4.9.2.1., del Decreto 1069 de 2015, tiene 
establecido que “(…) se entenderá por violencia intrafamiliar cualquiera de los eventos de 
violencia, maltrato o agresión contemplados en el artículo 1° de la Ley 575 de 2000. En este 
sentido, se considerará integrada la familia según los términos previstos en el artículo 2° de 
la Ley 294 de 1996”, de donde se desprende, al consultar la normatividad a la que se hace 
remisión, de una parte que: la familia está integrada por los cónyuges o compañeros 
permanentes, el padre y la madre de familia aunque no convivan en un mismo hogar, los 
ascendientes y descendientes de los anteriores y los hijos adoptivos y todas las demás 
personas que de manera permanente se hallaren integradas a la unidad doméstica y de 
otro lado, que la violencia intrafamiliar, se comprende como toda forma de agresión o 
maltrato de la que es víctima una persona en su contexto familiar y que se traduce en daño 
físico o síquico, amenaza, agravio, ofensa o cualquier otra forma de agresión por parte de 
otro miembro del grupo familiar.   
 
De acuerdo con lo anterior y bajo el presupuesto de que las Comisarías de Familia son las 
encargadas del restablecimiento de los derechos de NNA a quienes se les vulneraran en el 
marco de la violencia intrafamiliar, debemos analizar entonces que los Defensores de 
Familia, en principio no asumirían los casos de violencia sexual cometida por los padres 
contra sus hijos menores de edad, sin embargo, observamos que en la práctica, estos casos 
son asumidos tanto por los Comisarios como por los Defensores de Familia,  especialmente 
los adscritos a los CAIVAS, lo cual, podría obedecer, o porque el ICBF orienta sus 
actuaciones por los principios de prevención de la amenaza y protección de los derechos 
de los NNA, con independencia de las circunstancias en las que pudieran verse afectados 
los mismos; o tal vez, porque dentro de las institucionales estatales no existe una claridad 
sobre la delimitación de competencias que les corresponde  a cada una, aunque sea clara 
la normatividad en este sentido.  
 
Lo anterior se concluye, toda vez que si la ley configuró en cabeza del Comisario de Familia 
los asuntos de violencia intrafamiliar, no debería reflejarse en el Sistema de Información 
Misional –SIM del ICBF más de 25000 casos de violencia sexual de padres a hijos atendidos 





Observando esta imprecisión en el cumplimiento de las disposiciones legales, en cuanto a 
las competencias entre los Defensores de Familia y los Comisarios de Familia en los casos 
de vulneraciones en el marco de la Violencia intrafamiliar, indagamos en el Ministerio de 
Justicia y con el el ICBF, quienes nos informaron que efectivamente las competencias que 
han sido asignadas a estas autoridades, en algunas ocasiones causan algún tipo de 
conflicto, especialmente por la capacidad institucional de las Comisarías de Familia, 
quienes, si asumieran todos los casos de violencia intrafamiliar, desbordarían su capacidad 
de atención. 
 
Este tema es complejo y ha llamado la atención del Congreso de la República, quien, en 
el debate de control político realizado el 12 de agosto de 2015, citado por los congresistas 
Angélica Lozano, Ángela Robledo y Germán Navas, realizó un análisis de la problemática 
que afecta a las Comisarías de Familia, producto del cual se identificó, tal y como lo hizo 
la Procuraduría General de la Nación43, que se requieren acciones inmediatas para 
cualificar la prestación del servicio de las autoridades que atienden casos de violencia 
intrafamiliar. En este sentido, producto de dicho debate, se ordenó realizar una mesa 
accidental e inter institucional de trabajo, con el objetivo de realizar sugerencias y 
recomendaciones frente a las alternativas estatales y legislativas procedentes, a efectos 
de generar una reestructuración de las Comisarías de Familia. 
 
En esta mesa accidental es visible la inconformidad que existe en las Comisarías de 
Familia, las cuales se oponen a que les sean remitidos todos los casos de vulneraciones 
de derechos de NNA que ocurren el contexto intrafamiliar, toda vez que consideran que 
las múltiples funciones que se les han asignado, sumadas a los problemas de 
infraestructura, salarios, personal, entre otros, no permiten que realicen su trabajo 
adecuadamente. 
 
Esta información resulta relevante para nuestra problemática, toda vez que, si la sola 
conducta de la violencia sexual de padres a hijos resulta denigrante, podrían agudizarse las 
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afectaciones cuando el aparato estatal tiene unos problemas estructurales y conceptuales 
que pueden afectar la atención de estos casos. 
 
7.2.2 Trámites y procesos legales en favor de los niños, niñas y adolescentes 
violentados sexualmente. 
 
La violencia sexual ejercida por los padres sobre sus hijos tiene unas repercusiones de 
orden legal que actualmente involucran a diferentes ámbitos del derecho, toda vez que, por 
una parte, el victimario debe ser sancionado penalmente, y por otro, el Estado tiene la 
obligación de restablecer los derechos de los NNA que fueron vulnerados. 
 
En razón de lo anterior, a continuación se relacionan las implicaciones que desde el ámbito 
penal y familia puede tener la violencia sexual de un padre sobre su hijo así: 
 
 
7.2.2.1Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos 
 
Como quiera que para este trabajo es de central interés resaltar sobre todo, los mecanismos 
encaminados  a restablecer los Derechos de los NNA, a continuación se describe el Proceso 
Administrativo de Restablecimiento de derechos, en adelante PARD, como mecanismo 
jurídico para restaurar la dignidad de los menores de edad violentados sexualmente por 
parte de sus padres. 
Es necesario recalcar que las autoridades competentes para adelantarlo, son las que se 
enunciaron anteriormente, esto es, el Defensor de Familia, el Comisario de Familia y el 
Inspector de Policía, quienes cuentan con un término de cuatro o seis meses, en caso de 
existir prorroga, contados a partir del conocimiento de los hechos que dieron lugar a la 
vulneración, para definir la situación jurídica de los menores de edad.44 
Dentro de este proceso, la autoridad competente con apoyo del equipo técnico 
interdisciplinario deberá verificar el estado de cumplimiento de los derechos de los NNA 
como lo dispone el artículo 52 de la Ley 1098 de 2006, no debiendo centrarse únicamente 
                                                 




en los aspectos directos de la afectación sino siendo necesario que realice una verificación 
integral que consulte por todos y cada uno de los factores de riesgo y protección que estén 
presentes, así no sean perceptibles a primera vista, puesto que, entre otras cosas, el 
entorno social y familiar de la víctima es necesario abordarlo para la identificación de 
patrones, perfiles, causas, fuentes y riesgos para la ocurrencia de la violencia sexual, 
conocimiento que es fundamental para la implementación de medidas preventivas, 
sanciones y medidas restaurativas, conforme lo establecido en el artículo antes 
mencionado. 
Posteriormente y una vez identificados los derechos vulnerados se dará inicio formal al 
PARD, y la autoridad competente adoptará las medidas provisionales de restablecimiento 
de derechos que considere pertinentes, entre las que se encuentran las enunciadas en el 
artículo 53 de la Ley 1098 de 2006, así: 
“1. Amonestación con asistencia obligatoria a curso pedagógico. 
2. Retiro inmediato del niño, niña o adolescente de la actividad que amenace o vulnere sus 
derechos o de las actividades ilícitas en que se pueda encontrar y ubicación en un programa 
de atención especializada para el restablecimiento del derecho vulnerado. 
3. Ubicación inmediata en medio familiar. 
4. Ubicación en centros de emergencia para los casos en que no procede la ubicación en 
los hogares de paso. 
5. La adopción. 
6. Además de las anteriores se aplicarán las consagradas en otras disposiciones legales, o 
cualquier otra que garantice la protección integral de los niños, las niñas y los adolescentes. 




Adicionalmente, si la autoridad competente es un Comisario de Familia podrá aplicar las 
medidas de protección establecidas en el artículo 5° de la Ley 294 de 199645, modificado 
por el artículo 17 de la Ley 1257, entre las cuales se encuentran las siguientes: 
a) Ordenar al agresor el desalojo de la casa de habitación que comparte con la víctima, 
siempre que se hubiere probado que su presencia constituye una amenaza para la vida, la 
integridad física o la salud de cualquiera de los miembros de la familia; 
b) Ordenar al agresor abstenerse de penetrar en cualquier lugar donde se encuentre la 
víctima, cuando a discreción del funcionario dicha limitación resulte necesaria para prevenir 
que aquél moleste, intimide, amenace o de cualquier otra forma interfiera con la víctima o 
con los menores, cuya custodia provisional le haya sido adjudicada; 
c) Prohibir al agresor esconder o trasladar de la residencia a los niños y personas 
discapacitadas en situación de indefensión miembros del grupo familiar, sin perjuicio de las 
acciones penales a que hubiere lugar; 
d) Obligación de acudir a un tratamiento reeducativo y terapéutico en una institución pública 
o privada que ofrezca tales servicios, a costa del agresor cuando éste ya tuviera 
antecedentes en materia de violencia intrafamiliar; 
e) Si fuere necesario, se ordenará al agresor el pago de los gastos médicos, psicológicos y 
psíquicos que requiera la víctima; 
f) Cuando la violencia o maltrato revista gravedad y se tema su repetición el Comisario 
ordenará una protección temporal especial de la víctima por parte de las autoridades de 
policía, tanto en su domicilio como en su lugar de trabajo, si lo tuviere; 
De lo anterior, es posible observar que la autoridad competente tiene el deber de adoptar 
las medidas provisionales a que haya lugar y que sean idóneas para restablecer los 
derechos de los NNA  y que para ello debe examinar juiciosamente el tipo de vulneración 
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que se presenta y sus consecuencias, lo cual le permitirá determinar adecuadamente 
cuáles son las medidas idóneas a imponer. 
Pero bueno, en la problemática bajo estudio consistente en la violencia sexual de los padres 
sobre sus hijos, es evidente que lo más recomendable es que se adopte la medida 
establecida en el numeral 2° del artículo 53 de la Ley 1098 de 2006 o la señalada en el 
literal a) del artículo 5° de la Ley 294 de 1996, siempre observándose por parte de la 
autoridad competente criterios mínimos para su procedencia, como son el tipo de 
vulneración de la que se trata y las consecuencias que de ella se desprenden, toda vez que 
es indispensable evitar que el padre continúe violentando sexualmente a su hijo; de la 
misma forma, en todos los casos de violencia sexual contra NNA, será necesario que la 
autoridad competente remita al niño al sector salud para que allí, se inicien los tratamientos 
terapéuticos a que haya lugar, especialmente los orientados a combatir  las consecuencias 
médicas, psicológicas y sociales que produzca la vulneración enunciada. 
Por otro lado, la autoridad administrativa tiene la facultad de iniciar las acciones policivas, 
administrativas o judiciales pertinentes, que para el caso de la violencia sexual, podría 
consistir en interponer la denuncia ante la fiscalía y presentar las demandas judiciales que 
se requieran, como podría ser la privación de la patria potestad.  
Posteriormente, la autoridad administrativa decretará y practicará las pruebas que se 
requieran, de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo 100 de la Ley 1098 
de 2006 y luego de dar cumplimiento al debido proceso, definirá la situación jurídica del 
niño, en uno de dos sentidos: declarándolo en situación de vulneración de derechos o 
declarándolo en situación de adoptabilidad46, según las particularidades del caso. 
Dentro de las pruebas que se decretan, se deberán priorizar todas las que tengan como 
objetivo establecer las condiciones psicológicas y sociales del NNA, toda vez que las 
decisiones que se adoptan dentro del proceso deben buscar reparar integral y 
adecuadamente los derechos vulnerados. 
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En el fallo se podrán confirmar o modificar las medidas de restablecimiento de derechos 
que se habían adoptado desde el inicio del proceso, especialmente, la autoridad 
competente deberá velar para que se movilice el Sistema Nacional de Bienestar Familiar y 
se otorguen cupos en los programas del ICBF con el objetivo de que el niño reciba una 
atención adecuada y logre resarcir o mitigar los efectos psicológicos que le produjo la 
violencia sexual cometida por su padre. 
De lo descrito, se observa que el PARD contempla unas herramientas legales amplias para 
restablecer los derechos de los NNA y la autoridad competente tiene el deber de gestionar 
y oficiar ante las entidades competentes, para que se brinde la atención adecuada.  
En ese orden de ideas es necesario entonces contemplar que la existencia del PARD, su 
trámite y las herramientas de las cuales se puede hacer uso por parte de la autoridad 
competente en el curso del mismo, sólo tendrán sentido si de una parte existe claridad por 
parte de tales autoridades en que su rol es el de ser agentes de cambio en la vida de 
personas menores de edad, tanto si adoptan decisiones correctas como sino y que como 
quiera que las medidas de restablecimiento de derechos, no se agotan en la ubicación en 
las modalidades de atención especializada que tiene el ICBF, las Entidades que hacen 
parte del Sistema Nacional de Bienestar Familiar (salud, educación, registro civil, entre 
otras), deberán igualmente disponer de canales y personal idóneo para brindar la atención 
esperada, lo cual una vez sea garantizado materialmente y trascienda del texto de planes 
y programas, podrá concebirse como acciones positivas que realmente impactan en el 
fortalecimiento del bienestar de NNA que son sometidos a los peores vejámenes en el seno 
de su familia. 
7.2.2.2 Medidas de restablecimiento de derechos adoptadas dentro de los procesos 
administrativos de restablecimiento de derechos. 
 
Si bien cierto acabamos de hacer relación al PARD, dentro del cual se adoptan las medidas 
de restablecimiento de derechos de acuerdo al contenido del artículo 53 de la Ley 1098 de 
2006 y las medidas de protección por violencia intrafamiliar, consideramos necesario 
resaltar la importancia de las medidas de restablecimiento de derechos, toda vez que son 




derechos, cuando  han sido afectados por cualquier situación, como por ejemplo la violencia 
sexual perpetrada por un padre sobre su hijo(a). 
 
Como tal, las medidas de restablecimiento de derechos deben ser congruentes con la 
afectación de los derechos que se presente, de suerte que no tiendan a hacer más gravosa 
la situación que se presenta, evitando con ello la re victimización del NNA. 
 
Ahora bien, un factor de trascendental a considerar a la hora de imponer una medida de 
restablecimiento de derechos, corresponde a la aplicación de la presunción a favor de la 
familia biológica, en virtud de la cual “las medidas estatales de intervención en la vida 
familiar, únicamente pueden traer como resultado final la separación de los menores de 
dieciocho años, cuando quiera que ésta no sea apta para cumplir con los cometidos básicos 
que le competen en relación con los niños, las niñas y adolescentes, o represente un riesgo 
para su desarrollo integral y armónico.”47;  de suerte entonces, que la ubicación en medio 
familiar biológico de un menor de edad con sus derechos afectados será siempre la medida 
preferida, siempre que en ese medio se le brinden las condiciones necesarias para el 
ejercicio de sus derechos. 
  
Aunado a lo anterior, es importante destacar que se ha señalado por la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional, varios criterios que las autoridades competentes deben tener en 
cuenta a la hora de imponer una medida de restablecimiento de derechos, como son: “(i) la 
existencia de una lógica de ponderación entre cada una de las medidas que se vayan 
adoptar; (ii) la proporcionalidad entre el riesgo o vulneración del derecho y la medida 
adoptada; (iii) la solidez del material probatorio que sustente su imposición; (iv) la duración 
de la medida; y (v) las consecuencias negativas que pueden comportar algunas medidas, 
en términos de estabilidad emocional y psicológica del niño, niña o adolescente.”48; de modo 
pues, que la imposición de medidas de restablecimiento de derechos, no debe hacerse de 
manera automática o caprichosa sino en observancia de criterios mínimos de acción que 
sustenten de la mejor manera las actuaciones que se desarrollan. 
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Pues bien, planteado lo anterior es importante considerar que las medidas de 
restablecimiento de derechos pueden imponerse desde el auto de apertura del PARD (art. 
99 Ley 1098 de 2006) y que en el curso del mismo, son susceptibles de modificarse o 
suspenderse de estar alteradas las circunstancias que dieron lugar a ellas (art. 103 ibid), 
para finalmente con la resolución mediante la cual se define la situación jurídica del niño, 
niña o adolescente ratificarlas o modificarlas (art. 100 ibid). 
 
En este sentido, es importante resaltar que las medidas de restablecimiento de derechos 
no son taxativas y por el contrario, la ley otorgó una amplia facultad a la Autoridad 
competente para que adopte cualquier medida que considere necesaria. 
 
Ahora bien, es muy importante recalcar que en cuanto se refiere a las medidas de 
restablecimiento de derechos a favor de NNA objeto de violencia sexual, por principio el 
retiro de inmediato del menor de edad de la situación que afecte sus derechos, podría 
resultar la más recomendable en el abanico de posibilidades que plantea el artículo 53 de 
la Ley 1098 de 2006, sin embargo, no puede solo limitarse a ello, ya que el retiro 
automáticamente no restablece los derechos de los NNA y siempre se requerirán medidas 
alternas que dependerán de las particularidades del caso.  
 
Es en este punto es el que se considera la debilidad de las actuaciones de las autoridades, 
en el sentido en que imponen medidas de restablecimientos generales, sin que se evidencie 
un análisis mayor y una proposición de medidas que realmente impacten en la vida del niño, 
sin embargo, esto es una perspectiva que más adelante podremos corroborar o no.  
 
7.2.2.3 Sanciones penales para el victimario. 
 
La naturaleza de la presente investigación consiste en abordar específicamente el 
restablecimiento de los derechos de los NNA violentados sexualmente por uno de sus 
padres, por lo cual, se resaltará de manera general el proceso penal por medio del cual se 






La violencia sexual incestuosa ha sido tipificada por nuestra ley penal, a través del artículo 
237 de la Ley 599 de 2000 “Por la cual se expide el Código Penal” así: “El que realice 
acceso carnal u otro acto sexual con un ascendiente, descendiente, adoptante o adoptivo, 
o con un hermano o hermana, incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años”.  
 
Esta norma, ha sido objeto de análisis por parte de la Corte Constitucional, quien ha 
realizado un estudio histórico, antropológico, psicológico y normativo y ha argumentado 
como resultado del mismo, que “la restricción del libre desarrollo de la personalidad 
mediante la penalización del incesto, se muestra necesaria al menos, por tres razones 
fundamentales. En primer lugar, por cuanto la familia es en sí misma un bien jurídico que 
merece protección constitucional. En segundo lugar, por las consecuencias negativas que 
apareja esta práctica en la consolidación de la familia, en tanto espacio de interrelación 
básico de los individuos en el que se forjan gran parte de sus valores constitutivos. Y en 
tercer lugar, porque se trata de un asunto sustraído de la órbita privada, autónoma y 
disponible del individuo, en cuanto involucra la razón pública y los intereses del Estado y 
de la sociedad”49. 
 
A partir de lo anterior, podemos establecer que el fundamento para tipificar este delito es la 
protección a la familia y con ella del vínculo filial de las personas que incurren en el delito 
incesto. 
 
Pero bueno, si bien como se observa, el incesto está tipificado como delito y cuenta con 
una fundamentación teleológica clara, lo cierto es que en razón de la dinámica de vida a la 
que se ven avocadas las familias colombianas, dicha conducta no deja de ocurrir, ni 
disminuyen los índices en que se presenta, máxime cuando al igual que la génesis de la 
marginalidad, es igualmente la pobreza de la respuesta institucional, la que no permite 
dilucidar la existencia de planes y acciones de prevención para desincentivar la ocurrencia 
del incesto, a partir de la definición y asunción de roles al interior de la familia y de la 
provisión de las condiciones mínimas para el acceso a una educación de calidad que dé 
lugar a formar conciencia respecto de los comportamientos que deben asumirse en familia 
                                                 




y en sociedad, máxime cuando la violencia sexual de los padres sobre sus hijos, “es una 
traición de la confianza y un uso indebido del poder”50. 
   
Aunado a lo anterior, es posible indicar que la violencia sexual conjuga un grupo de 
conductas, que pueden ser cometidas por uno de los padres en contra de su hijo, tal y como 
se evidencio al principio del trabajo, de tal manera que la misma Ley 599 de 2000, denota 
que la violencia sexual puede ejercerse de una de las siguientes maneras:  
 
o Acceso carnal violento (art. 205), cuya pena imponible es de 12 a 20 años de 
prisión. 
o Acto sexual violento (art. 206), cuya pena imponible va de 8 a 16 años de prisión. 
o Acceso carnal o acto sexual en persona puesta en incapacidad de resistir (art. 
207 Ibíd.) cuya pena imponible va de 12 a 20 años de prisión 
o Acceso carnal abusivo con menor de catorce años (art. 208), cuya pena 
imponible va de 12 a 20 años de prisión;  
o Actos sexuales con menor de catorce  años (art. 209), cuya pena imponible va 
de 9 a 13 años de prisión y  
o Acceso carnal o actos sexual abusivo con incapaz de resistir (art. 210), cuya 
pena imponible va de 12 a 20 años de prisión.   
o Inducción a la prostitución (art.213) cuya pena imponible va de 2 a 4 años de 
prisión. 
o Constreñimiento a la prostitución (art.214) cuya pena imponible va de 5 a 9 años 
de prisión. 
o Trata de personas (art.215) cuya pena imponible va de 4 a 6 años de prisión. 
 
 
La legislación penal contempla que estas penas a imponer se aumentarán de una tercera 
parte a la mitad, cuando el responsable de los delitos de violencia sexual tuviere cualquier 
carácter, posición o cargo que le dé particular autoridad sobre la víctima o la impulse a 
depositar en él su confianza, fuera familiar de la víctima o cuando el delito sea con un menor 
de 14 años. 
                                                 





Analizado esto, podemos concluir que cualquier conducta que implique violencia sexual en 
contra de un menor de edad y que sea ejercida o propiciada por sus padres, tiene sanciones 
penales con agravantes que la ley ha reconocido. 
 
De otra parte, la responsabilidad civil derivada de la conducta punible es igualmente 
importante, en tanto que el artículo 94 de la Ley 599 de 2000 indica que “la conducta punible 
origina obligación de reparar los daños materiales y morales causados con ocasión de 
aquella” y que en el artículo 96 se dispone a su turno, que “en relación con el daño derivado 
de la conducta punible el juez podrá señalar como indemnización, una suma equivalente, 
en moneda nacional, hasta mil (1000) salarios mínimos legales mensuales. Esta tasación 
se hará teniendo en cuenta factores como la naturaleza de la conducta y la magnitud del 
daño causado”. 
 
Al respecto, la Corte Constitucional decidió declarar exequibles los incisos primero y 
segundo del artículo 97, de la Ley 599 de 2000, en el entendido que “el límite de mil salarios 
mínimos legales mensuales se aplica exclusivamente a la parte de la indemnización de 
daños morales cuyo valor pecuniario no fue objetivamente determinado en el proceso penal. 
Este límite se aplicará a la indemnización de dichos daños cuando la fuente de la obligación 
sea únicamente la conducta punible”51. 
 
Frente a lo anterior,  es importante considerar que normativamente está planteado que la 
víctima de un delito como lo puede ser el incesto (violencia sexual incestuosa), está llamada 
a ser reparada por los daños morales que haya sufrido, sin embargo al observar los 
presupuestos legales descritos de cara a la realidad que discurre cuando se presenta una 
situación de violencia sexual de un padre sobre su hijo, lamentablemente, esta reparación 
resulta ser irrisoria frente a las consecuencias psicológicas que genera la situación, al ser 
inmateriales e incuantificables.  
 
A propósito de la tasación inadecuada de daños intangibles y de la imposibilidad de hacerlo 
con justicia real, a pesar de la existencia de criterios generales para el efecto, es posible 
                                                 




denotar como a nivel judicial la tasación que se realiza del perjuicio moral derivado de una 
conducta delictiva es inferior al tope que permite la ley; esto lo podemos observar entre 
otras, en una sentencia que condenó a un padre por el delito de acceso carnal violento 
sobre su hija, en la cual se determinó que  “en cuanto a los perjuicios morales la Sala 
entiende que los hechos conocidos han afectado gravemente a la menor, razón por la cual 
se consolidan en cuantía de cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes”52. 
 
Es entonces importante señalar, que si bien es cierto el anterior ejemplo no se debe 
generalizar, toda vez que puede que no ocurra en todos los casos, sí es necesario que los 
jueces penales tengan claridad de cómo ellos también deben velar por la garantía de los 
derechos del niño, niña y adolescente, más cuando el mismo es víctima de un delito 
enmarcado en la violencia sexual, por lo que están llamados a dirigir sus actuaciones 
teniendo como principios orientadores, el interés superior de los menores de edad, la 
prevalencia de sus derechos y su protección integral, los cuales deben aplicarse al imponer 
sanciones y al definir reparaciones de perjuicios, podrían llegar a estar más próximas a la 
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Como hemos observado, tanto la legislación nacional de Colombia como la internacional 
que hace parte de nuestro país por el bloque de constitucional, han reconocido unos 
principios transversales que son la base para que el Estado adopte las decisiones 
relacionadas con los niños, niñas y adolescentes; entre estos principios encontramos el 
interés superior y la prevalencia de derechos. 
Gracias a estos principios, la niñez de nuestro país goza de un reconocimiento que los 
convierte en la población más vulnerable y por tanto a la que debe protegerse con prioridad 
ante cualquier conducta que atenten contra sus derechos, como por ejemplo, la violación, 
la inducción, el estímulo y el constreñimiento a la prostitución, la explotación sexual, la 
pornografía y cualquier otra acción que atente contra su libertad, integridad y formación 
sexual. 
Ahora bien, lamentablemente, en ocasiones estas conductas son cometidas por las mismas 
personas que le dieron vida a los NNA, sus progenitores, quienes olvidándose del papel 
fundamental que juegan en la vida de sus hijos, desdibujan esa imagen de protección para 
convertirse en las personas más perturbadoras de sus vidas.  
En estos casos, los NNA no solo ven afectados sus derechos a la integridad personal, 
libertad y formación sexual, sino también el derecho fundamental a la familia, el cual “funda 
su existencia en el amor, el respeto y la solidaridad”53. 
La fuerte tensión que se presenta entre estos derechos, obliga a las autoridades 
administrativas competentes a aplicar los principios de interés superior y prevalencia de 
derechos de los NNA; para ello deben realizar las valoraciones e investigaciones 
correspondientes que determinen las particularidades de la vulneración y arrojen la medida 
de restablecimiento de derechos, que de acuerdo con la función de protección del Estado, 
debe ir más allá del simple cumplimiento de los requisitos y las exigencias del trámite 
administrativo, toda vez que deben determinar si la medida adoptada es oportuna, 
                                                 





conducente y conveniente, según las circunstancias que rodean al niño, niña o 
adolescente54. 
Para adoptar estas medidas, el Estado debe tener en cuenta que debe evitar intervenciones 
para separar a un niño de su familia, sin embargo, está autorizada para hacerlo de manera 
marginal y subsidiaria, si se presentan razones suficientes que así lo ameriten.  
En este sentido, la Corte Constitucional ha identificado cuatro criterios a tener en cuenta 
para que el Estado pueda intervenir y separe al niño de su familia, tales como: “(i) la 
existencia de claros riesgos para la vida, la integridad o la salud de los niños y niñas; (ii) los 
antecedentes de abuso físico, sexual o psicológico en la familia; (iii) en general todas las 
circunstancias frente a las cuales el artículo 44 de la Constitución impone la protección de 
la niñez, referido a toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, 
abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos y, (iv) cuando los 
padres viven separados y debe adoptarse una decisión sobre el lugar de residencia”55. 
Como se observa, dentro de los criterios desarrollados por la jurisprudencia se encuentra 
claramente enmarcada la violencia sexual que es cometida por alguno de sus progenitores, 
razón por la cual, la tensión entre derechos, tratada anteriormente, empieza a resolverse a 
favor de la integridad personal de los niños, cediendo entonces el derecho a tener una 
familia; en estos momentos, el principio de privacidad de la familia, queda desplegado para 
que el Estado pueda irrumpir en estas esferas y empiece a adoptar decisiones sobre la vida 
de los integrantes de la familia. 
Sin embargo, esto no se materializa del todo, ya que realmente ese derecho no cede de 
manera integral dentro de los procesos de restablecimiento de derechos, toda vez que 
pareciera que el único impacto al vínculo filial, es el contacto personal, cuando se decide 
separar al NNA de su padre abusador, pero no existe un análisis mayor por parte de las 
autoridades administrativas frente a los efectos que realmente conlleva el derecho 
fundamental de la familia. 
Para dar más claridad a la postura, es importante recalcar que la familia y el vínculo filial 
tienen varios efectos que producen unas consecuencias legales y personales que no se 
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rompen con el solo hecho de separar al niño de su padre, toda vez que con esta separación 
física no se termina la patria potestad que trae consigo la representación legal del niño, el 
usufructo y la administración de bienes, con los cuales, el padre sigue ejerciendo unas 
potestades sobre su hijo, como por ejemplo, darle el permiso para que salga del país, 
autorizar intervenciones o adoptar decisiones que impacten en su desarrollo, administrar 
sus bienes cuando el niño cuente con ellos, entre otras acciones. Así mismo, con la 
separación física no se elimina automáticamente la identificación del niño con el apellido de 
su padre, lo cual podría significar para el NNA una re victimización permanente por 
presentarse ante la sociedad con el recuerdo de padre abusador; con ello, también 
persisten las obligaciones personales que a futuro el padre puede exigirle a su hijo abusado. 
Observando estos efectos, las autoridades administrativas y sus equipos técnicos 
interdisciplinarios tendrían un panorama más amplio para determinar qué aspectos o 
particularidades del derecho a tener una familia deben ceder y cuáles no, para lograr la 
recuperación psicológica del NNA. 
Es preciso recalcar que con esta afirmación no se pretenda que en todos los casos se 
afecten todos los efectos del vínculo filial propio del derecho a tener una familia, pero si, 
llamar la atención de lo relevante que resulta observar estos aspectos en el momento de 
adoptar decisiones que busquen restablecer los derechos de los menores de edad. Se debe 
propender por que las autoridades administrativas no tengan temores e inseguridades de ir 
más allá de lo general y mecánico,  y de que realmente puedan adoptar medidas idóneas y 















9. Precisiones iniciales 
 
Como se desarrolló en el primer capítulo, la legislación de nuestro país cuenta con 
mecanismos legales para proteger a la víctima y sancionar al victimario en casos de 
violencia sexual de padres a hijos; como en Colombia, en todos los países del mundo se 
ha establecido el tratamiento legal a aplicar cuando se presentan estas conductas, razón 
por la cual, consideramos importante aplicar el derecho comparado para observar algunas 
leyes y pronunciamientos de España y Argentina y así conocer su experiencia normativa e 
identificar elementos que pudieran servir en la legislación de nuestro país. 
 
Posteriormente, además de los pronunciamientos que hemos expuesto a lo largo de este 
trabajo, expondremos decisiones de la Corte Constitucional de Colombia en casos de 
violencia sexual de padres a hijos, en donde se busca observar si el alto tribunal, ha 
realizado algún tipo de análisis sobre el impacto de mantener los vínculos filiales en el 
restablecimiento de los derechos de los NNA.  
 
Finalmente y teniendo en cuenta que estamos hablando de los efectos propios del vínculo 
filial y del derecho a tener una familia, observaremos cuales son y las implicaciones legales 
que ello conlleva. 
 
10. Derecho y Jurisprudencia comparada: conociendo las sanciones jurídicas que 
aplican en otros países frente a la violencia sexual de padres sobre sus hijos. 
El derecho y la jurisprudencia comparada “nos permite el descubrimiento de modelos para 
prevenir o resolver conflictos sociales, brindando una gama de soluciones mucha más 




sistemas del mundo pueden aportar una mayor variedad de soluciones de las que podría 
concebir en toda una vida el jurista más imaginativo y especializado en su propio sistema”56. 
Reconociendo la importancia de aprender de la experiencia de otros países frente a la 
problemática de violencia sexual de padres a hijos, se expondrán las sanciones jurídicas 
que en dos países se han estado imponiendo ante la ocurrencia de estas situaciones desde 
el ámbito penal y de familia. Así mismo, se evidenciará si para estos países es relevante 
observar todos los efectos propios del derecho a tener una familia para afectarlos o no, en 
los casos de violencia sexual. 
El estudio comparado que se realiza a continuación, parte del siguiente interrogante: 
¿cuáles son las medidas judiciales y administrativas que implementan los Estados para 
sancionar los delitos de violencia sexuales de padres hacia sus hijos menores, y cuales 
medidas se adoptan para restablecer los derechos de la víctima?. 
Respecto a los ordenamientos jurídicos con los que se pretende hacer la comparación, con 
el fin de seleccionar un catálogo de soluciones al problema medular de la investigación,  se 
han seleccionado los de Argentina y España, países con una cultura jurídica similar a la de 
Colombia y de tradición continental romano-germánica. 
10.1. Estudio comparado con Argentina. 
Frente al tema de la violencia sexual ejercida por padres sobre sus hijos, encontramos 
normatividad y jurisprudencia por medio de la cual este país prevé varias sanciones y 
regulaciones frente a tal flagelo, de la cual, es importante destacar la siguiente: 
a) Código Penal de la Nación Argentina, aprobado mediante Ley 11.179 
 
Dentro del Código Penal Argentina se encuentran 3 articulados que sancionan conductas 
sexuales en donde puede estar inmerso como víctima un menor de edad, así: 
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 Artículo 119: denota la sanción imponible a quien abusare sexualmente de una persona 
y “ésta fuera menor de trece años o mediare violencia, amenaza, abuso coactivo o 
intimidatorio de una relación de dependencia, de autoridad, o de poder, o hubiere 
aprovechamiento de que la víctima por cualquier causa no haya podido consentir 
libremente la acción”, indicando tres niveles de sanción punitiva – pena de prisión: 1) 
el general, de 6 meses a 4 años; 2) el primer agravante, de 4 a 10 años, “si el abuso 
por su duración o circunstancias de su realización, hubiere configurado un 
sometimiento sexual gravemente ultrajante para la víctima” y 3) el segundo agravante, 
de 6 a 15 años, “hubiere acceso carnal por cualquier vía”. 
 
Ahora bien, este mismo artículo prevé varias circunstancias por las cuales la pena será 
de ocho a veinte años de reclusión o prisión, entre las que se encuentra el “hecho fuere 
cometido por ascendiente, descendiente, afín en línea recta, hermano, tutor, curador, 
ministro de algún culto reconocido o no, encargado de la educación o de la guarda”. 
 
 Artículo 125: se ocupa de la facilitación o corrupción de menores de 18 años de edad, 
aun a pesar de mediar el consentimiento de la víctima, contemplando los siguientes 
grados punitivos – prisión: De 6 a 15 años, “cuando la víctima fuera menor de trece 
años”; De 10  a 15 años, con independencia de la edad de la víctima, “cuando mediare 
engaño, violencia, amenaza, abuso de autoridad o cualquier otro medio de intimidación 
o coerción, como también si el autor fuera ascendiente, cónyuge, hermano, tutor o 
persona conviviente o encargada de su educación o guarda” (Negrillas fuera de texto). 
 
 Artículo 125 bis: contempla la promoción o facilitación de la prostitución de menores de 
dieciocho años de edad, con independencia del consentimiento de la víctima. En este 
caso, la sanción punitiva – prisión, es la siguiente: De 6 a 15 años, “cuando la víctima 
fuera menor de trece años”; De 10 a 15 años, con independencia de la edad de la 
víctima, “cuando mediare engaño, violencia, amenaza, abuso de autoridad o cualquier 
otro medio de intimidación o coerción, como también, si el autor fuera ascendiente, 
cónyuge, hermano, tutor o persona conviviente o encargada de su educación o guarda” 





 Artículo 127: Contempla la prisión de tres a seis años, el que explotare 
económicamente el ejercicio de la prostitución de una persona, mediando engaño, 
abuso coactivo o intimidatorio de una relación de dependencia, de autoridad, de 
poder, violencia, amenaza o cualquier otro medio de intimidación o coerción. 
 
De lo expuesto, se puede observar que en Colombia existe más disgregación normativa 
frente a delitos contra la integridad personal a comparación de Argentina; así mismo, en 
nuestra legislación se denota más dureza de los mínimos para la imposición de las 
sanciones de prisión a excepción de los delitos relacionados con la inducción y 
constreñimientos a la prostitución y trata de personas, en donde Argentina es más drástico. 
 
b) Código Civil de la República Argentina, sancionado mediante la Ley 340 de 1969; 
Libro Primero De las Personas; Sección Segunda de los derechos personales en las 
relaciones de familia; Título II De la filiación: 
 
Teniendo en cuenta que la variable más importante a observar en este trabajo es la 
afectación al derecho a tener la familia en casos de violencia sexual de padres a hijos, así 
como los efectos propios de este derecho, a continuación relacionaremos algunos 
elementos de la legislación Argentina sobre los consecuencias que conlleva este delito en 
los efectos propios del vínculo filial, así: 
 
Para iniciar, el artículo 307 de esta codificación, denota los casos en que los padres pueden 
ser privados de la patria potestad, mencionando que ello puede ocurrir cuando: i) han sido 
condenados “como autor, coautor, instigador o cómplice de un delito doloso contra la 
persona o los bienes de alguno de sus hijos o como coautor, instigador o cómplice de un 
delito cometido por el hijo; ii) abandonado a alguno de sus hijos; iii) o puesto en peligro “la 
seguridad, la salud física o psíquica o la moralidad del hijo, mediante malos tratamientos, 
ejemplos perniciosos, inconducta notoria o delincuencia”.  
 
De la misma manera, el artículo 308, se ocupa de la rehabilitación judicial de la patria 
potestad, “si los padres demostraran que, por circunstancias nuevas, la restitución se 




Frente a lo anterior, es preciso indicar que la legislación colombiana se ocupa igualmente 
de la privación de la patria potestad respecto de uno o ambos padres, señalando el artículo 
310 del Código Civil, que la patria potestad “termina por las causales contempladas en el 
artículo 315[de la misma codificación]”. En ese orden, el artículo 315 del Código Civil, señala 
que son causales para terminar/privar de la patria potestad a los padres, las siguientes: 
maltratar al hijo, abandonar al hijo, depravación que incapacite a los padres para ejercer la 
patria potestad, haber sido condenados los padres a pena privativa de la libertad superior 
a un año y haber sido sancionado el hijo adolescente por los delitos de homicidio doloso, 
secuestro, extorsión en todas sus formas y delitos agravados contra la libertad, integridad 
y formación sexual y se compruebe que los padres favorecieron estas conductas sin 
perjuicio de la responsabilidad penal que les asiste. 
A diferencia de lo contemplado en la legislación Argentina, en Colombia la patria potestad 
una vez privada o terminada no se rehabilita, lo que si ocurre cuando la misma es 
suspendida respecto de cualquiera de los padres o de ambos, valga decir, por las causales 
señaladas en el artículo 310 del Código Civil y que consisten en: demencia, estar en 
entredicho de administrar sus propios bienes y la larga ausencia.  
De lo anterior se colige, que tanto en Argentina como en Colombia existe la figura de la 
privación de la patria potestad respecto de uno o ambos padres, comprendiendo que la 
misma se establece como una herramienta de protección de los derechos de los menores 
de edad, cuando sus padres incurren en conductas que van en desmedro de sus garantías 
fundamentales, siendo necesario hacer uso de la misma, sin que la complejidad que pueda 
revestir el trámite a nivel judicial, se oponga como talanquera para la consecución de un fin 
más caro, cual es la salvaguarda de los derechos del niño, niña o adolescente que pudiera 
ser objeto de violencia sexual por sus padres.  
c) Ley Nº 18248 - Nombre de las personas. 
Frente al vínculo de filiación entre los padres y sus hijos, el artículo 15 denota que, una vez 
asentados en el registro el nombre y apellidos del hijo los mismos solo podrán ser 




En Colombia, efectivamente el vínculo de filiación entre padres e hijos se acredita con el 
registro civil, conforme lo contemplado en el artículo 1° del Decreto 1260 de 1970 y el 
cambio de datos de registro tales como el nombre, deberán atender a la posibilidad que 
frente a ello contempla el artículo 6 del Decreto 99 de 1988, en virtud del cual se tiene que 
“El propio inscrito podrá disponer, por una sola vez, mediante escritura pública, la 
modificación del registro, para sustituir, rectificar, corregir o adicionar su nombre, todo con 
el fin de fijar su identidad personal”, ello sin perjuicio de la iniciación de acciones judiciales 
al respecto, que pudieran dar lugar igualmente, a la modificación de los datos contentivos 
en el registro civil, tales como la de impugnación de la paternidad, sin embargo y como lo 
señalábamos anteriormente, nuestra legislación no prevé que se pueda erradicar a una 
persona como padre de un niño, por otra causal que no sea la filiación errada. 
 
 d) Ley 12569-Violencia Familiar. 
El artículo 6º de esta ley, denota que la competencia para conocer de asuntos de violencia 
intrafamiliar, está ubicada en cabeza de “Tribunales de Familia, Jueces de Menores, 
Juzgados de Primera Instancia en lo Civil y Comercial y Jueces de Paz, del domicilio de la 
víctima”. 
De la misma forma, el artículo 7º denota que la autoridad que conozca de la situación de 
violencia intrafamiliar, puede ordenar ”la exclusión del presunto autor de la vivienda donde 
habita el grupo familiar, prohibir el acceso del presunto autor al domicilio del damnificado 
como a los lugares de trabajo, estudio o esparcimiento del afectado, y/o del progenitor o 
representante legal cuando la víctima fuere menor o incapaz; a petición de quien ha debido 
salir del domicilio por razones de seguridad personal su reintegro al mismo, previa exclusión 
del presunto autor; la restitución inmediata de los efectos personales a la parte peticionante, 
si ésta se ha visto privada de los mismos por hechos de violencia familiar; proveer las 
medidas conducentes a fin de brindar al agresor y al grupo familiar, asistencia legal, médica 
y psicológica a través de los organismos públicos y entidades no gubernamentales con 
formación especializada en la prevención y atención de la violencia familiar y asistencia a 
la víctima; en caso de que la víctima fuere menor o incapaz, puede otorgar su guarda 




Como se observa, existe cierta uniformidad en el tratamiento de la violencia intrafamiliar en 
Argentina y en Colombia, lo que permite comprender que tal flagelo, vinculado con la 
violencia sexual de padres sobre sus hijos, tiene trazada una atención institucional definida 
en ambos países, solo que en Colombia, aun cuando están definidas la ruta de atención y 
las actuaciones a desarrollar, por lo general los asuntos carecen de la atención rigurosa 
que requieren, en muchos eventos llegando a hacerse más gravosos, por cuanto se da 
lugar a la afectación de inclusive, de la vida de las víctimas, de suerte que sigue siendo 
necesaria la capacitación adecuada de las autoridades y la sensibilización de su quehacer 
misional, a efectos de evitar que el tratamiento que se brinde se torne en la simple adopción 
de medidas a las que ni el Comisario de Familia les hace seguimiento, ni la Policía tiene la 
disposición de cumplir.    
e) Pronunciamientos jurisprudenciales: 
En las siguientes líneas, se expondrá una relación sucinta de algunos fallos judiciales de 
Argentina que tienen especial relevancia y que ameritan ser estudiados, toda vez que 
señalan algunas de las sanciones jurídicas aplicables en casos de abuso sexual de padres 
a hijos, máxime cuando la cultura jurídica de Argentina ha experimentado en los últimos 
años un reconocimiento progresivo del valor jurídico de la jurisprudencia o resoluciones de 
los funcionarios judiciales y por este aspecto, se hace necesario un acercamiento a las 
sentencias que versan sobre el problema planteado57.  
a) En el primer caso58, nos encontramos con una demanda en la cual, una madre en 
representación de sus cuatro hijos, pretende que se realice la supresión de la patria 
potestad y del apellido paterno, por un caso de violencia sexual incestuosa. 
En este caso, el padre ha sido condenado por la conducta de violencia sexual sobre sus 
hijas, situación que genera una alta carga emotiva en las niñas, al punto de sentirse 
afectadas en su persona por llevar el apellido de su padre agresor, quien de ninguna 
manera estaba legitimado para incurrir en tan aberrante comportamiento. El despacho 
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judicial, luego de establecer la importancia que tiene el apellido de las personas en su diario 
vivir y en su desenvolvimiento personal y social, define acceder a las pretensiones de la 
madre, ordenando la supresión del apellido del padre en el nombre de las niñas y 
proveyendo igualmente, la privación de la patria potestad a su respecto y sobre sus hijas. 
Veamos a continuación, de manera sucinta los apartados más relevantes del 
pronunciamiento judicial argentino: 
Consideraciones del despacho:  
-  “el art. 307 dispone que el padre queda privado de la patria potestad si es 
condenado como autor de un delito doloso contra la persona de sus hijos y si pone 
en peligro la salud física o psíquica o la moralidad del hijo mediante malos tratos, 
ejemplos perniciosos, inconducta notoria o delincuencia. (…) 
En autos se encuentra acreditado que el demandado, padre de las niñas ha sido 
autor de abuso deshonesto calificado reiterado y violaciones reiteradas calificadas, 
sometimiento sexual gravemente ultrajante y sus víctimas fueron sus propias hijas 
(…). 
- El nombre de una persona hace a un interés social además del interés 
subjetivo y personal, y el “apellido” en el nombre designa en forma común a 
los miembros de una familia. Por ello el nombre es en principio inmutable (…) El 
apellido puede ser cambiado si ha sido deshonrado y debe ser por un hecho notorio 
y “…que por sus características torna repugnante su recuerdo (…). 
 
- En el caso el padre de los hijos de la actora ha sido condenado por abuso sexual y 
fueron esos hijos las víctimas. (…). 
 
- El apellido define a la persona en la sociedad donde trabaja, se relaciona, 
estudia, y es esencial a la identidad de una persona. Un niño que fue abusado 
sexualmente por aquel que le dio su apellido vuelve a ser víctima si refleja en 





- La violación a su identidad estuvo dada en el acto abusivo, resultando consecuencia 
lógica que ese hijo no lleve el apellido del padre abusador. 
- Entiendo que aquí hay un bien social superior al valor del apellido y su inmutabilidad, 
aquí es la moral social lo que se mira y la reparación –probablemente simbólica- de 
suprimir del nombre de ese niño el apellido de quien abuso de él cuando debía como 
padre protegerlo. .- La presente supresión de apellido paterno y de patria 
potestad se ordena con relación a los hijos que expresamente ante la 
suscripta ratificaron su voluntad en tal sentido en audiencias”. 
Decisión: 
Por las anteriores consideraciones, se resuelve “1) Hacer lugar a la demanda ordenando la 
supresión del derecho de patria potestad. 2) Ordenar la supresión del apellido paterno “P.” 
del nombre de los jóvenes, adicionándoles el apellido materno “M.”, librándose oficio al 
Registro de las Personas a los efectos se inscriban los nombres de los mencionados”. 
En Colombia las autoridades no contemplan de manera frecuente, la alternativa de relevar 
del apellido del agresor al menor de edad que es víctima de una conducta de violencia 
sexual, en razón de la re victimización que ello puede conllevar, al ser un aspecto que 
pudiera generar recordación permanente, siendo claro que en muchas oportunidades ni 
siquiera la privación de la patria potestad ha sido examinada por parte de las autoridades 
competentes como mecanismo de restablecimiento de derechos, lo que  permite indicar, 
que si la visión de garantía y restablecimiento de derechos no es integral y pretende 
agotarse en la toma de medidas paliativas de urgencia y transitorias, el logro del cometido 
de la protección integral permanecerá inalcanzable.  
b) En el segundo caso se examina59, la situación del padre de una niña que solicita al 
órgano judicial que se otorgue la revinculación60 con su hija, teniendo en cuenta que 
fue investigado por la conducta de actos sexuales en contra de la misma, pero el juez 
penal consideró que no había elementos probatorios para “demostrar la verdad real 
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del hecho que nos atañe en cabeza del imputado., habiéndose instalado en autos un 
estado de duda insuperable (…)”. 
En el presente asunto, se trató el caso en el que el padre señalado de ser responsable de 
violencia sexual contra su hija y a quien absolvieron con fundamento en el in dubio pro reo 
o duda razonable, solicita que se le re vincule con la niña a raíz de la decisión judicial 
obtenida en lo penal.  
En el desarrollo del proceso, la madre de la menor de edad y está última, dan cuenta de 
cómo aun cuando la decisión penal no fue en sentido condenatorio, lo cierto es que hay 
elementos que indican que pudo haber ocurrido una situación de violencia sexual del padre 
sobre la hija.  
El Juzgado, denota que efectivamente, el hecho del sobreseimiento de la causa penal no 
impacta en el juicio de familia, por cuanto son dos temas distintos los que se examinan y 
por sobre todas las cosas, están los derechos de la niña, de modo que en razón de lo por 
ella comentado y de los elementos de prueba que obran en el proceso, se niega por 
improcedente la solicitud de su progenitor.  
A continuación encontraremos la síntesis del pronunciamiento en los siguientes términos: 
Consideraciones del despacho:  
- “El juzgado recalca la importancia de tener en cuenta el interés superior de la niña, 
haciendo aplicación operativa de los arts. 3,12 y 19 de la Convención sobre los 
Derechos del niño, por lo que es menester imprimirle valor a la opción de la misma, 
quien en múltiples entrevistas ha realizado afirmaciones que demuestran su temor 
hacia su padre y su hermanastro por conductas propias de abuso sexual (…)”. 
- “con las pruebas se demuestra que el actor no solo ha maltratado a la madre sino 
también a la niña quien con angustia expresa a dos profesionales que la escucharon 
“quiero un papa bueno, Es la expresión más clara de la terrible angustia de esta niña 
(…)”. 
- “La resolución absolutoria en la causa penal en el delito de abuso sexual 




La esfera penal es meramente punitiva mientras la civil es tutelar. Es por lo 
tanto la evaluación de todas las constancias a la luz del interés superior y la 
protección de la integridad emocional y física del niño por sobre toda otra 
disquisición”. 
- El Juez resalta la viabilidad de dar aplicación al fallo plenario de la Cámara dictado 
en autos “Amoruso, Miguel G. y otra c. Casella Josè A” en el que se señaló que el 
sobreseimiento definitivo o sentencia absolutoria del procesado recaída en el juicio 
criminal no hacen cosa juzgada en el juicio civil…”  La doctrina legal emergente de 
fallos en el tema sintetiza que ni el sobreseimiento ni la absolución per se bastarán 
para dar curso al proceso revinculatorio, sin perjuicio de reconsiderar las probanzas 
producidas en sede penal. 
- Recalca que ser padre es un derecho ganado con amor, con ternura, con respeto a 
la identidad y sentimientos de ese hijo, es contenerlo económica y emocionalmente. 
- Un  “padre” que castiga, que maltrata con palabras, que abusa sexualmente o 
permite que otros abusen sexualmente de su hija, que ha ejercido violencia física y 
emocional sobre la madre de su hija, ha violado la esencia de sus deberes de padre 
y  al pretender la revinculación con la niña es un acto más de atropello a su integridad 
física y emocional. 
- Los derechos humanos de un niño comienzan por el respeto su opinión y  cuando 
relata hechos de maltrato debe ser protegido, sea quien sea. Un niño antes que “hijo 
de” es un ser humano con todos los derechos a ser respetado en su integridad física 
emocional en su dignidad”. 
Decisión: 
Por las anteriores consideraciones, se “rechaza el pedido de revinculación solicitado por el 
actor”. 
En Colombia la práctica que se usa por parte de autoridades competentes, consiste en que 
si está en curso un proceso penal y en el mismo se da cuenta por ejemplo, de la exclusión 
de la responsabilidad penal del sindicado como presunto autor de una conducta constitutiva 
de violencia sexual en razón de la duda razonable (puede ser culpable como puede que 




corresponda, optan por renunciar a la continuación de las actuaciones en sede 
administrativa, en tanto que para ellos constituye argumento suficiente para actuar de esa 
manera, la decisión adoptada en lo penal; de suerte que, si no se realiza la valoración 
adecuada de los elementos de prueba que pueden existir en el marco de un PARD y se 
descarta de plano lo que allí obra, la afectación de un NNA se agudizará por la negligencia 
de las actuaciones administrativas, toda vez que como lo argumenta el juez en Argentina 
“La resolución absolutoria en la causa penal en el delito de abuso sexual infantil  no tiene 
carácter de cosa juzgada para la esfera del derecho de familia. La esfera penal es 
meramente punitiva mientras la civil es tutelar”. 
c) El último caso61 que se examina de este país, hace referencia a un progenitor que 
solicita régimen de visitas para ver a su hija menor de edad. Este padre, en el 
momento del proceso se encontraba como sospechoso de haber abusado 
sexualmente de su hija, proceso que se encontraba en pleno trámite de investigación 
en sede penal. 
En el presente caso, el padre busca mantener las visitas con su hija menor de edad, 
respecto de quien se le acusa haber ejercido actos de violencia sexual.  
De acuerdo con la información con la que se cuenta, se tiene que ante la edad que tiene la 
niña no es posible que la misma manifieste la ocurrencia de conductas de violencia sexual 
de su padre sobre ella, no obstante, lo que sí es perceptible es su comportamiento que se 
manifiesta en conductas sexualizadas, lo que sugiere que pudiera haber sido objeto de 
violencia sexual.  
El Juzgado, determina que permitir las visitas del padre para con su hija, significaría dar vía 
libre al uso de la relación de asimetría que existe entre él y la niña, lo que pondría en riesgo 
los derechos de la menor de edad, por lo que en consecuencia, ordena suspender el 
régimen de visitas, hasta tanto se obtenga el pronunciamiento de la causa penal que se 
adelanta contra el padre. 
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Consideraciones del despacho: 
- “El delito imputado a la fecha al actor y motivo de causa penal es uno de los 
problemas más graves y profundos que debe enfrentar el derecho y la psicología 
existiendo coincidencia en cuanto al daño físico, psicológico que ocasiona a la 
víctima. 
- Existe una relación asimétrica entre el sospechado y la niña. Toda víctima de delitos 
requiere protección (sentido de la Ley 12.569); ahora bien, si la víctima es un niño 
esta protección debe intensificarse por su vulnerabilidad. 
- No puedo dejar de considerar que esta asimetría también se da en los efectos de 
un régimen de visitas entre el sospechado de abuso sexual y la menor. Si se 
“forzara” a la menor a ver al padre y luego finalmente se comprobara la existencia 
del delito los efectos en la psique de la niña serían irreparables. El adulto tiene 
mecanismos psicológicos de los cuales el niño carece. Es esa mínima posibilidad 
la que la suscrita debe contemplar en aras al primordial interés de la menor”. 
Decisión: 
Por las anteriores consideraciones, el órgano judicial resuelve suspender el régimen de 
visitas ordenado en autos hasta tanto se resuelva en sede penal sobre la existencia o no 
de abuso sexual cuyo imputado es el actor y la víctima la hija menor de edad. 
En Colombia, un asunto similar al planteado en la decisión judicial comentada, es abordado 
por las Defensorías de Familia, de tal manera que ante la evidencia de las conductas 
sexualizadas se disponen de ciertas restricciones a quien como padre es señalado como 
presunto agresor sexual de la menor de edad, lo cual en principio supone un adecuado 
manejo de la situación; sin embargo, es importante que como se ha insistido a lo largo del 
presente documento, la situación se aborde con integralidad y supere las valoraciones 
iniciales y las medidas provisionales que tienden a significar a penas un apoyo cultural que 
no se refleja en las consecuencias que a largo plazo pueden volcarse sobre la vida de quien 




10.2. Estudio comparado con España 
Frente al tema de la violencia sexual ejercida por padres sobre sus hijos, encontramos 
normatividad y jurisprudencia por medio de la cual este país prevé igual que Argentina, 
varias sanciones y regulaciones frente a tal flagelo, así: 
a) Ley Orgánica 10 de 1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 
A continuación expondremos los principales artículos que este código plantea para 
sancionar penalmente a los agresores sexuales: 
 Artículo 178: tal normatividad señala que la conducta consistente en “atentar contra la 
libertad sexual de otra persona, utilizando violencia o intimidación”, será castigada con 
pena de prisión de 1 a 5 años. 
 Por su parte el artículo 179,  denota que cuando “la agresión sexual consista en acceso 
carnal por vía vaginal, anal o bucal, o introducción de miembros corporales u objetos 
por alguna de las dos primeras vías”, la persona responsable de tal conducta, será 
castigada con pena de prisión de 6 a 12 años.  
 A su turno el artículo 180, denota serán castigadas con las penas de prisión de cinco a 
diez años para las agresiones del artículo 178, y de doce a quince años para las del 
artículo 179, cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: “1.ª Cuando la 
violencia o intimidación ejercidas revistan un carácter particularmente degradante o 
vejatorio. 2. ª Cuando los hechos se cometan por la actuación conjunta de dos o más 
personas.3. ª Cuando la víctima sea especialmente vulnerable, por razón de su 
edad, enfermedad, discapacidad o situación, salvo lo dispuesto en el artículo 183.4. ª 
Cuando, para la ejecución del delito, el responsable se haya prevalido de una 
relación de superioridad o parentesco, por ser ascendiente, descendiente o 
hermano, por naturaleza o adopción, o afines, con la víctima. 5. ª Cuando el autor haga 
uso de armas u otros medios igualmente peligrosos, susceptibles de producir la muerte 
o alguna de las lesiones previstas en los artículos 149 y 150 de este Código, sin 
perjuicio de la pena que pudiera corresponder por la muerte o lesiones causadas.2. Si 
concurrieren dos o más de las anteriores circunstancias, las penas previstas en 




 El artículo 181 dispone igualmente, varios tipos de pena de prisión, conforme a la clase 
de conducta que dé lugar a violencia sexual así:  
 
1) Si se trata de actos sexuales no consentidos, como en aquellos eventos en que la 
conducta se realiza sobre personas que se hallen privadas de sentido o de cuyo 
trastorno mental se abusare, así como los que se cometan anulando la voluntad de 
la víctima mediante el uso de fármacos, drogas o cualquier otra sustancia natural o 
química idónea a tal efecto o cuando el consentimiento se obtenga 
prevaliéndose el responsable de una situación de superioridad manifiesta que 
coarte la libertad de la víctima: de 1 a 3 años. 
 
2) Si en los casos anteriores, el abuso sexual consiste en acceso carnal por vía 
vaginal, anal o bucal, o introducción de miembros corporales u objetos por alguna 
de las dos primeras vías: de 4 a 10 años. 
 
 Por su parte el artículo 183, expone varias situaciones en que la víctima es un menor 
de edad, señalando seguidamente la sanción punitiva de prisión,  así:  
 
1) Cuando los actos sexuales se realicen sobre un menor de 13 años de edad: de 
2 a 6 años. 
2) Si el acto se comete con violencia o intimidación sobre la víctima: 5 a 10 años. 
3) Si el ataque consiste en acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal, o 
introducción de miembros corporales u objetos por alguna de las dos primeras 
vías: de 8 a 12 años si es en menor de 13 años y si es con violencia o 
intimidación: de 12 a 15 años. 
4) Si la víctima es menor de 4 años de edad o la conducta se realice prevaliéndose 
de una relación de parentesco, superioridad o por ser ascendiente, en cualquiera 
de los casos anteriores: la pena de prisión tiene un agravante en la mitad 








b) Código de la niñez y adolescencia. 
 
Igual que en Colombia, España cuenta con un código de niñez y adolescencia, en donde 
encontramos varias acciones legales en contra de los efectos del vínculo filial en casos de 
violencia sexual de padres a hijos. 
El artículo 113 aborda el tema de la pérdida de la patria potestad, señalando que lo puede 
ocurrir por: “1. Maltrato físico o psicológico, grave o reiterado del hijo o hija; 2. Abuso 
sexual del hijo o hija; 3. Explotación sexual, laboral o económica del hijo o hija; 4. 
Interdicción por causa de demencia; 5. Manifiesta falta de interés en mantener con el hijo o 
hija las relaciones parentales indispensables para su desarrollo integral, por un tiempo 
superior a seis meses; 6.Incumplimiento grave o reiterado de los deberes que impone la 
patria potestad; y, 7. Permitir o inducir la mendicidad del hijo o hija (negrillas fuera de texto). 
De la misma forma, el artículo 116, expone que es posible la toma de medidas de protección 
a favor del niño, niña o adolescente involucrado, que puede adoptar el juez que decreta la 
perdida de la patria potestad en la misma decisión en la que así lo provee a efectos de con 
posterioridad, poder rehabilitar su ejercicio en caso de ser procedente. 
A propósito del PARD, que como quedo visto en Colombia está regulado en la Ley 1098 de 
2006, la legislación española, contempla en su artículo 235, el proceso de protección de los 
derechos de niños, niñas y adolescentes en el marco del cual se permite: “a) La aplicación 
de medidas de protección cuando se ha producido una amenaza o violación de los derechos 
individuales o colectivos de uno o más niños, niñas o adolescentes; b) El conocimiento y 
sanción de las infracciones sancionadas con amonestación; y, c) El conocimiento y sanción 
de las irregularidades cometidas por las entidades de atención”. 
Así las cosas, la legislación española contempla instituciones que de manera paralela 
tienen cabida en el ordenamiento jurídico colombiano, en cuanto de una parte establece la 
privación de la patria potestad y los casos en los que misma procede, como en Colombia, 
por vía de decreto judicial, denotando la posibilidad de la procedencia de su rehabilitación, 
sin distinguir si opera cuando se trata de privación o suspensión o si en ambos casos, 
contrario a lo que ocurre en Colombia, donde la posibilidad de rehabilitación está reservada 
a la suspensión; para finalmente, denotarse que existe en España, como en Colombia, un 




derechos afectados, cuya efectividad dependerá de la decisión con que se apliquen sus 
instituciones por parte de las autoridades competentes para ello y de la cooperación inter 
institucional con la que se de lugar a la realización de los derechos de los menores de edad, 
afectados por situaciones de violencia sexual ejercida sobre ellos por parte de sus padres.   
c) jurisprudencia de este país: 
En el siguiente apartado, se realiza una relación sucinta de dos fallos judiciales de España, 
relacionados con abuso sexual de padres sobre sus hijos, en donde observaremos la forma 
en que toman las decisiones los tribunales de ese país: 
1) El primer caso62 que se expone, es un fallo desde el ámbito penal, por medio del 
cual se investiga el presunto delito de abuso sexual cometido por un padre sobre su 
hija. 
Se trata de un padre que está siendo investigado al ser señalado de actos de violencia 
sexual sobre su hija menor de edad, lo que ha conllevado un impacto cruento en el 
comportamiento y actitudes de la niña. Con fundamento en los elementos obrantes en el 
plenario y atendiendo a que el relato de la menor de edad, se sustenta sobre criterios de 
verdad, coherencia y no contradicción, el juzgado termina encontrando responsable de los 
actos de violencia sexual al sujeto señalado, imponiéndole una pena de prisión y con ella, 
limitando su cercanía con la niña ante la gravedad de la situación. 
Consideraciones del despacho: 
- “La jurisprudencia exige una cuidada y prudente valoración a fin de ponderar la 
credibilidad del relato de la presunta víctima, exigiéndose la concurrencia en el 
testimonio en cuestión de una serie de pautas o circunstancias que permitan 
apreciar su veracidad, cuales son, la ausencia de incredibilidad subjetiva (que no 
existan elementos que puedan inducir a pensar en la posibilidad de que en el testigo 
concurra algún fin espurio, como la enemistad o el interés), la verosimilitud del 
testimonio (que no sea incoherente o que no contradiga datos periféricos u objetivos 
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y, correlativamente, que puedan encontrarse datos ajenos a esa declaración que 
corroboren su contenido) y la persistencia de la incriminación (que no se observen 
injustificadas contradicciones u omisiones; a lo largo de las sucesivas intervenciones 
del testigo en la causa penal). Estos tres elementos concurren en la declaración que 
Eloisa prestó en el plenario. 
- Las razones y pruebas que se expusieron en el proceso son las que conducen a 
este Tribunal a declarar como ciertos, sin albergar duda alguna, los hechos 
relatados en el juicio por Eloisa. 
- Han de valorarse la cuantificación económica del daño moral que el delito ha 
causado a Eloisa y, en estas circunstancias, no consideramos excesiva la 
indemnización que, en la cuantía de cien mil euros”. 
Decisión: 
De ésta sentencia, resulta relevante observar la decisión que se adoptó, toda vez que 
pareciera que el juez penal no solo sanciona al victimario, sino que establece mecanismos 
para evitar la re victimización de la hija apoyando el restablecimiento de sus derechos: 
“Condenar al procesado como autor responsable de un delito continuado de abuso sexual 
ya definido, no concurriendo circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal, a 
las penas de diez años de prisión, con la accesoria de inhabilitación absoluta, prohibición 
de aproximarse a Eloisa, a una distancia inferior a trescientos metros, prohibición de 
comunicarse por cualquier medio con Eloisa y prohibición de volver a la localidad de 
miajadas o aquella otra en la que resida Eloisa, todas ellas por un tiempo de cinco 
años a contar desde el cumplimiento de la pena privativa de libertad; asimismo, el 
acusado indemnizará a Eloisa con la cantidad de cien mil euros (100.000), cantidad que 
devengará el interés previsto en el artículo 576 de la ley de enjuiciamiento civil”. 
Una decisión de tal calibre, implica una paso agigantado en el desarrollo de las acciones 
de protección que deben emprenderse a favor NNA que son objeto de comportamientos 
aberrantes como la violencia sexual, no por la pena irrisoria que fue impuesta, pero si, por 




b) En el segundo caso63, se conoce de una apelación de un fallo que suspendió las 
visitas de un padre con su hija por indicios de un presunto abuso sexual. La 
pretensión principal radica en que se deje sin efecto la suspensión de visitas y se 
decreten  las comunicaciones con la menor, con mantenimiento de las mismas. 
Se expone el caso de un padre que es investigado por la presunta ocurrencia de violencia 
sexual de su parte y sobre su hija menor de edad, con fundamento en ello, le son 
suspendidas las visitas con su hija mediante decisión judicial, misma frente a la que 
interpone recurso de apelación, en el entendido que al no haber sido condenado debe 
aplicarse en su favor la presunción de inocencia.  
El Juzgado encuentra que existe duda sobre la no responsabilidad del padre en la situación 
que se le imputa, por manera que hasta que la duda no se desvirtué no habrá lugar a tomar 
una decisión diferente a la de suspender las visitas tal y como hasta ahora, por lo que el 
recurso interpuesto contra la decisión inicial, no está llamado a prosperar. 
Consideraciones del despacho: 
- Frente a apelación, el órgano judicial consideró que “existe al menos una duda 
razonable de abuso, que justifica la suspensión acordada en tanto se descarte todo 
indicador negativo, lo que ahora no acontece, esto es, hasta que se garantice la 
ausencia de factor de riesgo y daño para la niña, sin perjuicio, claro está, de que, de 
llegar a despejarse aquella, puedan adoptarse otro tipo de medidas, incluso 
afectantes a la opción de guarda sí se revela beneficioso para Lucía (…). 
- Mas en este momento debe hacerse ponderación de los riesgos a que se somete a 
la niña, aquí en juego, y en situación de empate, si bien en un proceso penal habrá 
de resolverse en favor del reo, haciendo prevalecer los derechos que amparan a 
todo imputado, presunción de inocencia a que alude el recurrente, consagrada en 
el artículo 24 de la Constitución Española, en este concreto de familia, lo que ha de 
hacerse prevalecer es el favor filii, el interés y  beneficio de la hija común, evitándole 
                                                 





en la medida de lo posible, todo riesgo, peligro o siquiera perturbación o molestia 
que pueda derivar del mantenimiento del sistema de contactos”. 
Decisión:  
Por lo anterior se decide desestimar el recurso de apelación interpuesto. 
La decisión adoptada, consulta por la figura de la prevención como elemento de central 
consideración y que discurre en Colombia como factor que sustenta los distintos programas 
institucionales orientados a la niñez y a la adolescencia, pero que termina subsumiéndose 
en el criterio de la protección, en razón a que no es efectivo la prevención o no resulta de 
mayor importancia, a la hora de procurar que situaciones adversas como la violencia sexual 
de padres sobres sus hijos pueda ocurrir. 
Así mismo, es en todo caso destacable que en los procesos judiciales españoles tomados 
como referencia, se le otorga prioridad al estado psicológico de las víctimas, determinando 
las secuelas que ha producido la conducta punitiva y estableciendo las sanciones para 
evitar la revictimización. 
Así observamos, que si bien es cierto el proceso penal que está debatiendo el delito 
cometido por el padre es importante, en punto de la protección personal de la víctima, ese 
proceso resulta ser, en primera medida irrelevante, toda vez que independiente de las 
sanciones que se puedan imponer allí, el juez que conoce de las consecuencias personales 
y psicológicas es el que observa verdaderamente la psiquis y el estado mental de la víctima, 
para así adoptar su decisión. Es un verdadero trabajo interdisciplinario, en donde la prueba 
fundamental son las valoraciones que arrojan las condiciones psicológicas y personales del 
NNA. 
La decisión adoptada, consulta por la figura de la prevención como elemento de central 
consideración y que discurre en Colombia como factor que sustenta los distintos programas 
institucionales orientados a la niñez y a la adolescencia, pero que termina subsumiéndose 
en el criterio de la protección, en razón de la escasa efectividad de la prevención como paso 
de alta importancia, a la hora de procurar que situaciones adversas como la violencia sexual 




10.3 Análisis del derecho y jurisprudencia comparada. 
Una vez observado este panorama, es preciso resaltar que si bien es cierto cuando se analiza 
una problemática social debe realizarse dentro de su entorno y con base en la legislación que 
le aplica, es importante observar algunos aspectos positivos de la experiencia y normatividad 
de otros países, los cuales, aunque no pueden tenerse en cuenta directamente, si nos da un 
panorama sobre el tratamiento que le dan a las vulneraciones de los niños, en otros Estados, 
en este sentido, a continuación se destacan los aspectos relevantes de la normatividad, de 
las consideraciones y fallos emitidos por estos órganos judiciales internacionales, resaltando, 
a criterio de la suscrita, cuales son los aspectos que el legislador colombiano debería atender, 
para cualificar la protección de los menores de edad en punto del restablecimiento de 
derechos: 
 
• En Argentina se prevé la posibilidad de que en el mismo proceso de patria potestad se 
pueda solicitar la supresión del apellido del padre abusador en caso de abuso sexual, ante lo 
cual, se comparten las consideraciones expuestas, ya que es para el NNA indignante portar 
el apellido de la persona que le ha causado un daño psicológico de tal magnitud, a un niño, 
niña y adolescente. 
 
• En Argentina y en España, los indicios de un presunto abuso sexual, son razón 
suficiente para suspender cualquier contacto del padre con su hija, cuando previamente se ha 
realizado una valoración psicológica idónea; el argumento que se expone resulta totalmente 
razonable, toda vez que no podría pensarse que las visitas continuaran y que tiempo posterior 
se comprobase estas conductas, ya que resultaría una exposición flagrante de la víctima con 
su victimario. Recalcando que esta víctima reviste unas características especiales y 
prevalentes, toda vez que un niño no tiene la misma posibilidad de defensa que un adulto y 
que las consecuencias psicológicas de una abuso sexual en la infancia podrían resultar 
irremediables y más aún cuando es por parte de su progenitor, quien era el encargado de su 
protección y cuidado, y no de afectar su estado emocional, físico y psicológico.  
 
• En Argentina se recalca la importancia de dar aplicación a la Observación N° 12 del 
Comité de Derechos humanos, en la que se expone que es deber de los Estados escuchar 




como se denota que el Derecho de Familia es autónomo frente a las decisiones penales, es 
decir, si para la justicia penal no existieron argumentos sostenibles con los que se pudiera 
juzgar a un padre por presunto abuso sexual, no quiere decir ello que un proceso de familia 
tenga que basarse exclusivamente en estas consideraciones, toda vez que la prevalencia de 
los derechos del niño implican un análisis mayor, es por ello que, si de la valoraciones que el 
juez de familia realice a los NNA se establece un temor fundado sobre su padre, se podrá 
suspender el contacto con el mismo, atendiendo que no se puede exponer, en caso de duda, 
a un niño con la persona que ha abusado de él. Es aquí el momento en que juega un papel 
fundamental la opinión del niño, claro está con el apoyo de los profesionales idóneos que 
puedan evaluar estas afirmaciones. 
 
• En España, los jueces penales no solo deben establecer los años de prisión que debe 
cumplir el condenado, sino que prevé que el victimario en algún momento puede cumplir su 
condena, por lo que impone que no se podrá acercar a la víctima; incluso, prohíbe al padre 
vivir en la misma provincia que su hija. Lo cual resulta totalmente idóneo, ya que las 
consecuencias psicológicas de ésta conducta, no las padece la víctima solo por el tiempo en 
que el abusador permanece en una prisión, por el contrario, puede permanecer durante toda 
su vida, por lo que sería indignante el hecho de volver a tener contacto o incluso saber que 
su victimario se encuentra cerca de ella. 
 
• La normatividad de España establece que dentro del proceso que ordene la privación 
de la patria potestad, el Juez dispondrá una o más medidas de protección para el niño, niña 
o adolescente y sus progenitores, con el objeto de favorecer las circunstancias que justifiquen 
una posterior restitución de esta potestad, con lo cual se evitan desgastes judiciales, ya que 
en un solo trámite se pueden establecer las medidas que se requieren para el restablecimiento 
de los derechos de los NNA. 
 
11. La afectación al derecho fundamental a tener una familia, como agravante de la 
Violencia sexual en contra de los niños, las niñas y adolescentes. 
 
Como se ha evidenciado, este trabajo refleja un estudio sobre una problemática que está 
afectando a los NNA y con la cual se les está vulnerando sus derechos fundamentales, 




reprochable, se torna más compleja cuando nos encontramos con que la misma no fue 
cometida por un extraño o una persona ajena a la familia, sino por los propios padres sobre 
sus hijos menores de edad. 
 
Este “gran drama oculto de miles de familias que, en su castillo de la pureza, en su doble 
moral,  y en otros casos en su ignorancia, permanecen en esta promiscuidad sexual, 
abrumadora cuando se escucha por primera vez y abrumadora cuando se escucha muchas 
veces, (..) Asombrosa para quienes ignoran la existencia de este crimen oculto que existe 
con una incidencia que rebasa cualquier expectativa”64. 
 
Partiendo de lo expuesto, es indispensable conocer lo que implica y los efectos que tiene 
el derecho a tener una familia y con ellos, la relación paterno filial, la cual se convierte en 
un agravante de ésta conducta, no solo a nivel jurídico, sino que amerita un abordaje 
interdisciplinar y holístico del fenómeno afectador de derechos. 
 




La Corte Constitucional de Colombia fue constituida para la guarda de la integridad y 
supremacía de la Carta Política y dentro de sus múltiples funciones,  conoce de manera 
exclusiva de los asuntos de constitucionalidad cuyo análisis le confía la Carta Política en su 
condición de intérprete autorizado, por lo que marca las reglas jurisprudenciales sobre el 
alcance de las normas contenidas en la Constitución, según lo dispuesto en el artículo 239 
de la Constitución y el artículo 44 de la Ley 270 de 1996. En este sentido y como protectora 
de los derechos fundamentales de las personas, especialmente los NNA, gozan de la 
facultad discrecional de selección de las tutelas para la revisión de las decisiones judiciales 
emitidas en sede de acción de tutela.65 
 
                                                 





De acuerdo con este papel fundamental, consideramos indispensable conocer cuáles han 
sido los pronunciamiento de este alto tribunal, frente al vínculo filial en los casos de violencia 




11.2 Pronunciamientos de la Corte Constitucional de Colombia, frente a los efectos 
de la relación paterno filial entre la víctima y el victimario. 
 
Las intervenciones de la Corte Constitucional en temas de violencia sexual de padres a 
hijos se ha evidenciado en dos aspectos, el primero en cuanto a los errores por vía de hecho 
fáctico y probatorio de los procesos penales que investigan el presunto delito; y el segundo, 
en cuanto al derecho de visitas y el contacto entre los padres y sus hijos. 
 
Frente al primero aspecto, y aunque el eje central de este trabajo no son los procesos 
penales, es preciso señalar que la Corte dentro de estos pronunciamientos, también ha 
resaltado el principio de pro infans y ha manifestado que en cualquier proceso en donde se 
debatan los derechos de los niños, deben tenerse en cuenta sus declaraciones y en caso 
de conocimiento de estas presuntas vulneraciones debe informarse a las autoridades 
competentes para que adopten las medidas de protección a las que haya lugar66. 
Ahora bien, en cuanto a las acciones de tutela en donde se debate el contacto del hijo con 
su padre en casos de violencia sexual, es importante resaltar las consideraciones de la 
Corte, así: 
 
o En cuanto a la pertinencia de adoptar medidas urgentes 
 
En primer lugar, alude que las medidas adoptadas en sede de revisión solo son 
provisionales y de urgencia, toda vez que no remplaza los procesos que el legislador ha 
dispuesto para adoptar las medidas de restablecimiento de derechos pertinentes, por lo que 
                                                 




“serán las autoridades correspondientes quienes en definitiva resuelvan sobre la custodia 
y cuidado de la menor”67. 
 
o En relación con la adopción de las medidas provisionales por la presunción a favor 
de los NNA. 
 
La Corte Constitucional reconoce las facultades que se les ha otorgado a los estrados 
judiciales y administrativos que tienen como función investigar penalmente al presunto 
victimario y adoptar las medidas de restablecimiento de derechos a favor de la presunta 
víctima, previo las valoraciones a que haya lugar; y consideran, que estas autoridades, en 
ciertas circunstancias, no deben esperarse a tener todo el material probatorio para adoptar 
medidas de urgencia, toda vez que cuando exista una  amenaza fundada y grave de que 
los NNA sean víctima de abusos es impostergable adoptar de manera inmediata cualquier 
medida para proteger la integridad física del menor de edad.68 Al respecto resaltan que 
“resulta evidente que la primera decisión recomendable, antes, de cualquier otra 
determinación tenía que ver con la suspensión de las visitas por parte del padre –presunto 
violador”69. 
 
La Corte ha hecho múltiples llamados a las autoridades competentes en el restablecimiento 
de derechos de los NNA, porque considera que una entidad oficial no está cumpliendo con 
sus funciones en lo referente a la protección de los derechos fundamentales si, una vez tiene 
conocimiento de los hechos y analiza la magnitud del daño, no emplea de manera razonable 
y proporcionada todos los recursos con los que cuenta para prevenir o impedir las conductas 
que vulneran a los niños. 
 
En este sentido, ha hecho hincapié en que las autoridades no pueden limitarse a tramitar de 
manera somera estas solicitudes, sino que  deben adoptar decisiones de fondo de manera 
inmediata, ya que si en el transcurso del tiempo no se realizan acciones contundentes, existe 
un  inminente riesgo de  que su pronunciamiento sea tardío, su protección ineficaz y su 
reparación ilusoria. 
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o Frente a la viabilidad de afectar el derecho fundamental de la familia. 
 
Como sabemos, la familia goza de una protección especial por parte del Estado, razón por la 
cual, cualquier acción que pueda afectarla debe estar debidamente sustentada y únicamente 
será procedente cuando quiera que las particularidades del caso indiquen claramente que 
ésta no es idónea para cumplir con sus funciones básicas en relación con el interés superior 
del menor de edad. 
 
Al respecto, se han fijado unas reglas o criterios jurisprudenciales para que proceda esta 
injerencia en la familia, como lo vimos anteriormente:“(i) la existencia de claros riesgos para 
la vida, la integridad o la salud del menor, (ii) los antecedentes de abuso físico, sexual o 
psicológico en la familia, y (ii) en general todas las circunstancias frente a las cuales el artículo 
44 de la Carta ordena proteger a los niños: “serán protegidos contra toda forma de abandono, 
violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y 
trabajos riesgosos”70. 
  
o Respecto a las medidas complementarias que deben adoptar las autoridades 
competentes: 
 
Además de las consideraciones expuestas, la Corte ha sido enfática en establecer que cuando 
se presenta cualquier conducta que afecte a los NNA y especialmente cuando la familia se 
está convirtiendo en el agente vulnerador, deben adoptarse las medidas psicosociales 
pertinentes para que los padres “adquieran conciencia sobre los cuidados y el amor que deben 
brindarle a su hijo, de tal forma que se propicie un ambiente armónico y adecuado que 
garantice la evolución de su libre desarrollo de la personalidad y especialmente que asegure 
la integridad física y mental.”71, razón por la cual, en sus decisiones ordenan a las autoridades 
remitir a la familia a intervenciones de tipo psicológico para superar las afectaciones que se 
hayan generado. 
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Como observamos, desde la Corte Constitucional se han fijado criterios que sirven de base 
para que las autoridades administrativas adopten decisiones frente al derecho a tener una 
familia, sin embargo, consideramos que siguen siendo temerosos en analizar y empezar a 
determinar otras medidas que realmente consulten por la restauración de la dignidad de los 
niños, ya que como observamos, pareciere que solo se enfocan en la separación física de 
los niños con sus padres, pero no se desarrolla los efectos alternos y consecuencias 
jurídicas de que el victimario, sea el padre de la víctima. 
 
11.3 El vínculo filial. 
 
Como se mencionó anteriormente, la violencia sexual que cualquier persona comete en 
contra de un NNA es una conducta reprochable, pero resulta aún más denigrante cuando 
“contrario a la creencia de que la familia es un lugar donde las personas pueden encontrar 
afecto y protección, es prácticamente el ámbito “privilegiado” de maltrato y particularmente 
de violencia sexual contra los niños y niñas”72. 
 
La familia en muchas ocasiones resguarda esta problemática y esto conlleva a que 
personas que tienen un vínculo filial se conviertan en víctima y victimario, fenómeno que 
debe diseccionarse para comprender sus alcances. La filiación como institución jurídico-
social es en muchas ocasiones, el catalizador de los efectos negativos de la violencia sexual 
cometida de padres a hijos, en esa medida conocer su naturaleza y efectos permite conocer 
las medidas idóneas y necesarias para la restitución de derechos de los NNA víctimas de 
abuso sexual incestuoso.  
 
El vínculo filial ha sido definido por múltiples doctrinantes, pero nos resulta clara y muy 
completa la definición expuesta por Roberto Suarez, en la cual precisa que “La filiación es 
el vínculo jurídico que une a un hijo con su madre o con su padre y que consiste en la 
relación de parentesco establecida por la ley entre un ascendiente y un descendiente de 
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primer grado, encuentra su fundamento en el hecho fisiológico de la procreación, salvo 
obviamente en la adoptiva que corresponde a una creación legal”73. 
 
En el mismo texto encontramos que el autor se refiere a la filiación de la siguiente manera 
“(…) es un estado jurídico que la ley asigna a determinada persona, como consecuencia de 
la relación natural de procreación que la liga con la otra. Es un Estado social en cuanto se 
tiene con respecto a otra u otras personas; es un estado civil, por cuanto implica la situación 
jurídica del hijo frente a la familia y a la sociedad, lo cual determina su capacidad para el 
ejercicio de ciertos derechos y el cumplimiento de determinadas obligaciones. 
Indistintamente, los hijos matrimoniales y extramatrimoniales son sujetos de derechos 
personales y patrimoniales, reglamentados de manera minuciosa por la ley; unos se derivan 
de la autoridad paterna, como los de crianza, educación y establecimiento, y otros de la 
patria potestad al tutelaje de sus bienes y a la representación de su persona; todos estos 
derechos imponen correlativamente las obligaciones de respeto, obediencia, socorro, todo 
lo cual, como se dijo, es la consecuencia del estado que surge de la relación paterno-filial”74. 
 
En otra perspectiva, el profesor John Freddy Saza Pineda75 añade que la importancia del 
vínculo filial irradia tres campos concretos, en primer lugar tiene una importancia para el 
individuo, puesto que desde las respuestas a su origen puede desarrollarse como individuo 
poseedor de identidad y consolidar su propio yo; en segundo lugar tiene una importancia 
para la familia pues es la causa y catalizador de los lazos de fraternidad, afecto y protección 
que deben subsistir en los miembros que componen una familia; por ultimo adquiere 
importancia para el Estado, pues ofrece un entendimiento de la organización política y un 
fortalecimiento del sistema político, pues con una institución familiar fuerte, se asegura la 
cohesión social, la convivencia pacífica, y evita los conflictos personales y económicos.  
 
Debido a su importancia, este vínculo ha sido objeto de protección y de una regulación 
jurídica exhaustiva, incluso la jurisprudencia de las altas cortes ha basado su ratio decidendi  
en la importancia de este vínculo y han sostenido que “La filiación es el vínculo jurídico de 
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parentesco establecido por la ley entre ascendentes y descendientes de primer grado, que 
da lugar a un estado civil, de suyo indivisible, indisponible e imprescriptible”76(Negrillas 
fuera de texto). 
 
Esta acepción de la Corte Suprema de Justicia presenta gran importancia, toda vez que 
gracias a este vínculo filial y al parentesco, se conforma la familia; institución jurídica que 
es considerada núcleo fundamental de la sociedad y por la que “los distintos Estados han 
advertido la necesidad de dotarla de un sustrato material que le permitiera satisfacer sus 
necesidades básicas para que pueda surgir y desarrollarse sin traumatismos” y, de igual 
modo, “han advertido la necesidad de brindarle una protección jurídica preferente”, una de 
cuyas formas es el amparo de su patrimonio, mientras que otras consisten en el 
establecimiento de “la igualdad de derechos entre hombres y mujeres”, en la consideración 
especial de los niños “como titulares de derechos fundamentales” o en el suministro de 
“especial protección a los adolescentes y a las personas de la tercera edad”. El carácter 
institucional de la familia y la protección que, en razón de él, se le dispensa tienen 
manifestación adicional en la regulación que el Constituyente confió de manera primordial 
a la ley, encargada, por ejemplo, de desarrollar lo concerniente a la primogenitura 
responsable y, en lo atinente al matrimonio, de establecer sus formas, la edad y capacidad 
para contraerlo, los deberes y derechos de los cónyuges, su separación y la disolución del 
vínculo, puesto que “aun cuando el texto superior le confiere plena libertad a las personas 
para consentir en la formación de la familia, no por ello deja a su total arbitrio la 
consolidación de la misma, pues en todo caso somete su constitución a determinadas 
condiciones, a fin de otorgarle reconocimiento, validez y oponibilidad a la unión familiar”77. 
 
Esta relación entre padre e hijos “produce múltiples consecuencias para conferir derechos 
y para imponer obligaciones; como también para crear inhabilidades o impedimentos”78. 
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De lo relacionado anteriormente, se puede establecer que el vínculo filial es una  relación 
jurídica objetiva, pero de gran complejidad, de un alto contenido humano y social79  y que 
trae consigo derechos y obligaciones que pueden clasificarse en personales, patrimoniales 
y de representación; efectos que deben evaluarse en presencia de la violencia sexual de 
los padres contra los NNA con el fin de valorar su teleología y su subsistencia ante el 
acaecimiento del delito y especialmente deben reconocerse si los efectos que a 
continuación se relacionan impactan o no en el restablecimiento de los derechos de los 
NNA, toda vez que los mismos, se constituyen en el lazo filial que une al NNA víctima y a 
su victimario. 
 
11.4 Efectos personales de la relación paterno filial 
 
Los efectos personales del vínculo filial tienen un contenido moral e intangible que se ve 
reflejado en el trato diario entre padre e hijo, el cual coadyuva en el desarrollo integral del 
NNA y en la estabilidad emocional del padre, especialmente en su adultez.   
 
Si bien es cierto, estos efectos personales se desarrollan dentro de la privacidad de la 
familia, el Estado tiene una protección especial frente a sujetos vulnerables, como los NNA, 
que permite que se regulen estas relaciones personales, toda vez que tienen una 
implicación directa con la garantía del cumplimiento de los derechos fundamentales de los 
menores de edad. 
Los efectos personales están atados a la responsabilidad parental que tienen los padres 
frente a sus hijos, la cual ha sido descrita por el artículo 14 de la Ley 1098 de 2006 como 
“la obligación inherente a la orientación, cuidado, acompañamiento y crianza de los 
niños, las niñas y los adolescentes durante su proceso de formación. Esto incluye la 
responsabilidad compartida y solidaria del padre y la madre de asegurarse que los niños, 
las niñas y los adolescentes puedan lograr el máximo nivel de satisfacción de sus 
derechos.  En ningún caso el ejercicio de la responsabilidad parental puede conllevar 
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violencia física, psicológica o actos que impidan el ejercicio de sus derechos” (Negrillas 
fuera de texto). 
Como se aprecia, esta responsabilidad parental busca el desarrollo integral y armónico del 
hijo a través del amor, la confianza y un trato respetuoso, aportando elementos para que el 
NNA tenga la capacidad de afrontar las dificultades y así mismo corregir sus conductas 
inapropiadas. 
 
Frente a los derechos personales de la relación paterna filial, tanto de padres a hijos como 
viceversa, podemos encontrar algunas disposiciones en el código civil colombiano, en 
donde se relaciona la obligación de los hijos de respeto y obediencia hacia sus padres”80 
“pues se entiende que si éstos respondieron por sus descendientes durante su etapa de 
desarrollo, deban ser socorridos por ellos a la hora de carecer de recursos para vivir”81. 
 
La anterior regulación resulta necesaria, toda vez que no sería “aceptable admitir que un 
papá o una mamá tengan tan solo obligaciones”82 y que no se les puedan retribuir los 
esfuerzos personales y patrimoniales que realizaron en la etapa de infancia de sus hijos. 
 
Respecto a nuestra investigación, es preciso llamar la atención en este punto, ya que si 
bien es cierto la norma regula de manera adecuada el deber de asistencia de los hijos para 
con sus padres, es importante señalar que en los casos en que un NNA fue víctima sexual 
de su propio padre, deberá analizarse con detenimiento el cumplimiento de este deber, toda 
vez que en varios casos, podremos encontrarnos con personas que fueron abusadas en su 
niñez por su progenitor y esta obligación de asistencia que requiere conductas de amor y 
respeto, no se le puede exigir por justas razones; en estos eventos, es en donde debemos 
empezar a analizar, si este efecto de la relación paterno-filial debe romperse desde el 
momento en que el Estado conoce e interviene en una violencia sexual, para evitar, este 
tipo de exigencia legal a una víctima a favor del victimario. 
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Otro de los derechos personales que el Código Civil relaciona frente al vínculo filial, es lo 
pertinente al deber de los padres de brindar el cuidado personal de la crianza y educación 
de sus hijos83. Estas obligaciones de los padres, que a su vez son derechos de los NNA son 
inherentes a la persona y por tanto, aunque exista una privación o suspensión de la patria 
potestad “por tratarse de regímenes distintos y separables (…) no afecta de forma negativa 
el bienestar del niño, pues los padres mantienen vigentes las obligaciones para con ellos”84. 
 
Al respecto, la Corte Constitucional ha insistido en que “los vínculos  familiares y con ellos 
el cariño y el amor, son el componente primigenio indispensable que garantiza el desarrollo 
armónico e integral de los NNA, así como la evolución del libre desarrollo de su personalidad 
y en general, incide directamente en el ejercicio pleno de sus derechos “85. 
 
Estos derechos y obligaciones personales de los padres hacia sus hijos,  los cuales asumen 
desde el mismo momento en que los conciben, son de tal importancia, que su 
incumplimiento o negligencia vulneran o amenazan los derechos de los NNA.  
 
Pero bueno, si bien los presupuestos antes mencionados constituyen regla general que ha 
demarcado inclusive el tratamiento del restablecimiento de derechos de NNA por 
situaciones diversas a la violencia sexual, llegando a formularse la “La regla de la 
presunción a favor de la familia biológica, según la cual, las medidas estatales de 
intervención en la vida familiar, únicamente pueden traer como resultado final la separación 
de los menores de dieciocho años, cuando quiera que ésta no sea apta para cumplir con 
los cometidos básicos que le competen en relación con los niños, las niñas y adolescentes, 
o represente un riesgo para su desarrollo integral y armónico. En el mismo sentido, el 
Código de la Infancia y Adolescencia colombiano consagra el derecho de los niños a 
conocer a sus padres y a ser cuidados por ellos”86, lo cierto es, que el contenido normativo 
que antecede, se torna flexible, bien por voluntad o por ser necesario. 
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En el primero de los enunciados, por voluntad, la asunción del cuidado personal, la crianza 
y la educación de los hijos por ambos padres, se relativiza cuando uno o los dos, 
desconocen el deber que conjuntamente están llamados asumir, por cuanto no está en su 
fuero actuar de manera distinta, es decir se abandonan los deberes y como tal al hijo, 
generando con ello la afectación de sus derechos y dando lugar a la antípoda de la regla 
jurisprudencial de presunción a favor de la familia. 
 
El segundo enunciado, por ser necesario, tendría cabida cuando se remueve la relación 
paterno filial entre el padre agresor y el NNA víctima, en un escenario de violencia sexual, 
lo que daría lugar a que el deber de cuidado que como líneas antes se anticipó conlleva el 
de garantizar derechos de los padres hacia sus hijos y la consiguiente obligación de ayuda 
de los hijos frente a sus padres, se torne inaplicable, en el entendido de la ausencia de 
legitimidad del padre para ejercer su rol como tal, al derruir el presupuesto central de la 
construcción de la sociedad: la familia, que como tal debe sustentarse en principios de 
confianza y solidaridad reciproca.  
 
Sumado a lo anterior, hay que señalar que si bien es cierto el derecho al cuidado, al amor 
y a la crianza no se extingue ni siquiera con la terminación de la patria potestad, es 
indudable admitir que estos derechos personales se deben reevaluar cuando el padre 
violenta sexualmente a su hijo, porque el fin que el Legislador previó para estos derechos 
y deberes personales, es de contribución en el desarrollo emocional del niño, pero es 
evidente que el victimario no puede aportar de manera idónea en este desarrollo, incluso, 
en cada caso, deberá analizarse si en los eventos en que el victimario continúa participando 
en la vida emocional del niño, lo reevictimiza y/o agrava las secuelas psicológicas que ya 
le han causado las conductas delictivas de su padre. 
En este punto, podemos recordar que el deber de crianza, cuidado personal y educación  
presupone el contacto personal entre el padre y el hijo, por lo que el progenitor tiene el 
deber de definir pautas de crianza, aportar para su desarrollo integral, coadyuvar para que 
el niño tenga conductas adecuadas, entre otras acciones que se pueden ejercer a través 




“El derecho de visitas de los niños, niñas y adolescentes por su naturaleza y finalidad es un 
derecho familiar del cual son titulares conjuntos tanto los padres como los hijos y cuyo 
ejercicio debe estar encaminado a cultivar el afecto, la unidad y solidez de las relaciones 
familiares”87. 
Lo anterior debe examinarse de cara a lo que ha dispuesto la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, a efectos que las autoridades competentes para tomar decisiones en temas 
de visitas de padres para con sus hijos, lo observen como criterio orientador frente a la 
posibilidad de no permitir el contacto del abusador con su hijo víctima, de tal suerte que la 
Corte ha señalado que: “Dentro de las situaciones identificadas por la jurisprudencia 
constitucional que ameritan la separación de los niños y niñas de su entorno familiar, al no 
cumplirse las exigencias básicas para asegurar el interés superior de la niñez, se 
encuentran las siguientes (…); (ii) los antecedentes de abuso físico, sexual o 
psicológico en la familia; (…)”88; a partir de lo que es posible comprender, que las 
decisiones que se adopten respecto de la concesión o no del contacto, entre padre e hijo 
(abusador y víctima, en el marco de la violencia sexual), no debe ser tomadas a la ligera, 
de suerte que cobra especial relevancia la adecuada formación y conciencia con que deben 
contar quienes operan el derecho de niñez y adolescencia como autoridades 
administrativas e inclusive judiciales, que en muchas oportunidades antes que consultar por 
el interés superior del NNA, pudieran estar actuando con orientación decisional injustificada 
jurídicamente y sustentada en su lugar, por razones extralegales (personales, de 
familiaridad o de agrado)  que pueden llegar a desdibujar el tratamiento adecuado de casos 
de suma gravedad, que con el mismo rigor deberían ser abordados.  
De otra parte, una vez se realiza una búsqueda en la Legislación actual, para explorar 
posibles criterios que deban tenerse en cuenta para regular las visitas de padre a hijos, nos 
encontramos con que el Legislador no ha abordado el tema de manera específica, sino de 
manera general.  
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De esta forma, las herramientas normativas con las que cuentan las autoridades 
competentes para adoptar sus decisiones respecto a la visitas, se basan en un criterio que 
podría calificarse de amplio, en el que pudieran caber todas las decisiones que se adoptaran 
al respecto y que consiste en la aplicación del principio de interés superior del niño, la niña 
o adolescente, por lo que, en cada caso en particular, se propone el análisis de los factores 
que rodean la relación paterno filial. En aquellos casos en que se hubiera perdido la patria 
potestad, por lo general se analiza la causal por la que se fundamentó dicha terminación, 
para así determinar la procedencia o no de la reglamentación de visitas. 
Conforme lo antes dicho, hay que destacarse la trascendencia del papel de la autoridad 
administrativa que decide y la del psicólogo que interviene brindando insumos a dicha 
autoridad, ya que en conjunto deben analizar varios factores para determinar la pertinencia 
o no de reglamentar las visitas entre la víctima y el presunto victimario. 
A partir de lo anterior, es posible observar que si el acceso a la justicia funcionara de manera 
armónica, en cuanto se refiere a trámites y decisiones céleres y oportunas, y se 
comprendiera, que situaciones como la separación del padre respecto del hijo, acarrean un 
fuerte impacto en la estabilidad personal de este último, se evitaría que en aquellos casos 
en el que el padre fuera declarado inocente, la separación con el hijo perdurara 
injustificadamente en el tiempo, mientras que en aquellos casos en que la responsabilidad 
frente a la conducta de violencia sexual estuviere demostrada, se superara la interinidad de 
las decisiones que se adoptan de manera preventiva por la autoridad administrativa y se 
cobraran especial eficacia al tener mayor asiento en decisiones firmes al respecto. 
De la misma manera, hay que decir, que no deja de ser frecuente que a pesar de ser 
necesario fundar las decisiones en materia de visitas y custodia de hijos objeto de violencia 
sexual por uno de sus padres, en criterios objetivos, en muchas oportunidades surgen unos 
de carácter subjetivo que cobran especial relevancia, cuando en muchos casos el vínculo 
filial entre el padre y el hijo, es utilizado como mecanismo de venganza entre los padres, 
quienes utilizan a sus hijos como herramientas perfectas para demostrarle al otro, quien 
tiene el control y quien puede lastimar más, de tal suerte que en ese orden, el tratamiento 
adecuado de las situaciones de violencia sexual de padres sobre sus hijos, no implica 




institucional se fortalece y cualifica y lo social se forma, orienta y concientiza, podrá 
avizorarse un avance para poder evitar, que derechos de NNA se afecten inclusive de forma 
irreparable, cuando ocurren disputas de pareja, escenario este último recurrente para 
afirmar una posible violencia sexual de padres hacia hijos.   
11.5 Efectos patrimoniales y de administración de la relación paterno filial. 
 
La relación paterno filial no sólo concibe derechos personales entre padres e hijos, por el 
contrario, la ley reconoce que los NNA se encuentran en una etapa de desarrollo, que 
requiere de una o varias personas que los representen y les administre sus bienes, que de 
manera preferente son sus padres. Este matiz es importante por cuanto constituye una 
relación de orden legal que necesariamente debe verse alterada por el hecho de la violencia 
sexual de los padres hacia los hijos. 
 
Los derechos patrimoniales y de representación han sido reglamentados por el Código  
Civil, en su título XIV, en el cual se hace alusión a la patria potestad, figura jurídica que 
recoge estos derechos. 
 
Respecto a la patria potestad, es importante iniciar recalcando lo que ha precisado la Corte 
Constitucional: “la patria potestad es el conjunto de derechos y facultades que la ley atribuye 
al padre y a la madre sobre la persona y bienes de los hijos no emancipados, para facilitar 
a aquellos el cumplimiento de los deberes que su condición les impone, es decir, para 
garantizar respecto de los hijos su protección, bienestar y formación integral, desde el 
momento mismo de la concepción, y mientras sean menores de edad y no se hayan 
emancipado (…)Los derechos que comprende la patria potestad, se reducen a: (i) al 
usufructo de los bienes del hijo, (ii) al de administración de esos bienes, y (iii) al de 
representación judicial y extrajudicial del hijo. En relación con el derecho de representación, 
la legislación establece que el mismo es de dos clases: extrajudicial y judicial. El primero, 
se refiere a la representación que ejercen los titulares de la patria potestad, sobre los actos 
jurídicos generadores de obligaciones que asume el hijo, y que no involucran 
procedimientos que requieran decisión de autoridad. El segundo, el de representación 
judicial comporta las actuaciones o intervenciones en procedimientos llevados a cabo, no 




participar o intervenir el hijo de familia, ya sea como titular de derechos o como sujeto a 
quien se le imputan responsabilidades u obligaciones. En cuanto a los derechos de 
administración y usufructo, éstos se armonizan con el de representación, y se concretan en 
la facultad reconocida a los padres para ordenar, disponer y organizar, de acuerdo con la 
ley, el patrimonio económico del hijo de familia y lograr de él los mejores rendimientos 
posibles, constituyéndose, el usufructo, en uno de los medios con que cuentan para atender 
sus obligaciones de crianza, descartándose su utilización en beneficio exclusivo de los 
padres”89. 
Como último punto respecto de la patria potestad, es importante recalcar que en algunas 
ocasiones y por conductas reprochables a los padres, puede llegar a suspenderse o 
terminarse judicialmente, de acuerdo con lo estipulado en los artículos 310 y 315 del Código 
Civil Colombiano.  
 
Al respecto “el legislador estableció una serie de causales de suspensión y otras de 
terminación de la patria potestad, dado que en aras de la garantía del interés superior del 
menor quienes no cumplen sus responsabilidades como padres o con sus actuaciones se 
hacen indignos de ejercer la representación de sus hijos, deben cesar temporal o 
definitivamente con la titularidad de las facultades que tal condición les otorga la ley, para 
que en su lugar sea un guardador (tutor o curador) quien brinde la protección especial que 
requiere el hijo”90. 
 
En lo atinente a la suspensión de la patria potestad, en el artículo 310 del Código Civil se 
establecieron como causales la “demencia, por estar en entredicho de administrar sus 
propios bienes y por su larga ausencia”. Las consecuencias de la suspensión “son 
meramente temporales puesto que superadas las circunstancias que motivaron la decisión 
del juez de familia de inhabilitar a uno de los padres en el ejercicio de la patria potestad, es 
posible que éste logre su restablecimiento mediante el proceso verbal a que alude el 
parágrafo 1º numeral 2 del artículo 427 de Código de Procedimiento Civil”91.  
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Por las causales mencionadas y por el efecto que produce la suspensión de la patria 
potestad, se determina que la violencia sexual no está comprendida como factor 
determinante para suspender los derechos inherentes a la patria potestad. 
 
Ahora bien, frente a las causales que ha establecido la ley para terminar la patria potestad,  
podemos señalar el maltrato del hijo, el abandonado al hijo, la depravación, la condena a 
pena privativa de la libertad superior a un año o cuando el adolescente hubiese sido 
sancionado por los delitos de homicidio doloso, secuestro, extorsión en todas sus formas y 
delitos agravados contra la libertad, integridad y formación sexual y se compruebe que los 
padres favorecieron estas conductas sin perjuicio de la responsabilidad penal que les asiste 
en aplicación del artículo 25 numeral 2 del Código Penal92. 
 
Una vez relacionadas estas causales, se observa que la violencia sexual se puede 
configurar en tres de las cinco causales dispuestas para terminar la patria potestad; la 
primera, por maltrato del hijo, toda vez que como lo vimos en los conceptos relacionados 
anteriormente, la violencia sexual comprende un maltrato infantil, en los términos del 
artículo 18 de la Ley 1098 de 2006; la depravación, entendiéndola como “viciar con malas 
doctrinas o ejemplos las costumbres, la fe”93; y finalmente por haber sido condenados a 
pena privativa de la libertad superior a un año, en los eventos en que ya hubieran sido 
condenados.  
 
Por lo anterior, la violencia sexual ejercida por los padres sobre sus hijos, es una conducta 
suficiente para que cualquier consanguíneo del hijo, el abogado Defensor de familia y el 
juez de oficio, interpongan demanda judicial para terminar la patria potestad. 
Frente a los efectos de la terminación de la patria potestad, el alto tribunal constitucional se 
ha referido al respecto y ha mencionado que “los efectos de la terminación tienen carácter 
definitivo, siendo imposible su recuperación, puesto que su consecuencia es la 
emancipación del hijo94. 
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Frente a estos efectos es preciso recalcar que en cualquier caso, “la suspensión o 
terminación de la patria potestad, no libera ni exonera a los padres de los deberes que 
tienen para con los hijos, manteniéndose vigente la obligación de proveer alimentos en favor 
de ellos, al igual que los deberes de crianza, cuidado personal y educación95. 
Así las cosas, con una visión de protección integral de NNA víctima de violencia sexual, 
debe orientarse el accionar de la autoridad administrativa y con ella, el de las distintas 
entidades del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, hacia la garantía inmediata de los 
derechos fundamentales del menor de edad objeto de violencia sexual, espacio este último 
en el que resultaría útil que estas autoridades analizaran que la iniciación de acciones 
judiciales como la de privación de la patria potestad, sin oponer a ello, como ocurre en la 
práctica, la ausencia de petición de parte y una condena penal, puede coadyuvar a evitar 
dilaciones del acceso a la justicia y afectaciones en el día a día del NNA y su familia, porque 
por ejemplo, resultaría indignante que deba pedírsele un permiso de salida de país al padre 
victimario, para que su hijo pueda viajar, es decir, se seguiría permitiendo que el padre 
interviniera en decisiones trascendentales para el NNA. 
 
11.6 El Registro Civil: Documento idóneo para demostrar el vínculo filial. 
 
Una vez se han establecido las características propias de la relación paterno filial, podemos 
confirmar que ésta relación reviste una importancia personal y social que no se evidencia 
en otro tipo de relaciones. Es por ello que el legislador consideró indispensable que este 
vínculo se reflejara en un documento idóneo para ello, esto es, el Registro Civil de 
nacimiento. 
 
El Registro civil de nacimiento, prueba idónea para acreditar la relación de parentesco entre 
padres e hijos, actualmente está reglamentado por el Decreto 1260 de 1970, en cuyo 
artículo 52 se exponen tres aspectos que resultan relevantes para el presente estudio: 
 
a) Inscripción del parentesco: El registro civil de nacimiento se divide en dos secciones, una 
genérica y otra específica. “en aquella se consignarán solamente el nombre del inscrito, 





su sexo, el municipio y la fecha de su nacimiento, la oficina donde se inscribió y los números 
del folio y general de la oficina central. En la sección específica se consignarán, además la 
hora y el lugar del nacimiento, el nombre de la madre, el nombre del padre; en lo posible, 
la identidad de una y otro, su profesión u oficio, su nacionalidad, su estado civil y el código 
de sus registros de nacimiento y matrimonio; el nombre del profesional que certificó el 
nacimiento y el número de su licencia” (Negrillas fuera de texto). 
 
En este punto, se puede denotar que con el registro civil un ser humano empieza a ser 
individualizado ante la familia y la sociedad. “Con el nombre de pila lo individualiza frente a 
los miembros de su familia; los apellidos –patronímico- indican que pertenece a una familia 
determinada. El apellido es el punto de confluencia del derecho de familia y el derecho de 
las personas. Este se determina teniendo en cuenta quiénes son los progenitores, es decir 
revela una relación de parentesco que ordinariamente lo es de consanguinidad y 
excepcionalmente puede ser de carácter civil, mediante la institución de la adopción. 
 
Es claro entonces, que el apellido cumple una función jurídica de enorme trascendencia 
para la persona individualmente considerada y para la familia de la cual forma parte. Es 
elemento esencial del estado civil de las personas que es de orden público, como quiera 
que mediante él se indica la situación de la persona en la familia y en la sociedad (…)”96. 
 
Bajo los anteriores derroteros, el registro civil de nacimiento constituye prueba del 
parentesco de consanguineidad, del lazo jurídico que une a padres e hijos y que deviene a 
su vez del vínculo filial parental97, lo anterior es probatoriamente relevante para identificar 
el parentesco del victimario con la víctima. 
 
Vale la pena decir, que no obstante la posibilidad de acreditar el vínculo de parentesco entre 
el padre y el hijo a través del registro civil, ello por sí mismo no implica, que necesariamente 
el primero asuma de manera voluntaria los deberes que su calidad le impone, en la medida 
que como se anticipara líneas antes, subsiste la posibilidad de abandono y desatención del 
hijo y como tal de sus necesidades, de tal suerte que el registro civil, constituye apenas un 
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instrumento de identificación, que busca establecer la existencia de una persona a efectos 
de posibilitar la defensa de sus derechos, sin que con el sólo documento ello pueda darse 
por cierto.  
  
Es preciso resaltar ahora, que como se observó anteriormente, el registro civil de nacimiento 
contiene el nombre de una persona, entendiendo que éste, de acuerdo con el artículo 3° 
del Decreto 1260 de 1970, comprende el nombre y los apellidos. Así mismo, se destaca 
que la información que se consigna en el Registro Civil no está libremente sujeta a cambios, 
a excepción de los presupuestos que enmarca dicho Decreto en su artículo 94, entre los 
cuales debemos recalcar el que menciona que “el propio inscrito podrá disponer, por una 
sola vez, mediante escritura pública, la modificación del registro, para sustituir, rectificar, 
corregir o adicionar su nombre, todo con el fin de fijar su identidad personal”. 
 
“La disposición en comento es de claridad manifiesta, y frente a ella sobra cualquier 
discusión: todo individuo, a su libre arbitrio -autonomía personal, como desarrollo de la 
personalidad (Art. 16 C.P.)-cuenta con la facultad de modificar su nombre -ius adrem-, 
mediante escritura pública que se deberá inscribir en el respectivo registro civil. Cualquier 
individuo puede pues determinar su propio nombre, así este, para los demás tenga una 
expresión distinta a la del común uso, ya que lo que está expresando el nombre es la 
identidad singular de la persona frente a la sociedad. No es un factor de homologación, sino 
de distinción. He ahí por qué puede el individuo escoger el nombre que le plazca”98. 
 
Por lo tanto, de acuerdo con la normatividad y jurisprudencia arriba señalada, cualquier 
persona con el fin de fijar su identidad personal como manifestación de los derechos al libre 
desarrollo de la personalidad y a expresar la individualidad, puede solicitar por una sola vez 
el cambio de su nombre, que como se dijo anteriormente, incluye el nombre de pila y los 
apellidos. Para tal fin, el interesado debe acudir ante un notario y elevar la escritura pública 
en la cual se consigna el cambio para que así se inscriba en el registro civil de nacimiento.  
 
“En el caso de que el inscrito sea menor de edad deben comparecer los padres como 
representantes legales a otorgar la correspondiente escritura pública; para los menores de 
                                                 




edad en estos casos, la misma ley les reserva el derecho de un nuevo cambio cuando sean 
mayores de edad”99. 
 
Ahora bien, una vez indagado con la Registraduría Nacional del Estado Civil, sobre las 
modificaciones que se le pueden realizar al registro civil, se resalta que de acuerdo con el 
Decreto 1260 de 1970, se puede modificar lo relacionado con el reconocimiento de hijo 
natural, legitimaciones, adopciones, alteraciones de la patria potestad, emancipaciones, 
habilitaciones de edad100; en cuanto a la modificación de los apellidos del inscrito, se expone 
que cuando la persona opta por cambiar el nombre y apellidos o uno de estos, la filiación 
del inscrito no se modifica; en consecuencia, en el nuevo folio seguirán figurando los datos 
de los padres, tal como aparezcan en el folio sustituido. 
 
De acuerdo con lo descrito anteriormente, jurídicamente es posible erradicar el apellido del 
padre violador del nombre de la víctima, sin embargo, esto no conlleva una ruptura del 
vínculo filial. Así mismo, es preciso evidenciar  que dentro de las modificaciones que se le 
pueden realizar al registro civil no se evidencia la eliminación del nombre del padre, a menos 
que por medio de un proceso de impugnación de la paternidad, se demuestre que no lo es, 
por lo que, podríamos concluir desde este momento, que con la legislación con la que 
actualmente contamos, en el evento en que la autoridad administrativa considere que el 
rompimiento de los efectos propios de la relación paterno filial se constituye en una medida 
de restablecimiento de derechos, podría modificar únicamente el apellido del padre en el 
nombre de la víctima, ya que como vemos, al parecer el legislador no ha previsto la 
posibilidad de que una persona pueda prescindir del nombre de su padre biológico en el 







                                                 







VALIDACIÓN DE LA HIPÓTESIS 
 
12. Precisiones iniciales 
 
Hemos realizado un acercamiento a la violencia sexual ejercida de padres a hijos; 
problemática que afecta a la familia, a la sociedad y especialmente a la población más 
vulnerable, los NNA. En el desarrollo de la investigación se han intentado reflejar de manera 
descriptiva todos los factores que rodean esta problemática, pasando desde el concepto, las 
maneras como se ejerce, las causas y consecuencias psicológicas que genera esta conducta, 
los elementos inherentes a la relación paterno filial como agravante de éste delito, así como 
algunas herramientas jurídicas que algunos países, incluyendo Colombia, han brindado para 
sancionar al victimario y restablecer los derechos de la víctima. 
 
Luego de realizar este acercamiento, podemos referirnos a la violencia sexual de padres a 
hijos, como una forma de maltrato infantil que vulnera el derecho a la integridad personal y 
que se presenta en algunos hogares de Colombia, entorno en donde se espera que el niño, 
niña y adolescente solo reciba protección, amor y comprensión. 
 
Respecto a las consecuencias psicológicas que le genera está aberrante conducta a los NNA, 
se evidencia que varían dependiendo de múltiples factores, entre ellos, la edad del niño, su 
madurez psicológica y el apoyo terapéutico o psicológico que se le brinde adecuadamente. 
Así mismo, que las secuelas que se producen son de tipo traumático, por lo que se altera 
negativamente el desarrollo integral del menor de edad, logrando, incluso, que el NNA adopte 
conductas depresivas, agresivas y en algunas ocasiones se conviertan en los próximos 
abusadores sexuales. 
 
Las secuelas psicológicas de la violencia sexual de padres a hijos, tiene una trascendencia 
tanto personal como social, es por ello, que se recalca la importancia y necesidad de que 
estas consecuencias se reduzcan en la medida de lo posible, para evitar que el impacto de 





En este punto es importante recalcar que cuando nos referimos a NNA, estamos frente a una 
población que goza de una prevalencia de derechos, de un interés superior y de una 
protección integral. Es por ello que la ley, contemplando que existen diferentes conductas que 
les vulneran sus derechos, ha establecido que Estado y las autoridades competentes tienen 
el deber de adelantar todas las actuaciones que se requieren para garantizarles la protección 
integral. 
 
Es por ello, que en los casos de violencia sexual de padres a hijos, es un deber del Estado 
regular estas actuaciones y brindar las herramientas jurídicas, para que los operadores, tanto 
administrativos como judiciales, sancionen a los victimarios y restablezcan los derechos de 
las víctimas. 
 
Ahora bien, con el objetivo de validar si el planteamiento de la hipótesis puede corroborarse 
o no, podemos sintetizar la misma, en la siguiente afirmación: Las autoridades administrativas 
y sus equipos técnicos interdisciplinarios no analizan los efectos propios del derecho a tener 
una familia para determinar si deben ceder para lograr la recuperación psicológica del NNA y 
el restablecimiento integral de sus derechos, cuando es relevante hacerlo por el vínculo que 
existe entre la víctima y el victimario.  
 
Por lo expuesto, la validación consistirá principalmente en conocer la experiencia de los 
profesionales de la Defensoría de Familia que trabajan en los CAIVAS, Centro de Atención 
Integral a víctimas de delitos sexuales y conocer si en la práctica observan los efectos propios 
de la relación paterna filial para adoptar las decisiones frente a las medidas de 
restablecimiento de derechos.  
 
 
12.1. Perspectiva y experiencia de los funcionarios que atienden esta vulneración día 
tras día. 
 
Como se expuso, para corroborar nuestra hipótesis consideramos esencial conocer la 
realidad de los procesos administrativos de restablecimiento de derechos en casos de 
violencia sexual de padres a hijos, para así realizar afirmaciones verídicas, evitando realizar 





Para ello, se realizaron cuatro entrevistas grupales con profesionales (Defensor de Familia, 
Psicólogos y trabajadores sociales) que integran las defensorías de familia de cuatro 
regiones del país, como son: Bogotá, Norte de Santander, Valle del Cauca y Magdalena, 
que por sus sitios geográficos cuentan con idiosincrasia y culturas significativamente 
diferentes. Estas entrevistas se practicaron en los meses de febrero a mayo y la 
metodología que se realizó consistió en realizar 20 preguntas abiertas para que 
espontáneamente cada uno de los participantes expusieran sus aportes, puntos de vista, 
conocimiento y socializaran casos que habían tenido en su rol profesional. 
 
Estas preguntas partieron desde información básica frente a la violencia sexual, como las 
causas, consecuencias y recuperación psicológica de la violencia sexual de padres a hijos, 
hasta la observancia de los efectos propios del vínculo filial para la restauración de la 
dignidad de los NNA.  
 
A continuación, expondremos la información más relevante que se extrae de estas 
entrevistas, las cuales podrán ser consultadas en su totalidad, en el CD anexo. 
12.1.1. Valle del Cauca 
En la ciudad de Cali encontramos el CAIVAS, que cuenta con un espacio para que el ICBF 
en coordinación con la Fiscalía atienda de manera célere los casos de violencia sexual, sin 
embargo, allí se identificaron dos dificultades esenciales, de acuerdo con la información de 
los profesionales: la primera es que el objetivo del CAIVAS es que sea coordinado con 
todas las autoridades en materia de restablecimiento de derechos de NNA, sin embargo, 
no se evidencia la presencia de las Comisarías de Familia, quienes por ley, como 
observamos, cuentan con las facultades para atender los casos que se presenten dentro 
del contexto de la violencia intrafamiliar, lo que implica, que el ICBF deba atender todos los 
casos, adoptar medidas a prevención y luego remitir por competencia a las Comisarías de 
Familia, pero en este punto se presenta el segundo inconveniente, y es que los Comisarios 
de Familia, en algunas ocasiones, aplican una normatividad diferente a la Ley 1098 de 2006, 
la cual debe aplicarse de preferencia en estos casos, logrando, que en muchas ocasiones, 




liderada por las Comisarías, que con el afán de evitar la rigurosidad del debido proceso, 
deciden terminar los trámites de una forma facilista por más que evidencien una vulneración 
de tal magnitud. 
Ahora bien, conversando con los profesionales y su experiencia frente a lo que han 
observado como causas de la violencia sexual, resaltan que no hay una única explicación, 
ya que se presentan situaciones de orden cultural, familiar y de salud mental; Así mismo, 
han evidenciado que algunos papas vivieron situaciones de violencia en su infancia, sea 
psicológica, física o sexual y no fueron tratados terapéuticamente. 
Por otro lado, resaltan que la ausencia de pautas de crianza, abandono, negligencia y 
permitir que la sociedad sea la encargada de la crianza, pueden volver a la persona 
maleable, sin orientaciones sobre la integridad personal y sexual y generadora de prácticas 
inadecuadas. 
Respecto a las consecuencias psicológicas, exponen que la sintomatología es amplia y se 
refleja desde problemas personales, estados anímicos cambiantes y depresión. Las 
consecuencias se agudizan cuando la figura paterna es la que comete esta conducta, sin 
embargo debe observarse cuál es el lugar afectivo del padre para el niño. 
En este sentido, exponen que la recuperación psicológica depende de varios factores, como 
la edad, toda vez que si la violencia sexual fue cometida antes de los 5 años, existe una 
alta probabilidad de que el recuerdo no sea tan claro, aunque ante un evento traumático 
pueden presentarse rastros significativos. 
Consideran que es improbable que las consecuencias psicológicas se desaparezcan, 
pueden aprender a convivir con ellos, pero no se puedan superar totalmente, toda vez que 
se ha observado que en muchas ocasiones siempre se presentan rastros en la vida adulta, 
especialmente cuando inician sus relaciones amorosas.  
“Las relaciones amorosas en muchas ocasiones son el reflejo de las experiencias 
y vivencias de los que conocí en mi infancia, razón por la cual, en muchas 




Frente a los efectos del derecho a tener una familia y del vínculo paterno filial entre la 
víctima y el victimario, nos refieren que las implicaciones son traumáticas y afectan también 
el ámbito social de los NNA especialmente en espacios académicos en donde a diferencia 
de muchos NNA, él no va a contar con el apoyo de su padre y si seguirán identificándolo 
con el apellido de él.  
Frente a este tema, resaltan que es bastante compleja la reacción de los NNA y en muchas 
ocasiones disímil, cada niño es un mundo. En este sentido, exponen casos en donde las 
víctimas piden a gritos no querer tener el apellido de su padre, exponiendo que 
“si es una persona que me irrespeto, no quiero tener ese apellido”, “me da pena 
ese apellido”. 
Sin embargo, al indagar sobre las acciones que realizaron frente a esas manifestaciones, 
no tuvimos respuesta alguna, es decir, esta voluntad de los NNA no fue tenida en cuenta, 
ni analizada. Posteriormente argumentan que aunque son conscientes de que dentro de los 
informes legales no se realiza este análisis, aunque existan manifestaciones, consideran 
que si son temerosas porque han también tenido casos en donde las madres han 
manipulado a los niños para que digan conductas que no son ciertas, por ejemplo para 
sacarlos del país y privar de la patria potestad, entonces consideran que eso no se pueden 
arriesgar y por ello afirman que el resultado del proceso penal es indispensable, razón por 
la cual, consideran que frente a los efectos que puedan afectar radicalmente a los NNA, 
deberías ser en su mayoría de edad cuando con su capacidad mental. 
Regresando a las reacciones de los niños, los profesionales de esta regional, manifiestan 
que en muchas ocasiones en donde los niños son abusados por sus padres, se presentan 
expresiones de afecto frente a su victimario. 
“Yo no quiero que le pase nada malo” “yo quiero a mi papi, pero que no me vuelva 
hacer eso”. 
Dependiendo de la estructura personal, en algunas ocasiones el elemento afectivo perdura, 




la afectación y manipulación psicológica sea tal, que el NNA aún no identifique que esa 
conducta es vulneradora de sus derechos. 
12.1.2. Bogotá 
La profesional psicosocial que nos acompañó en este ejercicio ha tenido varios roles dentro 
del ICBF, tanto en Defensorías de Familia como en el grupo de violencia sexual de la sede 
de la Dirección General del ICBF. Al indagar con ella sobre las posibles causas de la 
violencia sexual de padres a hijos, considera que debe hablarse más de riesgos, como el 
tema cultural, toda vez que en muchas regionales aún existe la tradición de que la virginidad 
de una hija debe ser ofrecida a su padre, razón por la cual, considera que esto es un riesgo 
latente contra los derechos de los NNA que el Estado debe propiciar erradicar. 
Frente a las consecuencias psicológicas del NNA, resalta que la falta confianza básica de 
la persona afectada, puede repercutir en la sociedad. 
“si tus relaciones afectivas han sido basados con violencia, tu relación con la 
sociedad posiblemente sea así, no conocen el respeto y no les enseñan”. 
Así mismo, la depresión, las ideas suicidas y la dificultad en el desempeño a nivel educativo, 
familiar y social del NNA son las consecuencias más recurrentes en la violencia sexual de 
padres a hijos y aunque algunos síntomas se logran superar, las cicatrices no se borran tan 
fácil, especialmente por el vínculo del agresor con la víctima. 
Respecto de este vínculo, asegura que desde lo psicosocial es más importante identificar 
el nivel afectivo, antes que el legal, ya que en muchas ocasiones por más que se encuentre 
reconocido, el padre no representa una figura paterna para el hijo o por el contrario, aunque 
exista el abuso, el afecto sigue siendo fuerte y se normaliza la situación. 
“Hasta que el propio niño no se dé cuenta de que lo que le hizo el padre no podría 
decidir sobre el vínculo legal”. 
Es por ello, que debe conocerse la dimensión del daño y valorarse a cada NNA, sin 




terapéutico, en donde realmente se brindan herramientas para intentar superar esta 
situación nefasta. 
Frente a las manifestación que pueden realizar las víctimas respecto a la erradicación del 
apellido de su padre, considera que luego de que el NNA este estabilizado y dentro de un 
proceso terapéutico, la autoridad administrativa si debería realizar las acciones para apoyar 
el deseo del NNA,  toda vez que hace parte de la reparación integral. 
Sin embargo, manifiesta que hay que tener mucho cuidado con algunas manifestaciones 
de los NNA porque muchas de ellas pueden ser producto de afectaciones psicológicas y 
falta de conocimiento del daño cometido, esto, especialmente cuando los NNA piden ver a 
sus papas: 
“no es sano el contacto físico, es más, podría pensarse que el daño es aún más 
grave porque la víctima no ha comprendido aún su afectación”. 
12.1.3. Magdalena 
En Santa Marta, el CAIVAS tiene una problemática de hacinamiento que realmente es 
preocupante, desde la entrada del lugar se ven los profesionales de la policía, la fiscalía y 
el ICBF estresados de que ni siguiera la movilidad dentro de sus oficinas sea la adecuada, 
toda vez que en un cuarto nada amplio, deben ubicarse 4 profesionales, y no hay un espacio 
para atender a las víctimas; llamamos la atención de ello, toda vez que es preocupante que 
desde la atención a las víctimas no se aplique la prevalencia de sus derechos. 
Ahora bien, respecto a las posibles causas de la violencia sexual, resaltan que existen 
muchos factores desde el punto de vista social y cultural: 
 
“es una sociedad que tiene falta de educación, falta de apoyo, maltrato por parte 
de los padres, carencia de apego. Son una cadena de eventos de orden 
psicológico, social y hasta biológico”. 
 
Estas problemáticas de la persona que lo llevan a cometer este delito, normalmente están 




debido al temor de quedarse sin la persona que provee los alimentos en el hogar y por el 
desconocimiento del tema, ya que hay una creencia de que un abuso solo existe cuando 
hay acceso carnal y que no existe cuando hay tocamientos u otro tipo de violencia sexual. 
 
Frente a las consecuencias psicológicas, psicosexualmente hay desestructuración ya que 
el niño es conocedor de un evento para el cual no tiene edad, altera su funcionamiento, 
debido a que no entiende cómo es posible que hubiera ocurrido. 
 
Hay una afectación significativa en indicadores de depresión, ansiedad; el niño se siente 
desprotegido y traicionado ya que lo que espera de una figura paterna es protección y 
cuidado. 
 
Dentro de los factores que se deben tener en cuenta para analizar el nivel de afectación, es 
la frecuencia en la que ocurrió el abuso, ya que si es repentina puede que la ansiedad y la 
depresión sea más marcada que en los casos de los niños en que se ha realizado una 
seducción de forma más gradual. 
 
En el caso de los niños que sufren de un abuso repentino causa síntomas de frustración y 
desprotección al no saber quién lo va proteger, en estos casos se evidencia que una de las 
formas de reacción es la evasión de los hogares, consumo de sustancias psicoactivas, dejar 
el colegio y autoagresión como el suicidio. 
 
“Frente a los casos de los padres biológicos los niños crean aversión o rechazo 
hacia la figura masculina ya que en la mayoría de los casos son los hombres los 
que cometen este tipo de actos”. 
 
Frente al éxito de los trabajos terapéuticos para la superación de las consecuencias 
psicológicas, exponen que han tenido muchos casos en donde se evidencia un excelente 
resultado, sin embargo, posteriormente cuando llegan a un juicio tardío se ve a la víctima 





“esas consecuencias se reflejan en la adultez en el momento de sus relaciones 
amorosas y en la crianza de sus hijos, es decir, puede afectar su proyecto de 
vida”. 
 
Al indagarles sobre las medidas de restablecimiento de derechos que adoptan, en primer 
lugar hacen alusión a su inconformismo frente a la falta de actuaciones por parte de las 
Comisarías de Familia quien deberían adoptarlas, razón por la cual les ha tocado asumir 
procesos de los que no tendrían competencia. 
 
En este sentido, exponen que siempre propenden porque el niño no sea desvinculado de 
su vínculo familiar, sino por el contrario se fortalezca al resto del grupo familiar para que 
puedan apoyarlo. Respecto de la interposición de la demanda de la perdida de la patria 
potestad al presentarse una causal para ello, aducen que nunca lo han hecho. 
 
Frente al tema del apellido y la afectación emocional que ello puede constituir para el NNA, 
afirman que hasta el momento no se han presentado casos en donde la víctima quiera 
quitarse este apellido, ya que consideran que esto no es relevante para ellos. 
 
Sin embargo, manifiestan que todas las medidas que afecten directamente el derecho de 
filiación, nos las adoptan al considerar que hasta tanto el juez penal no decida de fondo, 
ellos no lo van hacer, inclusive señalan que el mismo juez tiene la capacidad de inhabilitar 
la patria potestad al padre del menor, aunque reconocen que actualmente no se está 
haciendo, ni siquiera generan el proceso de reparación económica. 
 
“si previamente se tiene una sentencia se hace mucho más fácil y en esos casos 
se debe hacer lo posible para dar trámite al proceso, ya que muchas veces al 
determinar la culpabilidad del agresor se nota un descanso por parte de la 
víctima. Cuando todavía no hay un fallo se hace mucho más difícil, ya que tocaría 
iniciar un proceso investigativo es iniciar una recolección de pruebas”. 
 
Como observamos, le dan un valor gigantesco al proceso penal, inclusive, a consideración 
de la suscrita, no valorando la importancia y facultad con la que cuenta la Autoridad 




12.1.4. Norte de Santander 
En Cúcuta encontramos a la Defensoría de Familia en un lugar designado por la Fiscalía 
en el CAIVAS, sin embargo nos llamó la atención los espacios con los que cuentan los 
profesionales que realizan las valoraciones psicológicas, toda vez que se supondría que 
por el derecho a la privacidad y dignidad de las víctimas, este espacio debería ser privado 
y adecuado para que los NNA y sus familias se sientan en confianza y tranquilos de dar la 
información, pero por el contrario, nos encontramos con escritorios en la mitad del pasillo 
que imposibilita estos derechos mínimos. 
Esta Defensoría de Familia nos expuso información similar de la proporcionada por las otras 
regionales, frente a las causas y consecuencias psicológicas de esta violencia sexual, razón 
por la cual consideramos importante hacer alusión a los otros aspectos, así: 
 
Le indagamos a la autoridad administrativa con qué frecuencia promueven las demandas 
de perdida de patria potestad dentro de los PARD por violencia sexual de padres a hijos, 
ante lo cual nos informan que no es nada frecuente. En este punto aducen, que la perdida 
de la patria potestad se materializa en sus procesos, únicamente cuando declaran a los 
niños en adoptabilidad, pero si es en vulneración, normalmente las madres, cuando lo 
requieran, solicitan la elaboración de la demanda como un trámite extraprocesal, toda vez 
que consideran que hasta tanto no exista una condena penal, ellos consideran apresurado 
solicitar una terminación de la patria potestad, como medida de restablecimiento de 
derechos. 
 
Frente a lo anterior, exponen diferentes argumentos entre los cuales resaltan el hecho de 
que desde el aspecto psicológico, la ruptura de los efectos jurídicos entre padre e hija, 
puede que no impacte de una manera trascendental en el restablecimiento de los derechos 
de los niños, toda vez que emocional y afectivamente, estos victimarios siguen siendo sus 
papas, por más que un papel disponga lo contrario: 
 






Consideran que un momento del proceso, el tema jurídico debe hacerse a un lado y darle 
paso al fortalecimiento psicológico y familiar, que es la real salida a esta experiencia 
negativa en sus vidas. Así mismo, resaltan que cuando un NNA comprende el daño que le 
ha hecho su progenitor no necesita que una autoridad disponga la ruptura de su vínculo, ya 
que afectivamente el ya no lo considera como una persona dentro de su entorno protector. 
 
Así mismo y como actuación indispensable, resaltan la necesidad de que se les realice unas 
valoraciones adecuadas a los niños, quienes serán los que brindarán los insumos para 
determinar la dimensión del daño, valorar en qué condiciones se encuentra el niño, lo que 
siente y está pensando frente a su abusador.  
 
Señalan que si dentro de estas valoraciones, el niño tiene una fuerte carga emocional 
porque lo reconozcan como hijo de su abusador, si considerarían totalmente necesario que 
las autoridades competentes realizaran actuaciones necesarias para apoyarlo. 
 
Al respecto, relatan una historia de una adolescente quien fue una de los casos particulares 
que pedía que le suprimieran el apellido de su padre, ya que no se identificaba como su hija 
por el daño que le había cometido. Frente a esta solicitud, se le realizaron las intervenciones 
psicosociales correspondientes y cuando la autoridad administrativa estaba iniciando los 
trámites respectivos, se tuvo conocimiento de que el progenitor se encontraba en el hospital 
por una fuerte golpiza, al conocer esta situación, la adolescente se afectó notablemente. 
 
 “de manera desesperada le pedía a la Defensoría de Familia que la dejaran 
visitar a su padre, que nunca iba a dejar de serlo y que por más daño que le 
hubiera ocasionado siempre lo iba a querer”. 
 
En este sentido, señalan que en una etapa como la niñez y la adolescencia es muy 
complicado lograr interpretar las emociones que pueden sentir una persona víctima de 
estas vulneraciones, razón por la cual, consideran que la autoridad actuaría 
apresuradamente si concibiera y decretara el rompimiento de los efectos de la relación 
paterna, por lo que, aseguran que únicamente la persona, en su adultez debería ser la 





Lo anterior se resaltan, toda vez que consideran que en Colombia se están evidenciado 
múltiples conductas propias de la interferencia parental, en donde, muchas madres utilizan 
a los niños como una herramienta de venganza, incluso, manipulándolos para que 
atestigüen sobre hechos que nunca han sucedido. Por ello y aunque le corresponde es al 
ámbito penal decidir sobre la culpabilidad o no del presunto agresor, consideran que estas 
conductas de las madres no puede desconocerse.  
 
Finalmente señalan, que no obstante lo expuesto, el efecto personal de amor, cuidado y 
crianza si se ve afectado desde la adopción de la medida de urgencia que toma la autoridad 
administrativa, en el momento en que tiene conocimiento de la presunta violencia sexual, 
ya que la orden administrativa desde el auto de apertura del proceso, es la suspensión de 
visitas y de cualquier contacto con el presunto victimario. 
12.2 Corroboración de hipótesis 
Como hemos observado en el desarrollo de este trabajo, los NNA cuentan con una 
protección especial, que ha permitido que se les garantice unos principios y derechos 
fundamentales que la sociedad, el Estado y la familia deben acatar. 
Así mismo, se ha dispuesto el procedimiento y las autoridades competentes para 
restablecer los derechos de los NNA cuando han sido violentados sexualmente por parte 
de sus padres, y es allí en donde la hipótesis de nuestro trabajo se centró, planteando que 
estas autoridades no son consciente de lo relevante que resulta conocer y analizar medidas 
frente a los efectos propios del vínculo filial, especialmente cuando por regla general, el 
derecho a tener una familia cede ante los demás derechos vulnerados.  
Al respecto, es preciso resaltar lo siguiente: 
De acuerdo con lo aprendido, el derecho a tener una familia es reconocido desde la 
Constitución Política de Colombia como fundamental y es protegido contra cualquier tipo 
de conducta que la afecte, sin embargo, se han establecido ciertas situaciones en las que 
el Estado puede intervenir y adoptar decisiones frente a los integrantes de la familia, es 
decir,  en muchas ocasiones, como ocurre con la violencia sexual de padres a hijos, este 




protegen individualmente al NNA, como lo son, el derecho a la integridad personal y la 
dignidad. 
Sin embargo, y aunque para las autoridades administrativas esto es claro, no se evidencia 
un análisis mayor frente a todas las características que conlleva este derecho a tener una 
familia y lo que implicaría su afectación; este aspecto se abordó con la información de la 
experiencia y el rol de los profesionales que se desempeñan en los CAIVAS, para así 
evidenciar si efectivamente no tienen en cuenta estos factores en el momento de adoptar 
la decisión.  
Con estas entrevistas corroboramos nuestra hipótesis, prácticamente los tomaba por 
sorpresa la pregunta frente a la interposición de una demanda judicial para terminar la patria 
potestad o frente a las actuaciones que hicieron respecto a las manifestaciones reiteradas 
de los NNA de quitarse el apellido de sus padres, “no lo hacemos” fue la respuesta poco 
argumentada que lastimosamente se encontraba. 
Sobre este tema, los profesionales psicosociales reconocieron que no hacían estos análisis 
en sus conceptos periciales, sin embargo, en la entrevista se permitieron reflexionar un 
poco y se atrevieron a exponer que es compleja la determinación sobre los efectos del 
vínculo familiar, concluyendo que preferirían que estas decisiones las adoptara la persona 
cuando cumpliera su mayoría de edad y contarán con toda la capacidad para ello, sin 
perjuicio de que en el evento en que esto afectará trascendentemente a los NNA si se 
pudieran hacer de manera inmediata. 
Frente a la iniciación del proceso de perdida de la patria potestad, como un mecanismo de 
romper algunos de los efectos propios de la relación paterno filial por la depravación en la 
que incurrió el progenitor con su hijo, afirmaron que la ausencia de sus actuaciones, se 
sustenta, en que si bien es cierto en principio no adelantan este proceso como una medida 
de restablecimiento de derechos, la familia, cuando el padre ya sea realmente condenado 
en la jurisdicción penal, podrán solicitarlo en el marco de la atención extraprocesal, insisten, 
una vez se haya comprobado la culpabilidad, ya que consideran que no es sano romper 






Con ello podemos observar dos premisas que es importante tener en cuenta; la primera, es 
que las legislaciones de otros países si nos ilustran en un tema que es importante que 
retomen las autoridades administrativas colombianas, y es que aunque no se desconoce la 
importancia del proceso penal, esto no implica que el PARD deba ser dependiente de él, es 
decir, no podemos supeditar las medidas de restablecimiento de derechos a la decisión que 
se adopte en la jurisdicción penal, toda vez que las valoraciones psicosociales que se le 
realizan a los NNA son material probatorio idóneo dentro de un proceso administrativo, tal 
y como lo señala el artículo 79 de la Ley 1098 de 2006, en este sentido, no es posible 
afirmar que la demanda de perdida de la patria potestad solo se podría interponer cuando 
ya se hubiera demostrado la culpabilidad dentro del proceso penal, toda vez que el Código 
Civil aparte de la causal de estar condenando a pena de prisión a  más de un año, contempla 
la depravación como otra causal totalmente legitima. 
 
La segunda premisa es que en ocasiones, se está desconociendo el artículo 12 de la 
Convención de los Derechos del Niño, en el sentido de no tener en cuenta su opinión; y 
aunque quiero resaltar que en ningún momento se espera que se realice todo lo que él 
quiere, si debe escucharse y argumentarse en determinado caso porque no es prudente 
acogerse a su manifestación. Esto lo observamos con los casos en los que nos contaban 
que NNA pedían no querer tener más el apellido de sus padres y frente a ellos, al parecer 
nadie los escucho, lo recuerdan como una experiencia, mas no adelantaron ninguna de las 
acciones de valoración que deben realizar como funcionarios públicos. 
 
Con lo descrito, podemos concluir que aunque la legislación colombiana les de 
herramientas a las autoridades administrativas y a sus equipos técnicos interdisciplinarios 
para restablecer de manera integral los derechos de los NNA, en algunos casos no se está 
actuando de manera activa ni propositiva, toda vez que se adoptan medidas básicas de 
restablecimiento de derechos y excusan sus omisiones en las actuaciones y decisiones de 
otras autoridades, que si bien, coadyuvan, no tienen dentro de sus funciones la 
responsabilidad directa de la garantía y protección integral de los NNA. 
 
Una vez resaltadas estas dos barreras en la atención de los casos de violencia sexual de 
padres a hijos y que afectan directamente el restablecimiento de los derechos de los NNA, 




trabajo frente a la falta de análisis de los efectos propios del derecho a tener una familia, 
como uno de los afectados en estas vulneraciones es trascendental, se evidencio que en 
estos casos, el llamado latente es en aunar esfuerzos para realizar una atención psicosocial 
pertinente, oportuna y de calidad para lograr que las víctimas superen su duelo, logrando 
que esto no les afecte en su proyecto de vida y más aún, evitando que sean ellos los 






Luego de haber desarrollado una problemática tan compleja como la violencia sexual de 
padres a hijos y haber abordado aspectos para corroborar la hipótesis planteada, podemos 
llegar a las siguientes conclusiones: 
 
a) Los NNA gozan de una prevalencia de derechos y de un interés superior que presupone 
que el Estado, la sociedad y la familia tienen el deber de velar por la garantía del cumplimiento 
de todos sus derechos. Así mismo, el Estado tiene la responsabilidad de adoptar todas las 
medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño 
contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos 
tratos o explotación, incluida la violencia sexual que cometen sus padres contra ellos. 
 
b) La violencia sexual de padres a hijos es una forma de maltrato infantil dentro de un entorno 
en el que solo se espera protección, amor y comprensión. Este problema social destruye 
física, sexual y psicológicamente a los NNA y deja secuelas nefastas en la estabilidad 
emocional del menor de edad. 
 
c)  En la etapa de desarrollo en la que se encuentran los NNA es difícil determinar si las 
consecuencias psicológicas de la violencia sexual lograron superarse, toda vez que 
lamentablemente las cicatrices de estas conductas pueden manifestarse en las etapas de 
adultez, sin embargo, un trabajo terapéutico adecuado, célere y oportuno logra que estas 






d) Cuando el Estado tiene conocimiento de esta vulneración, debe adelantar todas las 
acciones necesarias para restablecer los derechos de las víctimas y sancionar al victimario, 
para ello, debe adoptar las medidas idóneas e integrales que logren el cometido estatal de la 
restauración de la dignidad de los NNA. 
 
e) Cuando se presenta alguna violencia sexual de padres a hijos menores de edad, las 
autoridades competentes debe realizar juicios de proporcionalidad entre los derechos 
vulnerados, a saber: la integridad personal, dignidad, estabilidad emocional y el derecho a 
tener una familia y no ser separada de ella. 
 
f) Con la aplicación de los principios de interés superior del NNA y prevalencia de sus 
derechos, así como con las valoraciones e investigaciones respectivas, en los casos de 
violencia sexual de padres a hijos el derecho a tener una familia debe ceder para lograr el 
restablecimiento de los demás derechos de los NNA, implicando adoptar como medida de 
urgencia, la ruptura del contacto físico entre la víctima y el victimario. 
 
g) El derecho a tener una familia y el vínculo filial cuentan con unas características o efectos 
patrimoniales y personales que vale la pena que las autoridades administrativa observen en 
cada caso, para determinar si es necesario que cedan totalmente para lograr un 
restablecimiento de derechos integral y especialmente una estabilidad emocional; situación 
que en la actualidad no ocurre, toda vez que muchas autoridades adoptan decisiones 
mecánicas sin realizar estos análisis necesarios. 
 
h) Dentro de los efectos del vínculo filial se encuentra la patria potestad, que a su vez se 
traduce en la representación legal, el usufructo y administración de los bienes del NNA; las 
obligaciones del hijo hacia su padre; la identificación con el apellido de su progenitor y los 
deberes de crianza. 
 
i) Las leyes de nuestro país han determinado normas sustantivas y procesales para 
restablecer los derechos de los NNA cuando han sido vulnerados, las cuales otorgan 
facultades a las autoridades administrativas para adoptar todas las medidas que se requieran, 




responsabilidad y compromiso su papel protector de derechos y evitar dilaciones y miedos en 
sus decisiones. 
 
Ahora bien, teniendo en cuenta la información brindada por los profesionales que trabajan día 
a día en los casos de violencia sexual de padres a hijos, a continuación resaltamos sus 
principales aportes y las observaciones que podemos realizar frente a esta información.  
 
j) La violencia sexual es multicausal, y entre las evidencias más recurrentes se encuentra una 
violencia sexual no tratada a tiempo y malas prácticas culturales.   
 
k) Cada Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos es particular y dependiendo 
de diferentes circunstancias, especialmente la opinión del niño y el resultado del trabajo 
terapéutico que se realice, puede determinarse las medidas de restablecimiento de derechos 
alternas que se deben decretar. 
 
l) Determinar la ruptura de los efectos propios de la relación paterna filial en la etapa de niñez 
de la víctima, podría causar que se adopten decisiones trascendentales que afectan toda la 
vida de una persona, por lo cual, recomiendan que este tipo de decisiones solo las permita la 
propia víctima cuando cuenta con su mayoría de edad, sin que medie ningún tipo de 
interferencia de terceros. Lo anterior, sin perjuicio de las actuaciones o medidas de 
restablecimiento de derechos que debe adoptar las autoridades de manera urgente, como por 
ejemplo, la suspensión de las visitas o cualquier forma de contacto con el abusador. 
 
m) Aunque resaltan varios casos de víctimas que desean no llamarse con el apellido de su 
padre, dentro de la legislación colombiana no se prevé el mecanismo legal para eliminar el 
apellido del padre dentro del registro civil de la víctima cuando ocurren casos de violencia 
sexual, razón por la cual se seguirá acreditando el vínculo. 
 
n) La responsabilidad de los diferentes actores dentro de la familia, la sociedad y 
especialmente las entidades del estado (salud), son fundamentales para que  las 
consecuencias psicológicas de los NNA, no afecten trascendentalmente toda su vida, ya que 
con un trabajo terapéutico oportuno y eficaz puede evitarse futuras manifestaciones negativas 





ñ) Las autoridades administrativas no adoptan como medida de restablecimiento de derechos 
la interposición de la demanda judicial de perdida de patria potestad aunque exista motivo 
para ellos, argumentados en que debe ser por solicitud de la familia u ordenado por el juez 
penal. 
 
o) La normatividad de nuestro país ha establecido herramientas jurídicas aplicables a los 
casos de violencia sexual de padres a hijos, sin embargo, se evidencia que existen vacíos o 
dispariedad de criterios entre las competencias de las autoridades administrativas que tienen 
como obligación adelantar las actuaciones para el restablecimiento de derechos, lo cual puede 
ocasionar que el acceso a la justicia y la atención que se requiere, no sea la adecuada, 
conllevando a una revictimización de los NNA. 
 
o) Es importante tener en cuenta las experiencias de otros países y las medidas o 
herramientas jurídicas que han adoptado frente a la violencia sexual de padres a hijos, para 
así establecer qué aspectos relevantes podrían ser aplicados en nuestro país, entre los que 
se pueden recalcar penas de prisión más drásticas para los victimarios; determinar como 
prioridad las valoraciones realizadas dentro del PARD y no exclusivamente el resultado del 
proceso penal; adopción de medidas integrales para que el victimario no vuelva a afectar en 
ninguna medida a su hijo. 
 
Esperamos que esta investigación hubiera realizado aportes significativos respecto a uno de 
los flagelos que padece la población más vulnerable de nuestra sociedad y motive a los 
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